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Resumen 
 
El punto de partida de este trabajo, lo constituye la visión clásica del concepto de “Libertad Sindical”, 
que acudiendo a la expresión utilizada por el profesor Mexicano Mario de la Cueva1, compromete 
los derechos de asociación sindical, negociación colectiva y huelga. A partir de tal perspectiva, la 
propuesta es  efectuar un análisis del alcance de estos derechos frente a los servidores públicos en 
Colombia, desde la perspectiva nacional e internacional, que permita formular propuestas que serán 
denominadas retos. 
 
Palabras clave: Libertad Sindical. Servidores Públicos. Empleados Oficiales. Asociación Sindical. 
Negociación Colectiva. Huelga.  
 
 
 
 
 
 
 
 
  
                                                          
1 CUEVA, Mario de la. Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo. 9ª Ed. México. Editorial Porrúa. 
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Abstract 
 
The starting point of this work, which is the classical view of the concept of "Freedom of Association", 
going to the expression used by Mexican Professor Mario de la Cueva, compromise the rights of 
association, collective bargaining and strike. From this perspective, the proposal is to make an 
analysis of the scope of these rights against public servants in Colombia, from national and 
international perspective, in order to formulate proposals to be called challenges. 
 
Keywords: Freedom of Association. Public Servants. Public employees. Union Association. Collective 
Bargaining. 
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Introducción 
 
El punto de partida de este trabajo, lo constituye la visión clásica del concepto de “Libertad Sindical”, 
que acuñando la expresión utilizada por el profesor Mexicano Mario de la Cueva2, compromete los 
derechos de asociación sindical, negociación colectiva y huelga. A partir de lo cual se propone 
efectuar un análisis desde la perspectiva nacional e internacional, del alcance de estos derechos 
frente a los servidores públicos en Colombia. 
                                                     
 
 
El interés por abordar esta problemática surge debido a la cantidad de obstáculos y limitaciones que 
se presentan para quienes prestan sus servicios al Estado Colombiano, en el momento de querer 
expresar sus necesidades colectivas, en la búsqueda de bienestar y mejoramiento de sus condiciones 
de empleo; viéndose abocados a acudir a medidas o vías de hecho como mecanismos de presión, a 
título de ejemplo, la “institucionalización” de los llamados “paros”. 
 
En este contexto, la finalidad es conocer la situación actual de los derechos que comprende la 
“libertad sindical”, analizar su evolución jurídica y aplicabilidad, en específico en tratándose de la 
relación de los servidores públicos con el Estado Colombiano. Se trata de analizar la implicación 
normativa, jurisprudencial y doctrinal, hasta la aplicación y operatividad del ejercicio de los derechos 
laborales, entendidos desde la perspectiva nacional e internacional.  
                                                          
2 CUEVA, Mario de la. Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo. 9ª Ed. México. Editorial Porrúa. 
Libertad Sindical 
 
24 Daisy del Pilar Cadena Moreno.  
 
Constituye entonces un reto, el abordaje crítico del desarrollo, naturaleza y aplicabilidad de la 
concepción jurídica tradicional – normativista, enmarcada en el paradigma “ius positivista”; para 
presentar en su lugar una propuesta de “materialización concreta” que permita a mediano y largo 
plazo su ejercicio, a partir de un nuevo paradigma interpretativo, desde una perspectiva 
hermenéutica, que le permita contar con un sustento sociológico y filosófico, y que en este trabajo 
denominaremos – retos -.   
 
El servidor público como lo ha concebido la mentalidad jurídica colombiana, tiene limitaciones en el 
ejercicio de sus derechos colectivos3; situación que resulta más evidente en lo que respecta a los 
empleados públicos vinculados legal y reglamentariamente, de los cuales se podría afirmar en 
términos de la Corte Constitucional4, no gozan del derecho de contratación colectiva; aunque 
también se manifieste que sí del derecho de negociación colectiva, bajo ciertas  limitaciones. 
 
Lo que muestra la inequidad y en algunas veces la ineficacia de un ordenamiento circunscrito en el 
campo propio del positivismo jurídico, que sustrae de sí componentes vitales como el sociológico, el 
político, el económico, el social; todos necesarios en el marco de cualquier “concertación5”. Y es que 
un adecuado ejercicio del derecho de Libertad Sindical, contribuye a la conquista de los fines 
estatales relativos a alcanzar la paz social y genera estabilidad en el clima laboral de los 
establecimientos públicos. Por lo tanto, es un factor de equilibrio que contribuye al sostenimiento 
de las buenas relaciones y permite, a mi modo de ver, la coherencia en el devenir de la participación 
de quienes se comprometen con el servicio público. Se intenta realizar una propuesta que permita 
establecer a la libertad sindical como uno de los factores prioritarios que permiten al servidor 
público asumir con responsabilidad, identidad y compromiso, su rol para hacer que la sociedad que 
representa se sienta dignificada y respetada con sus actuaciones. 
 
Para su estudio se requerirá de un análisis detallado y juicioso de los diferentes pronunciamientos 
de las Altas Cortes del país, con un especial examen de la jurisprudencia consolidada emitida por la 
Corte Constitucional sobre la materia, tales como las sentencias T-441 de 1992, C-593 de 1993, C-
110 de 1994, C-377 de 1998, C-385, C-567, C-797 de 2000, C-201 de 2002, C-1234 de 2005, C-063, 
465, 466 de 2008, C-349 de 2009, T-171 de 2011, solo para citar algunos; en donde se insta al 
Legislador acerca de la reglamentación adecuada al ordenamiento jurídico laboral internacional del 
                                                          
3 Arts. 414 y 416 del Código Sustantivo del Trabajo 
4 Cfr. Sentencia C-1234/05, donde se hace referencia a la sentencia C-377 de 1998, MP, Doctor Alejandro 
Martínez Caballero. Donde la Corte manifestó: “(…) Sin embargo, también, advirtió la Corte en la misma 
providencia : “a diferencia de lo que sucede con los trabajadores oficiales, que tienen un derecho de negociación 
pleno, la búsqueda de soluciones concertadas y negociadas no puede llegar a afectar la facultad que la Carta 
confiere a las autoridades de fijar unilateralmente las condiciones de empleo. Esto significa que la creación de 
mecanismos que permitan a los empleados públicos, o sus representantes, participar en la determinación de 
sus condiciones de empleo  es válida, siempre y cuando se entienda que en última instancia la decisión final 
corresponde a las autoridades señaladas en la Constitución, esto es, al Congreso y al Presidente en el plano 
nacional, y a las asambleas, a los concejos, a los gobernadores y a los alcaldes en los distintos órdenes 
territoriales, que para el efecto obran autónomamente. Con esa misma restricción, es igualmente legítimo que 
se desarrollen instancias para alcanzar una solución negociada y concertada entre las partes en caso de 
conflicto entre los empleados públicos y las autoridades.” 
5 Cfr. Convenio 151 de la OIT. Art. 55 de la Constitución Política de 1991.  Corte Constitucional, sentencia C-
377 de 1998. 
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derecho de negociación colectiva estatal. El estudio de esta temática propia del derecho laboral, 
resulta entonces pertinente y atractiva por su impacto social en el mundo jurídico.  
Aunado a lo anterior, debe tenerse claro que nuestro país no ha sido ajeno al fenómeno de violencia, 
que no deja avanzar procesos de esta índole. Tristemente, Colombia es el país del mundo en el cual 
son asesinados el mayor número de sindicalistas, absorbiendo un alarmante 63% de tales casos 
durante la última década; “(…) FECODE, SINTRAINAGRO y la USO, son los sindicatos que han sido más 
afectados por la violencia en contra de sindicalistas. Sólo estas tres organizaciones concentran el 
64,6% de los casos de asesinato de sindicalistas en todo el país entre 1984 y 2010”6. Esta cifra nos 
permite concluir que el proceso sindical en Colombia hasta esa fecha, se había convertido en una 
violencia sistémica similar a los procesos de violencia vividos por algunos partidos políticos que han 
optado por desaparecer para no sufrir más bajas o por el contrario, sus líderes han tenido que 
desaparecer del contexto nacional para no asumir el riesgo de morir en manos de los pocos que no 
están de acuerdo con los procesos de paz que  las mayorías pretenden y añoramos para nuestra 
tranquilidad territorial. 
 
La propuesta es entonces identificar, analizar, comparar y replantear la forma como se ha venido 
aplicando el derecho de asociación, negociación colectiva y huelga para los servidores públicos, a 
partir de una panorámica nacional e internacional de las diferentes fuentes del derecho, haciendo 
un estudio sobre sus orígenes, fundamentos, evolución, falencias, alcances y limitaciones, y sin 
exceder el fin propuesto para éste trabajo, caracterizar los puntos críticos de la problemática 
analizada, conscientes de la importancia que comporta el tema para el sindicalismo estatal y los 
nuevos retos que deberá asumir de cara a la realidad jurídica, social y laboral –dinámica y cambiante-
. 
 
Esta investigación se enmarca dentro del tipo cualitativo, con carácter interpretativo y de 
significación social. Se enfoca en explicar cuál es la situación de los servidores públicos en su ejercicio 
de los derechos de Asociación Sindical, Negociación Colectiva y Huelga, frente a la panorámica 
doctrinal, normativa y jurisprudencial nacional e internacional. En tal sentido, su tipo es descriptivo 
– explicativo, ya que como lo manifiesta en su obra Cesar Augusto Bernal, estas “tienen por objeto 
estudiar el porqué de las cosas, los hechos, los fenómenos o las situaciones”7. 
  
                                                          
6 VIDAL CASTAÑO, José. Panorama del sindicalismo en Colombia. Friedrich Ebert Stiftung en Colombia, 
“FESCOL”. Abril de 2012. 
7 BERNAL, Cesar Augusto. Metodología de la Investigación. Editorial Pearson Educación. Segunda Edición. 
Mexico, 2006.pág 115. 
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 Del Derecho De Libertad 
Sindical De Los Servidores Públicos 
1.1. Principios generales del derecho de libertad sindical 
 
En el mundo del trabajo, las relaciones jurídicas dadas entre los sujetos en ellas inmiscuidas son de 
desbalance. Indudablemente el empleador maneja el capital, las herramientas de trabajo y la 
materia prima; y a su paso, el trabajador solamente cuenta con su propia mano de obra. Se evidencia 
entonces, una debilidad negocial del trabajador. En tal contexto, nace el derecho del trabajo, con el 
objetivo de contrarrestar tal situación de cruel y despiadada de imposición de condiciones de 
trabajo, con la finalidad de brindar al trabajador elementos de desigualdad jurídica para intentar 
compensar la desigualdad fáctica. 
 
 
De allí que, dentro de la disciplina jurídica del derecho del trabajo se desarrollan dos tipos principales 
de medios de protección del trabajador8, de un lado se encuentra la heterotutela y por otro a la 
autotutela. 
 
 
En la primera de las herramientas (heterotutela), se presenta el Estado que a través de mecanismos 
legislativos, jurisdiccionales, administrativos e internacionales9, pone en acción el principio 
protector, como elemento jurídico a favor del trabajador, que crea desigualdades jurídicas para 
intentar compensar las desigualdades fácticas, como ya se comentó. Como principales mecanismos 
de la heterotutela en materia de libertad sindical se encuentran la protección contra la 
discriminación antisindical, protección contra los actos de injerencia y las facilidades sindicales. 
 
 
La segunda de las herramientas en mención (autotutela), que es la principal, debe entenderse como 
la autoprotección que los mismos trabajadores ponen en marcha para la procura de sus propios 
intereses.  
 
 
                                                          
8 LEDESMA, Carlos. Derechos Sindicales en el Sector Público en América Latina. Centro Internacional de 
Formación de la Organización Internacional del Trabajo. Septiembre 2011. P. 8 y ss. 
9 En casos del bloque de constitucionalidad y bloque de legalidad. 
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En éste capítulo se pretende exponer un consolidado inicial de los componentes principales que 
caracterizan al mecanismo de autotutela; cuyo elemento central es el derecho de libertad sindical, 
desarrollado por las tres grandes instituciones interdependientes del derecho laboral colectivo: el 
derecho de sindicación, la negociación colectiva y la huelga. 
 
 
1.1.1. Del derecho de asociación sindical 
 
1.1.1.1. Concepto 
 
Es un derecho humano fundamental de todos los trabajadores y empleadores para que de manera 
autónoma y sin intervención del estado, constituyan las organizaciones que estimen necesarias para 
promover y defender los intereses que les son afines. Lo anterior, libremente y sin que se presente 
injerencia  entre las partes y por supuesto, sin intromisión del Estado.  
Se insiste entonces, se está ante un derecho humano fundamental, que se instituye como elemento 
de suma trascendencia en la construcción de condiciones de trabajo decente y de vida digna, que 
implica el desarrollo y la progresión de los sistemas económicos y sociales10. 
 
 
Aunado a lo anterior, debemos tener presente que el ejercicio del derecho de asociación sindical 
cuenta con dos dimensiones principales, la dimensión individual y la colectiva. Cada una de ellas 
entraña un significado, alcance y disposición específico.  
 
En el primero de los casos, de la dimensión individual, el ejercicio del derecho de asociación será del 
trabajador, particularmente considerado. Por lo mismo, se deriva su derecho/facultad de asociarse 
o retirarse de manera voluntaria de la asociación sindical respectiva. 
De otro lado, la dimensión colectiva implica para la organización sindical, como conglomerado de 
trabajadores, un conjunto de prerrogativas específicas que solamente podrán hacerse efectivas en 
tanto se encuentren agremiados. Es decir, la titularidad para hacer exigible el derecho de asociación 
sindical en varios de sus componentes, será de la organización y no de sus integrantes. 
 
 
1.1.1.2. Elementos esenciales para el desarrollo del derecho de 
asociación sindical 
 
En tal marco, para un adecuado desarrollo del derecho de sindicación, se debe contar con los 
siguientes elementos: 
 
 Derecho de la adquisición de la personería jurídica de la agremiación,  
 Derecho de formación de los sindicatos, 
 Derecho a afiliarse o retirarse de la organización sindical, 
                                                          
10 Cfr. Libertad de Asociación y Libertad sindical en la práctica: lecciones extraídas. Informe global con arreglo 
al seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo. 
Organización Internacional del Trabajo. 2008. P 9. 
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 Derecho de autodeterminación del funcionamiento de la organización sindical o principio 
de autonomía sindical 
 Contar con un procedimiento judicial para la disolución, cancelación de la personería jurídica 
y liquidación de la asociación. 
 Derecho de federación y confederación nacional o internacionalmente 
 
1.1.1.3. Limitaciones 
 
De entrada, la principal limitante del ejercicio del derecho de asociación sindical es el allanamiento 
en su ejercicio a las disposiciones legales. En tal sentido, las medidas restrictivas impuestas al 
ejercicio de la asociación sindical, solamente son consideradas como legítimas11 en tanto sean 
dirigidas a los miembros de las fuerzas armadas y de policía, en virtud de lo dispuesto por el artículo 
9 del Convenio 87 de la OIT. Pero, incluso en el caso de la excepción señalada la OIT ha señalado 
que: 
 
“Los miembros de las fuerzas armadas que podrían ser excluidos de la 
aplicación del Convenio núm. 87 deberían ser definidos de manera 
restrictiva  
(…) 
El artículo 9, 1) del Convenio núm. 87 dispone que «la legislación nacional 
deberá determinar hasta qué punto se aplicarán a las fuerzas armadas y 
a la policía las garantías previstas por el presente Convenio»; en virtud de 
ese texto, no cabe duda que la Conferencia Internacional del Trabajo tuvo 
intención de dejar que cada Estado juzgue en qué medida considera 
oportuno acordar a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía 
los derechos previstos en el Convenio, o sea, implícitamente, que los 
Estados que hubieren ratificado el Convenio no están obligados a 
reconocer los derechos mencionados a esas categorías de personas.12” 
 
 
Sumado a lo anterior, el Convenio 98 sobre el derecho de organización y negociación colectiva 
dispuso adicionar tal limitación a la excepción de las fuerzas armadas y de policía, para los 
funcionarios público; es así que en su artículo 6 dispone la exclusión en su aplicación a los 
funcionarios públicos al servicio del estado. Pero como se señalará más adelante, ésta excepción en 
el sector público no puede ser interpretada como una exclusión del ejercicio del derecho de 
asociación sindical y de negociación colectiva, sino por el contrario, implica el reconocimiento de 
que las relaciones laborales desarrolladas con el estado empleador se revisten de un conjunto de 
                                                          
11 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y principios 
del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Quinta Edición (Revisada). 2006. P. 
48. En relación con los miembros de las fuerzas armadas y de policía. 
12 Ibíd. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y 
principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. P. 50. 
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situaciones especiales que requieren de un marco normativo específico13. De allí surgen los 
Convenios 151 y 154 de la OIT. 
 
1.1.2. Derecho de negociación colectiva 
 
1.1.2.1. Concepto 
 
El conflicto colectivo en el mundo del trabajo, es una realidad social que responde a las necesidades, 
miedos y angustias de los trabajadores y que se erige como núcleo esencial del orden social y 
económico. 
 
Dos son los tipos de conflictos laborales. De un lado están los conflictos jurídicos o de derecho y por 
otro, los económicos o de intereses. 
 
En el primero de ellos, las partes de la relación de trabajo generan una pugna en relación con la 
aplicación o interpretación de alguna de las fuentes formales del derecho del trabajo y su solución 
se alcanza a través de las decisiones jurisdiccionales. 
 
Por otro lado, los conflictos económicos o de intereses se refieren a las controversias generadas 
entre empleadores y trabajadores sobre la creación o modificación de las condiciones de trabajo; su 
solución se alcanza a través del proceso de negociación colectiva. 
 
En tal contexto, la negociación colectiva surge como mecanismo para desatar los conflictos de 
intereses o económicos presentados entre trabajadores/organizaciones sindicales – empleadores. 
 
Sobre el concepto de “negociación colectiva”, el artículo 2º del Convenio  154 de la OIT, dice que 
comprende “todas las negociaciones que tienen lugar entre un empleador, un grupo de empleadores 
o una organización o varias organizaciones de empleadores, por una parte, y una organización o 
varias organizaciones de trabajadores”, con el fin de fijar las condiciones de trabajo y empleo; o 
regular las relaciones entre empleadores y trabajadores; o, regular las relaciones entre empleadores 
o sus organizaciones y una organización o varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos 
fines a la vez. 
 
1.1.2.2. Elementos esenciales 
 
La negociación colectiva es considerada un herramienta para el diálogo social, misma que en 
concepto de la Organización Internacional del Trabajo14, debe ser posible en tanto exista: 
 
 Respeto de los derechos fundamentales de libertad sindical y negociación colectiva;  
 Organizaciones de trabajadores y empleadores fuertes e independientes con la capacidad 
técnica y los conocimientos necesarios para participar en el diálogo social;  
 Voluntad política y compromiso de todos los participantes al intervenir en el diálogo social;  
 Respaldo institucional adecuado. 
                                                          
13 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. Conferencia Internacional del Trabajo. 102 reunión. Estudio 
General relativo a las relaciones laborales y la negociación colectiva en la administración pública. 2013. 
14 www.ilo.org/global/About_the_ILO/Mainpillars/Socialdialogue/lang--es/index.htm 
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De allí que, en palabras de la OIT15, el objetivo principal del diálogo social es promover el consenso 
y la participación democrática de los principales interlocutores del mundo del trabajo, para que con 
el ejercicio pleno de éste derecho, se alcance la resolución de importantes asuntos de talante 
económico y social, promover una buena gobernanza, avanzar en la paz y estabilidad social e 
industrial, y estimular el progreso económico. 
 
Aunado a lo anterior, de lo señalado por el Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración 
de la Organización Internacional del Trabajo en su texto “La Libertad Sindical. Recopilación de 
decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT16” 
pueden extraerse los siguientes elementos esenciales que deben rodear al ejercicio de la 
negociación colectiva: 
 
 La negociación colectiva como elemento esencial de la negociación colectiva: “El derecho 
de negociar libremente con los empleadores las condiciones de trabajo constituye un 
elemento esencial de la libertad sindical” 
 Prohibición de intervención estatal en la negociación colectiva: “Las autoridades públicas 
deben abstenerse de intervenir de forma que este derecho sea coartado o su legítimo 
ejercicio impedido” 
 Fomento de la negociación colectiva en el ámbito privado y el público: “El Convenio núm. 
98, en especial su artículo 4, relativo al estímulo y fomento de la negociación colectiva, es 
de aplicación tanto en el sector privado como en el de las empresas nacionalizadas y 
organismos públicos” 
 Limitaciones a la negociación colectiva para ciertos empleados del estado: “Conviene 
establecer una distinción entre los funcionarios que ejercen actividades propias de la 
administración del Estado (funcionarios de los ministerios y demás organismos 
gubernamentales comparables) y los funcionarios que actúan en calidad de auxiliares de los 
precedentes, por una parte, y las demás personas empleadas por el Estado, en las empresas 
públicas o en las instituciones públicas autónomas, por otra. Sólo podría excluirse del campo 
de aplicación del Convenio núm. 98 a la primera categoría de trabajadores a que se ha hecho 
referencia” 
 Negociación colectiva en la administración pública: “En resumen, todos los trabajadores de 
la administración pública, con la única posible exclusión de las fuerzas armadas y policiales 
y de los funcionarios directamente al servicio de la administración del Estado, deberán gozar 
de derechos de negociación colectiva” 
 La negociación colectiva para el personal temporal: “Ninguna disposición del Convenio núm. 
98 autoriza la exclusión del personal temporero de su campo de aplicación” 
 La Negociación colectiva aplica a los trabajadores de Hospitales Públicos: “Las personas 
empleadas en los hospitales públicos deberían disfrutar del derecho de negociación 
colectiva” 
 Asuntos de las relaciones laborales que pueden ser objeto de negociación colectiva: “Las 
cuestiones que pueden ser objeto de la negociación colectiva incluyen el tipo de convenio 
que se ofrezca a los trabajadores o el tipo de convenio colectivo que haya de negociarse en 
                                                          
15 Ibíd. 
16 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y principios 
del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Quinta Edición (Revisada). 2006. P.189 
y ss. 
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el futuro, así como los salarios, prestaciones y subsidios, la duración del trabajo, las 
vacaciones anuales, los criterios de selección en caso de despido, un alcance del convenio 
colectivo, el otorgamiento de facilidades a los sindicatos, que incluyan un acceso al lugar de 
trabajo más amplio que el previsto en la legislación, etc.; esas cuestiones no deberían 
excluirse del ámbito de la negociación colectiva en virtud de la legislación, o como en este 
caso, por sanciones económicas y penas severas en caso de incumplimiento de las 
disposiciones del código y de las directrices” 
 La negociación colectiva no puede limitarse a reiterar la normativa existente: “Una 
legislación que faculta al Ministerio del Trabajo para fijar las normas relativas a salarios, 
jornada de trabajo, descanso y vacaciones y condiciones de trabajo, debiendo limitarse los 
convenios colectivos a recoger dichas normas, y que excluye de la esfera de la negociación 
colectiva aspectos tan importantes de las condiciones de trabajo, no está en conformidad 
con el artículo 4 del Convenio núm. 98” 
 Límite de la negociación en ciertos asuntos de la Administración Pública: “El Comité recordó 
la siguiente opinión, expresada por la Comisión de Investigación y de Conciliación en Materia 
de Libertad Sindical: “Existen ciertas cuestiones que corresponden, evidentemente, de 
modo primordial o esencial, a la dirección y funcionamiento de los asuntos del gobierno; 
estas cuestiones pueden considerarse de modo razonable fuera del alcance de la 
negociación”. 
 Voluntariedad de la negociación “La negociación voluntaria de convenios colectivos y, por 
tanto la autonomía de los interlocutores sociales en la negociación, constituye un aspecto 
fundamental de los principios de la libertad sindical” 
 La conciliación obligatoria en la negociación colectiva: “Una legislación que impone la 
conciliación obligatoria e impide que el empleador la abandone con independencia de las 
circunstancias en que se produzca so pena de ser sancionado con el pago de los salarios 
correspondientes a los días de huelga, además de imponer un castigo desproporcionado, es 
contraria al principio de la negociación colectiva voluntaria consagrado en el Convenio núm. 
98” 
 Obligatoriedad de los acuerdos: “Los acuerdos deben ser de cumplimiento obligatorio para 
las partes” 
 Negociación colectiva con representantes no sindicales “La Recomendación sobre los 
contratos colectivos, 1951 (núm. 91), da preeminencia, en cuanto a una de las partes de la 
negociación colectiva, a las organizaciones de trabajadores, refiriéndose a los 
representantes de los trabajadores no organizados solamente en el caso de ausencia de 
tales organizaciones” 
 Negociación colectiva con sindicatos de industria o por rama de actividad mayoritarios: “El 
requisito de mayoría, no solamente de los trabajadores sino también de las empresas, para 
celebrar una convención colectiva por rama de actividad o gremio puede plantear 
problemas de aplicación con el Convenio núm. 98” (…) “Para que un sindicato de rama de 
actividad pueda negociar un convenio colectivo de empresa debería bastar la prueba de que 
dicho sindicato cuenta con suficiente representatividad a nivel de empresa” 
 Negociación colectiva con sindicatos minoritarios: “En cuanto a una disposición que imponía 
que sólo podrá negociar un convenio colectivo el sindicato que represente a la mayoría 
absoluta de los trabajadores de una empresa, el Comité consideró que esta disposición no 
fomenta la negociación colectiva en el sentido del artículo 4 del Convenio núm. 98, y pidió 
al Gobierno que tomara medidas para que, en consulta con las organizaciones interesadas, 
se modifique la disposición en cuestión, de manera que en aquellos casos en que ningún 
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sindicato represente a la mayoría de los trabajadores, las organizaciones minoritarias 
puedan negociar conjuntamente un convenio colectivo aplicable a la empresa o unidad de 
negociación, o cuanto menos, concluir un convenio colectivo en nombre de sus afiliados” 
 El arbitraje como limitación a la negociación colectiva libre y voluntaria: “Las disposiciones 
que establecen que a falta de acuerdo entre las partes los puntos en litigio de la negociación 
colectiva serán decididos por arbitraje de la autoridad no están en conformidad con el 
principio de negociación voluntaria contenido en el artículo 4 del Convenio núm. 98” 
 Limitación a la negociación colectiva al requerir convalidación estatal del texto acordado: 
“Subordinar la entrada en vigor de los convenios colectivos suscritos por las partes a su 
homologación por las autoridades es contrario a los principios de la negociación colectiva y 
del Convenio núm. 98” 
 Limitación a negociaciones colectivas futuras: “Si en virtud de una política de estabilización 
un gobierno considerara que las tasas de salarios no pueden fijarse libremente por 
negociación colectiva, tal restricción debería aplicarse como medida de excepción, limitarse 
a lo necesario, no exceder de un período razonable e ir acompañada de garantías adecuadas 
para proteger el nivel de vida de los trabajadores” 
 Los Memoriales respetuosos y la negociación colectiva de los empleados públicos “Un 
sistema en el que los empleados públicos pueden solamente presentar «memoriales 
respetuosos» que no serán objeto de negociación alguna, en particular sobre las 
condiciones de empleo, cuya determinación es de exclusiva competencia de las autoridades 
no está en conformidad con los Convenios núms. 98, 151 y 154” 
 
1.1.2.3. Limitaciones 
 
Como limitaciones legítimas al ejercicio de la negociación colectiva se han establecido por el Comité 
de Libertad Sindical de la OIT, las siguientes17: 
 
 Como regla general, se establece que se restringe para los trabajadores que están al servicio 
de la administración del Estado, quienes son los funcionarios que ejercen actividades 
propias de la administración del Estado (funcionarios de los ministerios y demás organismos 
gubernamentales comparables) 
 
1.1.3. Del derecho de huelga 
 
1.1.3.1. Concepto 
 
La huelga como la suspensión colectiva y pacífica está asociada a la demanda de mejores condiciones 
de trabajo, a la manifestación en contra del desmembramiento en las garantías laborales, al 
desarrollo del movimiento sindical y a la expansión del sindicalismo internacional; en general, a la 
lucha de clases. La primera huelga se registra en la rebelión de Espartaco y a los esclavos del Antiguo 
Egipto, durante el reinado de Ramsés III, en el año 1166 A.C., aunque sus orígenes más cercanos se 
                                                          
17 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y principios 
del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Quinta Edición (Revisada). 2006. P. 
190. 
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remontan a la Revolución Francesa de 1789 y su pleno desarrollo se produce con la Revolución 
Industrial y la generalización del trabajo asalariado a finales del siglo XVIII y principios del siglo XIX.18 
 
Dada la esencia del derecho del trabajo, la construcción histórica del derecho de huelga ha sido 
turbulenta. Hoy por hoy, se le entiende como la “interrupción colectiva de la actividad laboral por 
parte de los trabajadores con el fin de reivindicar ciertas condiciones o manifestar una protesta”19, y 
según el Comité de Libertad Sindical de la OIT20, el derecho de huelga y el derecho a organizar 
reuniones sindicales son elementos esenciales del derecho sindical, como se ha recogido en éste 
trabajo; situación por la cual los sindicatos deben estar capacitados para ejercer de manera efectiva 
sus derechos con ocasión de los conflictos de trabajo.  
 
Se trata de uno de los derechos fundamentales de los trabajadores y de sus organizaciones como 
mecanismo principal y legítimo para defender sus intereses económicos y sociales, pero lógicamente 
está sujeto a algunas condiciones de ejercicio específicas. 
 
En conclusión, y partiendo de lo señalado por la OIT21, se puede decir que el derecho de huelga es la 
suspensión colectiva y pacífica del trabajo como medio legítimo de defensa de intereses económicos 
de trabajadores y sindicatos, que busca la obtención de mejores condiciones de trabajo, 
reivindicaciones colectivas de orden profesional, búsqueda de soluciones a las cuestiones de política 
económica y social y a los problemas que se plantean en la empresa y que interesan directamente a 
los trabajadores. 
 
1.1.3.2. Elementos esenciales del Derecho de Huelga 
 
A pesar de no contar con un convenio o una recomendación que se encargue de regular de manera 
expresa éste derecho22, la Organización Internacional del Trabajo a través del Comité de Libertad 
Sindical del Consejo de Administración, ha señalado que “el derecho de huelga es uno de los medios 
                                                          
18 Cfr. Hobsbawm (1989, p.123), Oakes (1927) pp. 220-224. 
19 Diccionario de la Real Academia Española. Disponible en 
http://lema.rae.es/drae/srv/search?id=NTNCBEWXNDXX24FQ4mub 
20 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y principios 
del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Quinta Edición (Revisada). 2006. Pp. 
115 y ss.  
21 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y principios 
del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Quinta Edición (Revisada). 2006. Pp. 
116 y ss. 
22 Ibíd. GERNIGON, Bernard; ODERO, Alberto; y GUIDO, Horacio. P. 7. “No obstante, sí que se menciona 
esporádicamente el derecho de huelga en un convenio y en una recomendación. En el Convenio sobre la 
abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105), se prohíbe hacer uso del trabajo forzoso u obligatorio « como 
castigo por haber participado en huelgas» (apartado d) del artículo 1); y la Recomendación sobre la 
conciliación y el arbitraje voluntarios, 1951 (núm. 92), tras mencionar las huelgas en los párrafos 4 y 6, dice en 
el párrafo 7 que ninguna de sus disposiciones «podrá interpretarse en modo alguno en menoscabo del 
derecho de huelga» (OIT, 1985, págs. 954 y 859, respectivamente).” 
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legítimos fundamentales de que disponen los trabajadores y sus organizaciones para la promoción y 
defensa de sus intereses económicos y sociales”23; igualmente ha elevado los siguientes principios24: 
 
a. Es un derecho y no simplemente un hecho social 
b. Es un derecho del que deben  disfrutar las organizaciones de trabajadores (sindicatos, 
federaciones y confederaciones)25 
c. Se debe aplicar un criterio restrictivo al delimitar las categorías de trabajadores que pueden 
ser privadas de este derecho y respecto de las limitaciones legales a su ejercicio, que no 
deben ser excesivas. 
d. Es posible limitar el derecho de huelga. El ejercicio de derecho de huelga se ha vinculado a 
la finalidad de promoción y defensa de los intereses económicos y sociales de los 
trabajadores (criterio este que excluye del ámbito de protección internacional en el seno de 
la OIT las huelgas puramente políticas aunque no aporta de manera directa elementos de 
pronunciamiento sobre la huelga de solidaridad, (…) pero que no puede ser objeto de una 
prohibición absoluta). De allí que debe tener objetivos económicos y sociales y no 
únicamente políticos 
e. La huelga debe permanecer pacífica 
f. El correcto ejercicio del derecho de huelga no debe acarrear sanciones perjudiciales de 
ningún tipo, que implicarían actos de discriminación antisindical 
 
1.1.3.3. Limitaciones al Derecho de Huelga 
 
Debido al carácter particular de los conflictos del trabajo, se ha considerado que su garantía no 
puede ser sobrepuesta respecto del interés general; de allí que el derecho de huelga no es 
considerado un derecho absoluto, y que sean aceptables ciertas  restricciones, que han sido 
precisadas por la OIT26 de la siguiente manera:  
 
 El derecho de huelga solamente puede ser limitado en el caso de la función pública o de los 
servicios esenciales en el sentido estricto del término. 
 
o El Comité de Libertad Sindical admitió que el derecho de huelga puede ser objeto 
de restricciones, incluso de prohibiciones, cuando se trate de la función pública 
(sólo en el caso de los funcionarios que ejercen funciones de autoridad en nombre 
del Estado) o de servicios esenciales (aquellos servicios cuya interrupción podría 
poner en peligro, de manera evidente e inminente, la vida, la seguridad o la salud 
de la persona en toda o parte de la población), en la medida en que la huelga 
                                                          
23 GERNIGON, Bernard; ODERO, Alberto; y GUIDO, Horacio. Organización Internacional Del Trabajo. Principios 
de la OIT sobre el Derecho de Huelga. 1998. P. 11. 
24 GERNIGON, Bernard; ODERO, Alberto; y GUIDO, Horacio. Organización Internacional Del Trabajo. Principios 
de la OIT sobre el Derecho de Huelga. 1998. P. 11 y ss. Y ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La 
Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo de 
Administración de la OIT. Quinta Edición (Revisada). 2006. P. 120 y ss. 
25 Los órganos de control aceptan, sin embargo, las legislaciones que subordinan el ejercicio del derecho de 
huelga a la aprobación de un cierto porcentaje de trabajadores, con independencia de su afiliación sindical. 
26 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y principios 
del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Quinta Edición (Revisada). 2006. P. 
124 y ss. 
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pudiere causar graves perjuicios a la colectividad nacional y a condición de que estas 
restricciones vayan acompañadas de ciertas garantías compensatorias. 
 
 La huelga puede ser limitada momentáneamente por mandato legal, hasta que se agoten 
todos los medios existentes de negociación, conciliación y arbitraje. 
 
En estos casos, donde se limita el derecho de huelga, los trabajadores deben gozar de una protección 
adecuada, de suerte que se les compensen las restricciones impuestas a su libertad de acción 
durante los conflictos que puedan surgir en dichas empresas o servicios. Tales como: 
 
 Procedimientos de conciliación y arbitraje: 
 
o Adecuados 
o Imparciales 
o Rápidos  
o En los cuales los interesados puedan participar en todas las etapas 
o En los cuales los laudos dictados sean aplicados por completo y rápidamente. 
 
 
1.2. El derecho de libertad sindical de los servidores públicos en 
el ámbito internacional 
 
Es ineludible la necesidad de brindar un abordaje integral del Derecho de Libertad Sindical de los 
servidores públicos en Colombia27. Por ello, en éste capítulo se presentará una breve exposición de 
los tres componentes propuestos por la visión clásica de la libertad sindical, desde una perspectiva 
internacional en el caso específico de los servidores públicos. 
 
1.2.1. La internacionalización del derecho de libertad sindical 
 
La dinámica de las relaciones del trabajo se ha visto reflejada en la evolución de la normatividad que 
las regula. Desde que surgió la noción misma del contrato de  trabajo, pasando a la regulación del 
contrato colectivo, hasta llegar al reconocimiento del derecho de sindicación y huelga, el 
ordenamiento jurídico ha venido moldeando el ejercicio de la libertad sindical como integrante de 
la base estructural de los estados sociales y democráticos; allí se ubica la garantía del ejercicio libre 
de la asociación y el presupuesto para su garantía efectiva, implica el respeto de los derechos 
humanos. 
Se trata de un conjunto de principios que a la par con sus normas y procedimientos, buscan brindar 
apoyo y orientación a los gobiernos democráticos alrededor del mundo para la preservación y 
promoción de los derechos de los interlocutores sociales, que pretenden determinar mediante la 
negociación colectiva las condiciones de trabajo y empleo; objetivos que solo son logrados si se 
brinda una adecuada protección al trabajador de la discriminación derivada del ejercicio de sus 
derechos sindicales. 
 
En tal sentido, el trabajo, la libertad de expresión y de asociación son esenciales para que la 
humanidad progrese de manera constante, sostenible, conjunta, concertada, sin discriminación, con 
                                                          
27 Con algunas referencias de derecho comparado. 
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seguridad económica, con seguridad social, en igualdad de oportunidades, con formación 
profesional, con ingresos básicos, con optimización en el uso de los recursos, con alimentos, con 
medios de recreo y cultura; en fin, la asociación sindical se erige como elemento constitutivo de la 
dignidad humana. 
 
Por lo anterior, han surgido un cúmulo de instrumentos propuestos para la general aplicación de la 
humanidad. Tales instrumentos, que se refieren a la libertad sindical de los servidores públicos, son 
la Constitución de Filadelfia, la Declaración relativa a Principios y derechos fundamentales de 1998,  
el Convenio 87, el Convenio 151, la Recomendación 159, el Convenio 154 y la Recomendación 163. 
Mismos que a continuación se estudian, dada su relevancia para la enunciación de una solución del 
problema propuesto. 
 
1.2.2. Del Derecho de Libertad Sindical de Servidores Públicos según la 
Organización Internacional del Trabajo28 
 
Las relaciones del trabajo en el ámbito privado y público son reguladas de manera casi excluyente y 
bastante diversa alrededor del mundo. Y es que al mismo curso en el que crecen las sociedades 
humanas, crece y se complica la estructura estatal. 
 
Es de esta manera que siendo dos situaciones distintas, la creación, interpretación, modificación de 
las instituciones jurídicas que las rigen son variables. 
 
Ahora, aterrizado esto a las relaciones de trabajo se tiene que las mismas se han visto reguladas29 
en un mayor espectro en el ámbito privado que las del empleo público.  
 
Indudablemente el tema central, será el derecho de asociación sindical de los empleados oficiales. 
Es éste el tema que de manera más constante se ha encargado la OIT, dada la dificultad que 
comporta. 
 
Ya desde 1919 la OIT pregonaba la necesidad del respeto por el derecho de asociación sindical en 
su Constitución, como uno de los objetivos del plan de acción de la Organización, como uno de sus 
motores. Tan es así que desde la raíz misma de la OIT, cual es el Tratado de Versalles30; en él se 
señala en el preámbulo y el art. 427 el reconocimiento del derecho de asociación sindical, así: 
 
“Art. 427. –– Las altas partes contratantes, reconociendo que el bienestar 
físico, moral e intelectual de los trabajadores asalariados es de una 
importancia esencial desde el punto de vista internacional, han 
establecido, para llegar a este objeto elevado, el organismo permanente 
previsto en la Sección I y asociado al de la Sociedad de las Naciones.” 
                                                          
28 Cfr. GERNIGON, Bernard. Labour relations in the public and para-public sector. Working Paper No. 2. 
International Labour Standards Department. International Labour Office. Geneva. 2007. Disponible solamente 
en Inglés. 
29 O mejor, su ámbito de aplicación se ha presentado netamente hacia el sector privado. Pues en el sector 
público, indudablemente la resistencia sobre todo en el tema del derecho de asociación sindical, ha sido 
bastante fuerte. 
30 Parte XIII del Tratado de Versalles del 28 de junio de 1919 
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Al seno de la OIT, las partes miembros de la Organización reconocen desde entonces que las 
diferencias de clima, de costumbres, de usos, de oportunidad económica y de tradición industrial, 
hacen difícil alcanzar de una manera inmediata la uniformidad absoluta en las condiciones del 
trabajo. A pesar de ello, están convencidas de que el trabajo no debe ser considerado simplemente 
como un artículo de comercio. Piensan que hay métodos y principios de reglamentación de las 
condiciones del trabajo que todas las comunidades industriales deberán esforzarse en aplicar, en 
cuanto lo permitan las circunstancias especiales en que puedan encontrarse. Sin que ello implique 
una exclusión del estado como empleador. 
 
“(…) Entre esos métodos y principios, las Altas Partes Contratantes consideran 
ser de una importancia particular y urgente, los siguientes: 
 
1. –– El principio director arriba enunciado, de que el trabajo no debe ser 
considerado simplemente como una mercancía o un artículo de comercio; 
2. –– El derecho de asociación para todos los objetos no contrarios a las leyes, 
tanto para los asalariados como para los empleadores; 
3. –– El pago a los trabajadores, de un salario que les asegure un nivel de vida 
conveniente, tal como se comprende en su tiempo y en su país; 
4. –– La adopción de la jornada de ocho horas o de la semana de cuarenta y ocho 
horas, como objetivo a alcanzar en todas partes en que aun no haya sido 
obtenido; 
5. –– La adopción de un descanso hebdomadario de veinticuatro horas como 
mínimum, que debería comprender el domingo, siempre que fuera posible; 
6. –– La supresión del trabajo de los niños y la obligación de introducir en el 
trabajo de los jóvenes de ambos sexos las limitaciones necesarias que les 
permitan continuar su educación y asegurar su desarrollo físico; 
7. –– El principio del salario igual, sin distinción de sexo, por un trabajo de igual 
valor; 
8. –– Las reglas dictadas en cada país sobre las condiciones del trabajo deberán 
asegurar un tratamiento económico, equitativo a todos los obreros que 
legalmente residan en el país; 
9. –– Cada Estado deberá organizar un servicio de inspección en el que haya 
mujeres, con el fin de asegurar la aplicación de las leyes y reglamentos de 
protección de los obreros. 
 
Sin proclamar que esos principios y esos métodos son completos o definitivos, las 
Altas Partes Contratantes opinan que son apropiados para guiar la política de la 
Sociedad de las Naciones; y que si son adoptados por las comunidades 
industriales que son miembros de la Sociedad de las Naciones, y si son 
mantenidos intactos en la práctica por un cuerpo apropiado de inspectores, 
extenderán beneficios permanentes para los asalariados del mundo.” 
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En 1944 través de la Declaración de Filadelfia, la Constitución de la OIT31, se reafirmó como uno de 
los principios fundacionales de la Organización, que la libertad de expresión y de asociación son 
elementos esenciales que potencian el progreso. Igualmente en esta declaración se reconoció la 
obligación de los estados de fomentar programas para lograr el reconocimiento efectivo del derecho 
de negociación colectiva, la cooperación de empleadores y de trabajadores para mejorar 
continuamente la eficiencia en la producción, y la colaboración de trabajadores y empleadores en la 
preparación y aplicación de medidas sociales y económicas, entre otras. 32 
 
Llegado 1948, la OIT emite el Convenio 87 sobre el reconocimiento del derecho de asociación 
sindical, que ya analizamos; y la gran apertura que este convenio trae, se encaminó33 a no dejar duda 
alguna de su aplicación sin discriminación en cuanto a la ocupación, el sexo, el color, la competencia, 
el credo, la nacionalidad o la opinión política. Pero, durante el trámite al seno de la OIT crecieron las 
reservas frente al tema, y se decidió insertar un nuevo artículo según el cual se permitió a los 
gobiernos determinar la extensión del mismo para los miembros de las fuerzas armadas del país. 
 
Es así que en el art. 2 del Convenio 87 se dispone que los trabajadores y los empleadores, sin ninguna 
distinción y sin autorización previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen 
convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los 
estatutos de las mismas.  
 
En este sentido se ha pronunciado el Comité de Libertad Sindical de la OIT cuando señala que “las 
normas contenidas en el Convenio núm. 87 se aplican a todos los trabajadores «sin ninguna 
distinción» y, por consiguiente, amparan a los empleados del Estado. En efecto, se ha considerado 
que no era equitativo establecer una distinción en materia sindical entre los trabajadores del sector 
privado y los agentes públicos, ya que, unos y otros, deben gozar del derecho a organizarse para 
defender sus intereses”34. 
 
Precisamente, solo es el art. 9 del mismo convenio el que establece la única excepción ya 
mencionada para su aplicación, me refiero a los miembros de las fuerzas armadas y de policía del 
país. Y resulta que, en palabras del Comité mismo: 
 
 “no reconocer a los trabajadores del sector público el derecho que tienen 
los trabajadores del sector privado a crear sindicatos, tiene como 
resultado el que sus «asociaciones» no gocen de las mismas ventajas y 
privilegios que los «sindicatos» propiamente dichos, suponiendo una 
discriminación con respecto a los trabajadores del sector público y sus 
organizaciones frente a los del sector privado y a sus organizaciones. Tal 
situación plantea la cuestión de la compatibilidad de esta discriminación 
con el artículo 2 del Convenio núm. 87, a cuyo tenor los trabajadores «sin 
ninguna distinción» tienen derecho a constituir, sin autorización previa, 
las organizaciones que estimen convenientes y a afiliarse a ellas, y con los 
artículos 3 y 8, párrafo 2, del Convenio.” 
                                                          
31 Que precisamente señala los fines y objetivos de la Organización Internacional del Trabajo. 
32 Art. III. 
33 Según los mismos reportes de la Discusión del que se convirtiera en Convenio Internacional del Trabajo. 
34 Ibíd. Recopilación de Decisiones del Comité de Libertad Sindical. 
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El tenor del artículo es amplio, y en éste sentido se le debe interpretar. Sin embargo, el Comité de 
Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT ha encontrado, tras una 
revisión de diversas legislaciones alrededor del mundo35, que las mismas expresiones no cobijan 
necesariamente a las mismas personas, por las distinciones nacionales que se dan respecto de las 
diferentes categorías de servidores públicos existentes.  
 
Tras este análisis, el Comité de Expertos concluye que, sin interesar las terminologías utilizadas, 
todos los trabajadores en esta categoría se encuentran cubiertos por el Convenio. 
 
Llegado 1949, la OIT emite un instrumento de vital importancia, el Convenio 98 sobre la promoción 
de la negociación colectiva. En el mismo, si bien se mantuvo la misma limitante del Convenio 87 para 
los miembros de la fuerza pública y de policía, también se limitó este derecho de negociación 
colectiva cuando se trate de la función pública (aquellos funcionarios públicos en la administración 
del estado) o de servicios esenciales, en la medida en que la huelga pudiere causar graves perjuicios 
a la colectividad nacional y a condición de que que estas restricciones vayan acompañadas de ciertas 
garantías compensatorias. 
 
Y es que la adopción de este artículo 6 que excluye de la negociación colectiva a los  funcionarios en 
la administración del estado implica el reconocimiento por parte de la Conferencia General de la OIT 
que la negociación en este caso tiene especiales implicaciones fundadas en diversos grados de la 
administración pública. La primera razón que generalmente se expone es que el Estado tiene una 
doble responsabilidad en este tema, dado que es juez y parte, pues es al mismo tiempo empleador 
y autoridad legislativa y la diferenciación de estos dos roles, no siempre es fácil y genera evidentes 
contradicciones con resultados complejos. 
 
Ésta es la posición planteada por los estados, pero el Comité de Expertos de la OIT ha considerado 
que si bien el concepto de funcionario público varía de país en país, la aplicación del art. 6 del 
Convenio 98 es restrictiva y se limitará al tenor literal del texto. De esta manera se tiene que 
solamente se debe limitar a los “funcionarios públicos empleados en la administración del Estado” 
el derecho de negociación colectiva no puede verse restringido para aquellos trabajadores que no 
tienen poder como agentes de autoridad pública, y en el caso de los trabajadores de los estados 
federados. 
 
Los temas dejados de abordar en el Convenio 98, vinieron a ser reforzados con la Recomendación 
91 de 1951, que de manera específica se refirió a los contratos colectivos. Ésta recomendación toca 
temas tales como el establecimiento de los mecanismos apropiados para el ejercicio de la 
negociación colectiva; los efectos obligatorios de los contratos colectivos, entre otros. Ésta 
recomendación es de alcance general. 
 
Viene también en 1951 la Recomendación 92 sobre solución de controversias por arbitramento y 
conciliación voluntarios. En éste instrumento señala que los mecanismos del arbitramento y la 
conciliación VOLUNTARIOS deberían estar disponibles en cuanto a la solución de los conflictos 
                                                          
35 ILO. Freedom of association and collective bargaining, General Survey of the Reports on the Freedom of 
Association and Protection of the Right to Organize Convention, 1948 (No. 87), and the Right to Organize and 
Collective Bargaining Convention, 1949 (No. 98), International Labour Conference, Report III (Part 4B), 81st 
Session, Geneva, 1994, para. 49. 
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laborales suscitados entre trabajadores y empleadores. Resaltamos la expresión voluntarios, dado a 
que la posibilidad de optar por estos mecanismos de solución de conflictos debe tener como fuente 
accionante el consentimiento de las partes en este sentido.  
 
Igualmente la Recomendación indica que ninguna de sus disposiciones podrá ser interpretada como 
una limitación, de cualquier manera, el derecho a la huelga. Ésta recomendación es, también, de 
carácter general. 
 
Es por todo lo anterior, y dada la mencionada dificultad de delimitación normativa entre los sectores 
privado y público, la Conferencia General de la OIT el 27 de junio de 1978, e impulsada por la 
necesidad de dilucidar la problemática en cuanto a la aplicación de los convenios 87 y 98 en el sector 
público, expide el Convenio 151 de 1978 y se le acompaña de la Recomendación 159. 
 
El Convenio 151 señala como su ámbito de aplicación “(…) a todas las personas empleadas por la 
administración pública, en la medida en que no les sean aplicables disposiciones más favorables de 
otros convenios internacionales del trabajo”. La Oficina de la Conferencia General, en su trabajo 
preparatorio señaló que la expresión “administración pública” se refiere a todas las corporaciones e 
instituciones investidas con autoridad pública o con funciones públicas. De allí se parte para una 
remisión al ordenamiento jurídico interno de las naciones en virtud de determinar quienes son 
autoridades públicas. En este punto, se ha de tener en cuenta el principio general del derecho 
internacional pacta sunt servanda y que lo mismo se desarrolla con buena fe. 
 
Entonces, la tarea de los gobiernos es que, entendiendo el objetivo y ánimo de la OIT para este 
Convenio, se facilite su aplicación en el entendido de dar garantías a aquellas personas que no se 
benefician de las consagraciones del Convenio N º 98. 
 
Es así que las únicas personas que se podrían excluir de este Convenio son: 
 
 Los trabajadores de alto nivel, cuyas funciones implican formulación de políticas o de 
gestión.  
 Aquellos con obligaciones de carácter confidencial. 
 Los miembros de la fuerza pública 
 
Entonces, a aquellos empleados públicos con funciones de dirección o con un grado de decisión 
secundario, se les aplica el Convenio. 
 
Bajo la consideración que la negociación colectiva es solamente uno de los métodos, y con referencia 
explícita en el Convenio, es el mismo instrumento el que introduce cierta flexibilidad en la elección 
de estos mecanismos. Sin embargo, en los trabajos preparatorios de la Oficina del Trabajo señaló 
que más allá de la denominación formal dada al procedimiento, lo cierto es que hay básicamente 
dos procedimientos que permiten una participación efectiva, y son las llamadas consulta y la 
negociación colectiva que, grosso modo, pueden definirse, para el primero de ellos se refieren a la 
posibilidad de designación de representantes que se limitan a formular sus puntos de vista u 
opiniones en relación con la determinación de sus condiciones de trabajo. Por otro lado, la 
negociación colectiva implica que los representantes de los trabajadores y los representantes de los 
poderes públicos participan en un verdadero debate con miras a lograr un acuerdo o por lo menos 
un conjunto de solución aceptable, ya sea que se convierta o no en un acuerdo formal. De esta 
manera puede verse que la consulta implica un proceso de discusión más bien informal; y la 
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negociación colectiva implica una determinación y autogestión conjunta de las partes para alcanzar 
de manera mucho más específica y formal un acuerdo sobre el tema objeto de debate. 
 
Sobre este tema de la flexibilidad del Convenio 151 se ha pronunciado el Comité de Expertos que ha 
señalado que si bien la autonomía de la voluntad de las partes da hasta cierto punto un margen de 
movilidad, es predicable tanto para los trabajadores particulares como para los empleados oficiales. 
Pero, es en este punto donde se centra la polémica del derecho de asociación sindical para los 
empleados oficiales, y es la referencia de las características especiales de los servidores públicos en 
cuanto a los servicios que prestan, es así que se requiere cierta flexibilidad en su aplicación.  
 
Es así que en opinión de la Comisión de Expertos, las disposiciones legislativas que habilitan al 
Parlamento o la autoridad competente en materias presupuestarias para fijar los límites superior e 
inferior para las negociaciones salariales o para establecer un total de "asignación" presupuestaria 
global dentro del cual las partes pueden negociar o el establecimiento de normas especiales (como 
la reducción de las horas de trabajo u otros arreglos, variando los aumentos salariales de acuerdo a 
los niveles de enumeración, fijar un calendario para las disposiciones de reajuste) son compatibles 
con del Convenio, siempre que dejen un espacio significativo a la negociación colectiva.  
 
Es esencial, sin embargo, que los trabajadores y sus organizaciones puedan participar plenamente y 
de manera significativa en el diseño de este marco global de negociación, lo que implica en particular 
que se debe tener acceso a todos los datos financieros, presupuestarios y de otro que les permita 
evaluar la situación en la base de los hechos. 
 
Así mismo, el Comité de Libertad Sindical, ha reconocido que el art. 7 del Convenio 151 permite 
cierto grado de flexibilidad en la elección de los procedimientos que se utilizarán en la determinación 
de los términos y condiciones de empleo. Se ha hecho hincapié en que cuando se opta por la 
legislación nacional, el Estado debe velar por que los mecanismos de negociación se apliquen 
adecuadamente, como ya se mencionó. 
 
A pesar del gran avance que se presentó con el Convenio 151 al haberse reconocido el derecho de 
negociación colectiva para los empleados oficiales, se sigue presentando la desviación de este 
derecho hacia otros medios de participación para la determinación de las condiciones de empleo. 
 
Con miras a lograr un mayor reconocimiento de la negociación colectiva, una característica 
específica del Convenio N º 154 y la Recomendación No. 163, aprobada en 1981, es que se aplican 
a todas las ramas de la actividad económica, o en otras palabras, tal como se especifica en la 
exposición hecha por la Oficina Internacional del Trabajo para la Conferencia General, tanto para el 
sector privado y el sector público (con la excepción de las fuerzas armadas y la policía).  
 
En lo que respecta a la función pública, el Convenio se limita a prever que las modalidades 
particulares de aplicación del referido Convenio 154, podrán ser fijadas por la legislación nacional o 
la práctica nacional (artículo 1, párrafo 3).  
 
Los Estados miembros, al realizar la ratificación del Convenio, ya no puede limitarse al método de 
consulta, como fue el caso con el Convenio Nº 151.  
 
Tienen que promover la negociación colectiva, entre otros fines, para determinar las condiciones de 
trabajo y de empleo (artículos 2 y 5, párrafo 1). En cierto modo, la adopción del Convenio N º 154 
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marca el reconocimiento internacional que la negociación colectiva como el método preferido para 
determinar los términos y condiciones de empleo en los sectores público y privado. 
 
1.2.3. Conclusiones 
 
Habiendo abordado el derecho de libertad sindical desde la perspectiva internacional, se revela un 
conjunto de características de ésta, sus destinatarios y, por supuesto, sus limitaciones; que nos 
permiten contar con un marco sólido que evidencie las coincidencias, carencias y fortalezas de 
nuestro propio sistema jurídico, tendientes a brindarnos una visión real y comparativa de nuestro 
actual estadio normativo en cuanto a libertad sindical. 
 
Y es que en los instrumentos internacionales abordados se encuentra clara la pretensión 
internacional al amparar el derecho de libertad sindical, cual es precisar un ambiente social apto 
para un desarrollo humano sostenible. Al posicionar el diálogo social como la herramienta efectiva 
de progreso, se muestra uno de los elementos constitutivos de la anhelada justicia social, fin último 
del derecho del trabajo. 
 
En ese sentido, al derecho de libertad sindical debe brindársele la posibilidad de reinventarse, de 
adaptarse, de desarrollarse en un mundo globalizado, hipercomunicado y cambiante. Y tal 
posibilidad no se hará alcanzable entre tanto no se cuente con las herramientas jurídicas unificadas 
que le permitan alcanzar tal propósito; de allí que resulte tan importante la internacionalización del 
derecho laboral colectivo, y su pilar fundamental, de la libertad sindical. De allí que sea relevante el 
abordaje desarrollado en éste capítulo inicial. 
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 El principio de 
consustancialidad36 de la libertad sindical 
en Colombia 
Son tres los componentes fundamentales de la libertad sindical propuestos por la teoría clásica de 
Mario de la Cueva, están el derecho de asociación sindical, el derecho de negociación colectiva y el 
derecho de huelga. Los tres existen de manera adecuada en tanto se ejerzan de manera conjunta y 
constituyen la máxima expresión de la libertad sindical, y es precisamente en su desarrollo y 
culminación que surgen los derechos y garantías laborales. A continuación un estudio de los 
componentes nombrados en Colombia.  
 
1.1. Principio de consustancialidad en Colombia 
 
Hay dos niveles de estudio de la libertad sindical a los que se acudirá en éste aparte. Inicialmente, 
acudiremos a la consagración constitucional, bloque de constitucionalidad, de los derechos 
componentes de la libertad sindical; posteriormente analizaremos las consagraciones legales, valga 
señalarlo, el bloque de legalidad; componentes respecto de los cuales se acudirá a la jurisprudencia 
constitucional y la jurisprudencia de legalidad. 
 
1.1.1.1. La Libertad Sindical en la Constitución de 199137 
 
Como anteriormente se mencionó, el Derecho Laboral Individual, el Derecho Laboral Colectivo y 
Derecho de la Seguridad Social, lograron su constitucionalización expresa a través de la Constitución 
de 1991, puesto que su más cercano antecedente, la Constitución de 1886, se presentó referencia 
de los mismos solamente hasta la reforma constitucional de 1936, con el Acto Legislativo de ese año, 
donde se hacía referencia al derecho de asociación sindical y huelga. 
 
                                                          
36 Expresión acuñada en éste trabajo con el objetivo de significar que los tres componentes propuestos por el 
tratadista Mario de la Cueva como elementos del derecho de libertad sindical, solamente pueden considerarse 
desarrollados de manera apta en tanto todos se encuentren garantizados adecuadamente. En éste sentido, el 
derecho de negociación colectiva y la huelga, con consustanciales al derecho de asociación sindical. 
37 Cfr. ESCUELA JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA. Derecho Laboral Colectivo. GALVIS CALDERÓN, Juanita. 
DACOSTA HERRERA, Andrés. P. 25 y ss. 
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Entonces, la Constitución de 1991 consagró los tres elementos básicos de la libertad sindical en los 
artículos 39: derecho de asociación; 55: negociación colectiva; y 56: huelga. Pasamos a transcribir el 
texto de cada artículo para adelantar el análisis respectivo: 
 
 Apartes constitucionales sobre la libertad sindical. 
Análisis. 
 
DERECHO DE ASOCIACIÓN 
DERECHO DE NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
Artículo 39. Los trabajadores y 
empleadores tienen derecho a 
constituir sindicatos o 
asociaciones, sin intervención 
del Estado. Su reconocimiento 
jurídico se producirá con la 
simple inscripción del acta de 
constitución. 
La estructura interna y el 
funcionamiento de los 
sindicatos y organizaciones 
sociales y gremiales se 
sujetarán al orden legal y a los 
principios democráticos. 
La cancelación o la suspensión 
de la personería jurídica sólo 
procede por vía judicial. 
Se reconoce a los 
representantes sindicales el 
fuero y las demás garantías 
necesarias para el 
cumplimiento de su gestión. 
No gozan del derecho de 
asociación sindical los 
miembros de la Fuerza Pública. 
Artículo 55. Se garantiza el 
derecho de negociación 
colectiva para regular las 
relaciones laborales, con las 
excepciones que señale la ley. 
Es deber del Estado promover 
la concertación y los demás 
medios para la solución 
pacífica de los conflictos 
colectivos de trabajo. 
Artículo 56. Se garantiza el 
derecho de huelga, salvo en 
los servicios públicos 
esenciales definidos por el 
legislador. 
La ley reglamentará este 
derecho. 
Una comisión permanente 
integrada por el Gobierno, por 
representantes de los 
empleadores y de los 
trabajadores, fomentará las 
buenas relaciones laborales, 
contribuirá a la solución de los 
conflictos colectivos de trabajo 
y concertará las políticas 
salariales y laborales. La ley 
reglamentará su composición 
y funcionamiento. 
 
El canon constitucional acoge varios mandatos contenidos en los convenios de la OIT antes 
señalados, así: 
 
a. Art. 2 del Convenio 87 de la 
OIT. Derecho de constitución 
de sindicatos, afiliación, libre y 
sin autorización previa; 
permanencia en ellos bajo una 
sola condición, de observar los 
estatutos. 
b. Art. 4 del Convenio 87 de la 
OIT. Disolución y Liquidación 
Art. 4 del Convenio 98 de la 
OIT. Procedimiento de 
Negociación Colectiva 
Voluntaria. Señala el convenio 
en el artículo enunciado que 
deben estimularse los 
“procedimientos de 
negociación voluntaria, con 
objeto de reglamentar, por 
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por vía judicial, y no 
administrativa. 
c. Art. 3 del Convenio 87 de la 
OIT. Autonomía Sindical. 
Aunque pareciera que el 
artículo constitucional 
consagrara una autonomía 
sindical, la interpretación de 
las expresiones “se sujetará al 
orden legal y principios 
democráticos” han implicado 
una limitación a tal autonomía, 
puesto que el marco legal 
existente que traduce éste 
mandato, se torna 
contradictorio frente a la 
libertad sindical establecida y 
garantizada 
constitucionalmente. 
d. Art. 7 del Convenio 87 de la 
OIT. Personería Jurídica, cuyo 
proceso de obtención no 
contradiga los arts. 2, 3 y 4 del 
mismo Convenio. Nuevamente 
en éste mandato no se aprecia 
una clara aplicación de los 
términos del mismo, dada la 
defectuosa determinación del 
proceso administrativo que se 
debe surtir. 
e. Art. 9 del Convenio 87 de la 
OIT. Excusión en su ejercicio a 
fuerzas armadas y a la policía. 
O lo que es lo mismo, a la 
fuerza pública. 
medio de contratos colectivos, 
las condiciones de empleo” 
 
 
Como lo recuerda la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla en su publicación de Derecho Laboral 
Colectivo38, la gran importancia de la constitucionalización del trípode de la Libertad Sindical radica 
precisamente en su jerarquía normativa puesto que por un lado “son parámetro de la interpretación 
y el alcance del desarrollo legislativo del derecho colectivo del trabajo y, de otra, son parámetro de 
validez del derecho legislado por principio de primacía constitucional”. 
De allí que resulte imprescindible dirigir la mirada a la jurisprudencia constitucional, que con criterio 
de autoridad ha emitido múltiples decisiones que han cambiado radicalmente el ejercicio de los 
derechos componentes de la Libertad Sindical en Colombia, y le han dado alcance a la aplicación de 
éstos derechos fundamentales al acompasarlos con la normatividad internacional anteriormente 
analizada.  
                                                          
38 Ibíd. Juanita. DACOSTA HERRERA, Andrés. P. 26 y ss. 
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Sumado a la jurisprudencia e impulsada por la misma, partiendo de lo descrito por los artículos 53 y 
93 constitucionales, en nuestro país se ha aplicado por la normativa internacional del trabajo en dos 
niveles jerárquicos, el legal y el constitucional. Por lo mismo, de entrada resalta la importancia del 
bloque de constitucionalidad y de legalidad laboral en nuestro país, como preámbulo de un análisis 
integral de la actualidad normativa y de allí las perspectivas de la libertad sindical en Colombia. 
 
1.1.1.1.1. La libertad sindical en el Bloque de constitucionalidad 
 
La caracterización de la Constitución Política como una norma de carácter superior expreso39, se 
traduce en su aplicación a casos concretos y su prevalencia en eventos de incompatibilidad con otra 
fuente formal.  
Pero en su texto también se han incorporado las cláusulas de apertura, reenvío o remisión a fuentes 
externas40, mismas que explica Reina García41 de la siguiente manera: 
 
“Pareciera ser que en algunos ordenamientos jurídicos la concepción de 
la Constitución como un texto que contiene en forma plena los derechos 
y la forma de organización del Estado hoy en día ya no es sostenible, toda 
vez que bajo el auspicio de la propia norma fundamental se han dejado 
espacios en su cuerpo normativo para que puedan venir a ser 
completados por otras disposiciones, y se habla en este sentido de la 
apertura de los textos constitucionales” 
 
Analizando el contenido del texto constitucional, en relación con el del derecho laboral, se 
encuentran dos cláusulas de apertura de importancia. De un lado se tienen los artículos 93 y 9442 y 
de otro al artículo 53. Último de los cuales se abordará adelante. 
 
El artículo 93 señala:  
 
“Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
                                                          
39 Artículo 4. Constitución Política de 1991. 
40 Cfr. REINA GARCÍA, Óscar. Las cláusulas de apertura o reenvío hacia fuentes externas previstas en la 
Constitución colombiana, como criterio para delimitar el contenido del bloque de constitucionalidad. Revista 
Derecho del Estado No.29. Bogotá. Julio/Diciembre 2012. Universidad Externado de Colombia. versión impresa 
ISSN 0122-9893. Disponible en 
http://webcache.googleusercontent.com/search?q=cache:zfpIM4LBGlsJ:www.sci.unal.edu.co/scielo.php%3F
script%3Dsci_arttext%26pid%3DS0122-
98932012000200007%26lng%3Des%26nrm%3Diso%26tlng%3Des+cl%C3%A1usula+de+reenv%C3%ADo&cd
=2&hl=es-419&ct=clnk&gl=co 
41 REINA GARCÍA, Óscar. Las cláusulas de apertura o reenvío hacia fuentes externas previstas en la Constitución 
colombiana, como criterio para delimitar el contenido del bloque de constitucionalidad. Revista Derecho del 
Estado No.29. Bogotá. Julio/Diciembre 2012. Universidad Externado de Colombia. P. 1. 
42 Que se ha conocido como aquella que incorpora la “cláusula de derechos innominados” 
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Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia. (…)” 
 
La construcción del canon 93, corresponde al llamado bloque de constitucionalidad, cuyo concepto 
ha sido entendido por la autorizada voz de la Corte Constitucional, en los siguientes términos: 
 
“(…) el artículo 93 de la Carta establece la prevalencia en el orden interno 
de ciertos contenidos de los tratados de derechos humanos ratificados 
por Colombia. Esta Corte ha precisado que para que opere la prevalencia 
de tales tratados en el orden interno, 'es necesario que se den los dos 
supuestos a la vez, de una parte, el reconocimiento de un derecho 
humano, y de la otra que sea de aquellos cuya limitación se prohíba 
durante los estados de excepción43” 
 
La Corte considera que la noción de 'bloque de constitucionalidad', 
proveniente del derecho francés pero que ha hecho carrera en el derecho 
constitucional comparado, permite armonizar los principios y mandatos 
aparentemente en contradicción de los artículos 4º y 93 de nuestra Carta. 
 
(…) 
 
Como vemos, el bloque de constitucionalidad está compuesto por 
aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el 
articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del 
control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido 
normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por 
mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos  principios y 
reglas de valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel 
constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de 
reforma diversos al de las normas del articulado constitucional stricto 
sensu.44” 
 
Ahora, la construcción del artículo 94 constitucional, corresponde a aquella denominada “cláusula 
de derechos innominados”, “pues precisa que ‘la enunciación de los derechos y garantías contenidos 
                                                          
43 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-295/93 M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
44 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C--225/95. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
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en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación 
de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos45’ ”46 
 
Como se ha expuesto y siguiendo la teoría francesa47, la Corte Constitucional ha adaptado para 
Colombia dos formas del bloque de constitucionalidad, stricto y lato sensu. 
 
En la sentencia C-401 del 2005 la Corte Constitucional se encargó de revisar la constitucionalidad 
del artículo 19 (parcial) del Código Sustantivo del Trabajo. El texto de la norma atacada consagra que 
en el caso de no existir “norma exactamente aplicable al caso controvertido, se aplican las que 
regulen  casos o materias semejantes, los principios que se deriven de este código, la jurisprudencia, 
la costumbre o el uso, la doctrina, los convenios y recomendaciones adoptadas por la organización y 
las conferencias internacionales del trabajo, en cuanto no se opongan a las leyes sociales del país, 
los principios del derecho común que no sean contrarios a los del derecho del trabajo, todo dentro de 
un espíritu de equidad.” Pareciera, como lo entendió el entonces accionante, que la norma le entrega 
a los convenios y recomendaciones adaptadas por la Organización Internacional del Trabajo  un 
carácter subsidiario, de criterio auxiliar del derecho. Creando entonces, una contradicción con lo 
dispuesto en los artículos 93 y 53 constitucionales. Así, en desarrollo de la argumentación dispuesta 
por la Corte Constitucional para dilucidar el problema jurídico planteado, se alcanzan las siguientes 
ratio decidendi que resultan de vital importancia de cara al tema aquí analizado: 
 
1. “(…) la jurisprudencia de la Corte Constitucional acerca de los convenios 
internacionales del trabajo ratificados por Colombia ha ido 
evolucionando gradualmente en la dirección de considerar que forman 
parte del bloque de constitucionalidad (…)48” 
2. “(…) en un primer momento se enfatizó que todos los convenios 
internacionales del trabajo hacen parte de la legislación interna – en 
armonía con lo establecido en el inciso 4 del artículo 53 de la 
Constitución. Luego, varias sentencias empezaron a señalar que varios 
convenios de la OIT hacen parte del bloque de constitucionalidad y, 
posteriormente, se hizo una distinción entre ellos para señalar que 
algunos pertenecen al bloque de constitucionalidad en sentido estricto 
y otros al bloque de constitucionalidad en sentido lato (…)49” 
3. “(…) todos los convenios internacionales del trabajo ratificados por 
Colombia fueron integrados a la legislación interna, por disposición 
expresa del inciso cuarto del artículo 53 de la Constitución. Esto significa 
que, de manera general, todos estos convenios adquieren el carácter de 
                                                          
45 Es un reconocimiento al “ius cogens” no convencional de derechos humanos, que son normas o principios 
aceptados universalmente, que no admiten negociación por ser inherentes a la persona, así no existan pactos, 
convenios o tratados sobre ellos o no hayan sido ratificados por Colombia, deben ser cumplidos por Colombia. 
La Corte Constitucional mediante sentencias C-574 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón y C-179 de 1994, M.P. 
Carlos Gaviria Díaz ha señalado que forman parte del bloque de constitucionalidad. 
46 ESCUELA JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA. Normas Internacionales del Trabajo. IV Curso de formación 
judicial para Magistrados, Magistradas, Jueces y Juezas de la República. Promoción 2009. P. 62. 
47 SEGRERA AYALA, Yira. TORRES MARENCO, Verónica. Alcances del derecho de asociación en colombia a partir 
de los fallos de la corte constitucional colombiana con base en la influencia de los organismos internacionales 
sobre la materia. ISSN: 0121 -8697 
48 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-401 de 2005. MP. Manuel José Cepeda Espinosa. P. 44. 
49 Ibíd. C-401 de 2005. P. 45. 
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normas jurídicas obligatorias en el derecho interno por el solo hecho de 
su ratificación, sin que sea necesario que se dicten nuevas leyes para 
incorporar su contenido específico en el ordenamiento jurídico del país 
o para desarrollarlo. (…)50” 
4. “(…) la inclusión de los convenios internacionales del trabajo dentro del 
bloque de constitucionalidad debe hacerse de manera diferenciada y 
fundamentada (…)51” 
5. “(…) Si bien todos los convenios internacionales del trabajo ratificados 
por Colombia forman parte de la legislación interna, varios integran 
también el bloque de constitucionalidad, en sentido lato o en sentido 
estricto (…)52” 
6. “(…) para establecer cuáles convenios ratificados por Colombia integran 
el bloque de constitucionalidad es necesario que la Corte proceda a  
decidirlo de manera específica, caso por caso (…) Así, pues, hacen parte 
del bloque de constitucionalidad aquellos convenios que la Corte, 
después de examinarlos de manera específica, determine  que 
pertenecen al mismo, en atención a las materias que tratan.53” 
7. “(…) A la Corte también le corresponde señalar si un determinado 
convenio de la OIT, en razón de su materia y otros criterios objetivos, 
forma parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto, puesto 
que  prohíbe la limitación de un derecho humano durante un estado de 
excepción o desarrolla dicha prohibición contenida en un tratado 
internacional (C.P., art. 93, inciso 1) (…)54” 
8. “(…) Adicionalmente, la Corte Constitucional puede, como ya lo ha 
hecho, de acuerdo con criterios objetivos, indicar de manera específica 
qué otros convenios forman parte del bloque de constitucionalidad en 
sentido lato (C.P. art. 93, inciso 2), en razón a que son un referente para 
interpretar los derechos de los trabajadores y darle plena efectividad al 
principio fundamental de la protección del trabajador (C.P., art. 1) y al 
derecho al trabajo (C.P. arts. 25 y 53)55” 
 
Entonces, con base en los anteriores argumentos, la Corte decidió declarar la exequibilidad de la 
expresión “los convenios”, contenida en el artículo 19 del Código Sustantivo del Trabajo, en el 
entendido de que (i) no exista convenio aplicable directamente, como fuente principal o prevalente, 
al caso controvertido, y (ii) el convenio que se aplique supletoriamente esté debidamente ratificado 
por Colombia. 
 
Podemos concluir que el texto constitucional de 1991 dotó al ordenamiento jurídico colombiano de 
un sistema de jerarquía normativa revolucionario y a través de las cláusulas de apertura consagradas 
en la Constitución Nacional, artículos 53 y 93, se nos presenta el bloque de constitucional y el bloque 
de legalidad laboral. 
                                                          
50 Ibíd. C-401 de 2005. P. 45. 
51 Ibíd. C-401 de 2005. P. 45. 
52 Ibíd. C-401 de 2005. P. 45. 
53 Ibíd. C-401 de 2005. P. 46. 
54 Ibíd. C-401 de 2005. P. 46. 
55 Ibíd. C-401 de 2005. P. 47. 
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En tal sentido, y por la mencionada constitucionalización del derecho colectivo del trabajo, se debe 
tener presente la necesidad imperiosa de la articulación entre el derecho interno y el derecho 
internacional. Por ello, y en un acápite posterior, se analizarán los instrumentos internacionales 
relativos a la libertad sindical en Colombia. 
 
Como ya se ha mencionado, la jerarquía constitucional de los convenios de la OIT solamente puede 
predicarse de aquellos respecto de los cuales exista expreso pronunciamiento de la Corte 
Constitucional, y en el sentido que ella lo determine, es decir, en lato sensu o en estricto sensu. Vale 
insistir, solo de aquellos en los que la Corte haya dispuesto hacen parte del bloque de 
constitucionalidad y en el sentido que ella misma lo declare. Para el caso de los convenios 
internacionales que cuentan con jerarquía legal, por virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del 
artículo 53 constitucional, basta su ratificación para que cuenten con la naturaleza legal que les 
acomete. 
En conclusión, “la figura del Bloque de Constitucionalidad, debe entenderse entonces como la 
autorización que la misma Constitución hace para ser complementada por ciertos tratados o 
convenios internacionales ratificados por Colombia y las reglas del derecho internacional 
humanitario56” Y tal autorización de la Constitución, es determinada por su intérprete legítima, que 
con criterio de autoridad, ha emitido un conjunto de decisiones que le entregan la jerarquía que 
corresponda según el contenido y características de la norma estudiada. 
 
Ahora, se presenta una tabla comparativa entre los convenios de la OIT, ratificados por Colombia, y 
aquellos con jerarquía constitucional en estricto sensu. 
 
                                                          
56 ESCUELA JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA. Normas Internacionales del Trabajo. IV Curso de formación 
judicial para Magistrados, Magistradas, Jueces y Juezas de la República. Promoción 2009. P. 59. 
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 Convenios de la OIT Ratificados por Colombia57 
 
En tal contexto, y teniendo claro que Colombia aplica a partir de la Constitución Política de 1991 la teoría monista de incorporación al orden interno de 
los tratados o convenios, a continuación se encuentra el listado de los convenios internacionales del trabajo ratificados por Colombia58, aparejados con 
las decisiones jurisprudenciales que han consagrado la jerarquía que le corresponde. 
 
Fundamentales 
Convenio Fecha Estatus Jerarquía 
C029 - Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 
(núm. 29) 
04-mar-69 En vigor  
C087 - Convenio sobre la libertad sindical y la 
protección del derecho de sindicación, 1948 
(núm. 87) 
16-nov-76 En vigor 
Bloque de constitucionalidad en Stricto 
Sensu. Ley 26 de 1976. 
T-418 de 1992, C-225 de 1995, T-568 de 1999, 
C-401 de 2005, C-280 de 2007, entre otras. 
C098 - Convenio sobre el derecho de sindicación 
y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98) 
16-nov-76 En vigor 
Bloque de constitucionalidad en Stricto 
Sensu. Ley 27 de 1976. 
C-401 de 2005 
C-280 de 2007 
C100 - Convenio sobre igualdad de 
remuneración, 1951 (núm. 100) 
07-jun-63 En vigor  
C105 - Convenio sobre la abolición del trabajo 
forzoso, 1957 (núm. 105) 
07-jun-63 En vigor  
C111 - Convenio sobre la discriminación (empleo 
y ocupación), 1958 (núm. 111) 
04-mar-69 En vigor  
                                                          
57 FUENTE: Página de entrada NORMLEX  > Ratificaciones por país > Ratificaciones por Colombia. 
http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:11200:0::NO:11200:P11200_COUNTRY_ID:102595 
58 Con fecha de corte 13 de mayo de 2013. 
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C138 - Convenio sobre la edad mínima, 1973 
(núm. 138) Edad mínima especificada: 15 años. 
02-feb-01 En vigor 
Bloque de constitucionalidad en Stricto 
Sensu. Ley 515 de 1999 
C-170 de 2004 
C182 - Convenio sobre las peores formas de 
trabajo infantil, 1999 (núm. 182) 
28-ene-05 En vigor 
Bloque de constitucionalidad en Stricto 
Sensu. Ley 704 de 2001 
C-170 de 2004 
 
De gobernanza (prioritarios) 
Convenio Fecha Estatus Jerarquía 
C081 - Convenio sobre la inspección del trabajo, 
1947 (núm. 81) Excluyendo la parte II. 
13-nov-67 En vigor  
C129 - Convenio sobre la inspección del trabajo 
(agricultura), 1969 (núm. 129) 
16-nov-76 En vigor  
C144 - Convenio sobre la consulta tripartita 
(normas internacionales del trabajo), 1976 
(núm. 144) 
09-nov-99 En vigor  
Técnicos 
Convenio Fecha Estatus Jerarquía 
C001 - Convenio sobre las horas de trabajo 
(industria), 1919 (núm. 1) 
20-jun-33 En vigor  
C002 - Convenio sobre el desempleo, 1919 
(núm. 2) 
20-jun-33 En vigor  
C003 - Convenio sobre la protección de la 
maternidad, 1919 (núm. 3) 
20-jun-33 En vigor  
C004 - Convenio sobre el trabajo nocturno 
(mujeres), 1919 (núm. 4) 
20-jun-33 Convenio dejado de lado 
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C005 - Convenio sobre la edad mínima 
(industria), 1919 (núm. 5) 
20-jun-33 
Denuncia automática 
02-feb-01 
por C138 
 
C006 - Convenio sobre el trabajo nocturno de los 
menores (industria), 1919 (núm. 6) 
13-abr-83 En vigor  
C007 - Convenio sobre la edad mínima (trabajo 
marítimo), 1920 (núm. 7) 
20-jun-33 
Denuncia automática 
02-feb-01 por C138 
  
 
 
 
C008 - Convenio sobre las indemnizaciones de 
desempleo (naufragio), 1920 (núm. 8) 
20-jun-33 En vigor  
C009 - Convenio sobre la colocación de la gente 
de mar, 1920 (núm. 9) 
20-jun-33 En vigor  
C010 - Convenio sobre la edad mínima 
(agricultura), 1921 (núm. 10) 
13-abr-83 
 
Denuncia automática 
02-feb-01 por C138 
 
  
   
C011 - Convenio sobre el derecho de asociación 
(agricultura), 1921 (núm. 11) 
20-jun-33 En vigor  
C012 - Convenio sobre la indemnización por 
accidentes del trabajo (agricultura), 1921 
(núm. 12) 
20-jun-33 En vigor  
C013 - Convenio sobre la cerusa (pintura), 1921 
(núm. 13) 
20-jun-33 En vigor  
C014 - Convenio sobre el descanso semanal 
(industria), 1921 (núm. 14) 
20-jun-33 En vigor  
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C015 - Convenio sobre la edad mínima 
(pañoleros y fogoneros), 1921 (núm. 15) 
20-jun-33 
 
Denuncia automática 
02-feb-01 por C138 
 
  
 
 
   
C016 - Convenio sobre el examen médico de los 
menores (trabajo marítimo), 1921 (núm. 16) 
20-jun-33 En vigor  
C017 - Convenio sobre la indemnización por 
accidentes del trabajo, 1925 (núm. 17) 
20-jun-33 En vigor  
C018 - Convenio sobre las enfermedades 
profesionales, 1925 (núm. 18) 
20-jun-33 En vigor  
C019 - Convenio sobre la igualdad de trato 
(accidentes del trabajo), 1925 (núm. 19) 
20-jun-33 En vigor  
C020 - Convenio sobre el trabajo nocturno 
(panaderías), 1925 (núm. 20) 
20-jun-33 Convenio dejado de lado 
C021 - Convenio sobre la inspección de los 
emigrantes, 1926 (núm. 21) 
20-jun-33 Convenio dejado de lado 
C022 - Convenio sobre el contrato de 
enrolamiento de la gente de mar, 1926 (núm. 22) 
20-jun-33 En vigor  
C023 - Convenio sobre la repatriación de la gente 
de mar, 1926 (núm. 23) 
20-jun-33 En vigor  
C024 - Convenio sobre el seguro de enfermedad 
(industria), 1927 (núm. 24) 
20-jun-33 En vigor  
 57 Trabajo Final de Grado. Libertad Sindical de los Servidores Públicos. Caso colombiano. 
C025 - Convenio sobre el seguro de enfermedad 
(agricultura), 1927 (núm. 25) 
20-jun-33 En vigor  
C026 - Convenio sobre los métodos para la 
fijación de salarios mínimos, 1928 (núm. 26) 
20-jun-33 En vigor  
C030 - Convenio sobre las horas de trabajo 
(comercio y oficinas), 1930 (núm. 30) 
04-mar-69 En vigor  
C052 - Convenio sobre las vacaciones pagadas, 
1936 (núm. 52) 
07-jun-63 En vigor  
C062 - Convenio sobre las prescripciones de 
seguridad (edificación), 1937 (núm. 62) 
04-mar-69 
Denuncia automática 
06-sep-94 por C167 
    
    
C080 - Convenio sobre la revisión de los artículos 
finales, 1946 (núm. 80) 
10-jun-47 En vigor  
C088 - Convenio sobre el servicio del empleo, 
1948 (núm. 88) 
31-oct-67 En vigor  
C095 - Convenio sobre la protección del salario, 
1949 (núm. 95) 
07-jun-63 En vigor 
Bloque de constitucionalidad. SU-995 de 
1999.  
C099 - Convenio sobre los métodos para la 
fijación de salarios mínimos (agricultura), 1951 
(núm. 99) 
04-mar-69 En vigor  
C101 - Convenio sobre las vacaciones pagadas 
(agricultura), 1952 (núm. 101) 
04-mar-69 En vigor  
C104 - Convenio sobre la abolición de las 
sanciones penales (trabajadores indígenas), 1955 
(núm. 104) 
04-mar-69 Convenio dejado de lado 
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C106 - Convenio sobre el descanso semanal 
(comercio y oficinas), 1957 (núm. 106) 
04-mar-69 En vigor  
C107 - Convenio sobre poblaciones indígenas y 
tribuales, 1957 (núm. 107) 
04-mar-69 
Denuncia automática 
07-ago-91 por C169 
    
    
C116 - Convenio sobre la revisión de los artículos 
finales, 1961 (núm. 116) 
04-mar-69 En vigor  
C136 - Convenio sobre el benceno, 1971 
(núm. 136) 
16-nov-76 En vigor  
C151 - Convenio sobre las relaciones de trabajo 
en la administración pública, 1978 (núm. 151) 
08-dic-00 En vigor  
C154 - Convenio sobre la negociación colectiva, 
1981 (núm. 154) 
08-dic-00 En vigor  
C159 - Convenio sobre la readaptación 
profesional y el empleo (personas inválidas), 
1983 (núm. 159) 
07-dic-89 En vigor  
C160 - Convenio sobre estadísticas del trabajo, 
1985 (núm. 160)De conformidad con el artículo 
16, párrafo 2, del Convenio, los artículos 7, 8 y 10 
a 15 de la Parte II han sido aceptados. 
23-mar-90 En vigor  
C161 - Convenio sobre los servicios de salud en el 
trabajo, 1985 (núm. 161) 
25-ene-01 En vigor  
C162 - Convenio sobre el asbesto, 1986 
(núm. 162) 
25-ene-01 En vigor  
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C167 - Convenio sobre seguridad y salud en la 
construcción, 1988 (núm. 167) 
06-sep-94 En vigor  
C169 - Convenio sobre pueblos indígenas y 
tribales, 1989 (núm. 169) 
07-ago-91 En vigor 
Bloque de constitucionalidad en Stricto 
Sensu. 
C-401 de 2005 
C-280 de 2007 
C170 - Convenio sobre los productos químicos, 
1990 (núm. 170) 
06-sep-94 En vigor  
C174 - Convenio sobre la prevención de 
accidentes industriales mayores, 1993 
(núm. 174) 
09-dic-97 En vigor  
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 Convenios de la OIT que hacen parte del bloque de constitucionalidad stricto sensu 
 
•Convenio 138 sobre la “Edad Mínima de Admisión de Empleo” (Ley 515 de 1999). 
C-170 de 2004
•Convenio 182 sobre la “Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la 
Acción Inmediata para su Eliminación” (Ley 704 de 2001). C-170 de 2004
•Convenio 169, sobre pueblos indígenas y tribales. C-401 de 2005. C-280 de 2007
• Convenios 87 y 98, sobre la libertad sindical y sobre la aplicación de los principios 
de derechos de sindicalización colectiva. C-401 de 2005. C-280 de 2007
BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD STRICTO SENSU
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La pregunta que surge al encontrar tan pocos convenios respecto de los cuales se ha consagrado 
carácter constitucional en stricto sensu, es ¿qué sucede con los demás convenios ratificados?, 
¿qué jerarquía tienen? En realidad y como se ha expuesto, la Corte Constitucional ha sido 
contundente en decir que si a los convenios de la OIT no los sustenta una decisión de tal Corte 
que les entregue el carácter constitucional, siempre que estén ratificados, tendrán carácter de 
componentes del bloque de legalidad laboral, que pasa a analizarse. 
 
1.1.1.2. La libertad sindical en el ordenamiento legal 
 
Descendiendo en la pirámide normativa, llegamos al marco legal del derecho de libertad sindical. 
 
Por ello, acudiremos a lo dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo, parte colectiva, para 
establecer si se presenta una adecuada articulación entre lo consagrado en el bloque de 
constitucionalidad y el ahora analizado, bloque de legalidad laboral del artículo 53 constitucional, 
donde se encuentran tanto las leyes, decretos, resoluciones, etc. como los convenios de la OIT 
con tal jerarquía. 
 
En el artículo tercero del CST59, se dicta que “El presente Código regula las relaciones de derecho 
individual del trabajo de carácter particular, y las de derecho colectivo del trabajo, oficiales y 
particulares” 
 
Está claro que en cuanto al derecho laboral colectivo, el ámbito de aplicación del CST es respecto 
de las relaciones del sector privado. Pero además de éstos trabajadores, el Código utiliza la 
expresión “oficiales” para referirse a los trabajadores al servicio del estado. 
Respecto ésta palabra se ha evidenciado controversia en su interpretación, dada la inclinación a 
entender que la misma se limita a los trabajadores oficiales. Pero, en realidad se refiere a los 
empleados oficiales, entendidos éstos como los empleados públicos y los trabajadores oficiales.  
Por lo mismo, la expresión “trabajadores oficiales” del capítulo IX del título I de la segunda parte 
del CST, es un error legislativo, y debe atemperarse por el contenido de la normativa que agrupa, 
donde se consagra en su artículo 414 que “el derecho de asociación en sindicatos se extiende a 
los trabajadores de todo el sector oficial, con excepción de los miembros del Ejército Nacional y de 
los cuerpos o fuerzas de policía de cualquier orden (…)”. En conclusión, la parte colectiva del CST 
aplica tanto a los empleados del sector privado, como a los empleados públicos y los trabajadores 
oficiales al servicio del estado colombiano. 
 
A pesar de lo anterior, como sigue en el texto citado, de entrada se limitan las funciones que 
pueden ejercer los sindicatos de empleados públicos “los sindicatos de empleados públicos tienen 
solo las siguientes funciones (…)” 
 
En virtud de lo expuesto, el derecho de libertad sindical debe ser estudiado de manera 
diferenciada en cuanto se hable de trabajadores del sector privado, trabajadores oficiales y de 
empleados públicos. Desde éste estudio comparativo de los mandatos de orden legal, se logrará 
establecer si ocurre un tratamiento desigual respecto de los empleados oficiales y los empleados 
privados, en lo tocante al derecho de libertad sindical y su amparo desde el bloque de 
constitucionalidad. 
 
                                                          
59 Entiéndase Código Sustantivo del Trabajo. Decreto 2663 de 1961. 
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A partir de algunos extractos del articulado del Código Sustantivo del Trabajo, se evidencia que a los empleados del sector privado, se les reconocen las 
siguientes garantías para el ejercicio de la libertad sindical: 
 
 Derecho de Libertad Sindical de Empleados del Sector Privado 
 
DERECHO DE ASOCIACIÓN SINDICAL DERECHO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA DERECHO DE HUELGA 
Derecho de Asociación, Derecho a Federarse. 
Libertad de Afiliación Art. 353, num. 1 del CST60: 
“(…) los empleadores y los trabajadores tienen el 
derecho de asociarse libremente en defensa de 
sus intereses, formando asociaciones 
profesionales o sindicatos; estos poseen el 
derecho de unirse o federarse entre sí”. 
Art. 358 del CST. “Los sindicatos son 
organizaciones de libre ingreso y retiro de los 
trabajadores. En los estatutos se reglamentará la 
coparticipación en instituciones de beneficio 
mutuo que hubiere establecido el sindicato con 
aportes de sus miembros.” 
Art. 417 y ss. del CST. Derecho a Federarse y 
Confederarse 
 
“La expresión “negociación colectiva” de que 
tratan el Convenio 154 y el artículo 55 de la 
Constitución, no se reduce a pliegos de 
peticiones o convenciones colectivas, sino que 
abarca todas las negociaciones que tienen lugar 
entre un empleador, un grupo de empleadores o 
una organización o varias organizaciones de 
empleadores, por una parte, y una organización 
o varias organizaciones de trabajadores, por 
otra, con el fin de fijar las condiciones de trabajo 
y empleo, o regular las relaciones entre 
empleadores y trabajadores y una organización 
o varias organizaciones de trabajadores, o lograr 
todos estos fines a la vez. Puede afirmarse 
entonces, que la negociación colectiva es el 
género y la convención colectiva y el pliego de 
peticiones son la especie y como especie, 
pueden ser objeto de algunas restricciones61” 
Definición legal de huelga. Art. 429 del CST. “Se 
entiende por huelga la suspensión colectiva 
temporal y pacífica del trabajo, efectuada por los 
trabajadores de un establecimiento o empresa 
con fines y económicos y profesionales 
propuestos a sus patronos62 y previos los 
trámites establecidos en el presente título.” 
 
                                                          
60 Modificado por la Ley 584 de 2000, artículo 1º. 
61 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-063 de 2008. 
62 El aparte subrayado declarado condicionalmente exequible por la Corte Constitucional en Sentencia C-858 de 2008. En ésta sentencia la Corte aborda el problema 
jurídico de si AL asignarle a la huelga una finalidad económica y profesional y considerarla ilegal cuando persiga objetivos distintos, respectivamente, vulnera el artículo 
13 superior de la Constitución (derecho de igualdad). En el proceso de dilucidar tal planteamiento,  
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Sometimiento al CST y a la Inspección y Vigilancia 
del Estado. Art. 353, num. 2 del CST: “Las 
asociaciones profesionales o sindicatos deben 
ajustarse en el ejercicio de sus derechos y 
cumplimiento de sus deberes, a las normas de 
este título y están sometidos a la inspección y 
vigilancia del Gobierno, en cuanto concierne al 
orden público” 
 
Funciones de los Sindicatos. Art. 373 y 374 del 
CST. 
Dentro de las dictadas legalmente podemos 
encontrar: 
 
 Celebrar convenciones colectivas y 
contratos sindicales, garantizar su 
cumplimiento por parte de los afiliados 
 Ejercer las acciones y derechos que 
surjan de las convenciones colectivas y 
contratos sindicales 
 Representar los intereses económicos 
comunes o generales de los agremiados 
o de la profesión respectiva, ante los 
patronos y terceros en caso de 
conflictos colectivos que no hayan 
podido resolverse por arreglo directo, 
procurando la conciliación. 
 Presentar pliegos de peticiones relativos 
a las condiciones de trabajo o a las 
diferencias con los patronos, cualquiera 
que sea su origen y que no estén 
sometidas por la ley o la convención a un 
procedimiento distinto, o que no hayan 
podido ser resueltas por otros medios; 
Prohibiciones. Art. 379 del CST64. Dentro de otras 
situaciones, le es prohibido a los sindicatos de 
todo orden: 
Lit. E “Promover cualesquiera cesaciones o paros 
en el trabajo, excepto en los casos de huelga 
declarada de conformidad con la ley y de huelga 
imputable al empleador, por incumplimiento de 
las obligaciones salariales65 con sus 
trabajadores.” 
 
El literal “f” consagra: 
“Promover o apoyar campañas o movimientos 
tendientes a desconocer de hecho en forma 
colectiva, o particularmente por los afiliados, los 
preceptos legales o los actos de autoridad 
legítima” 
                                                          
64 Modificado por la Ley 584 de 2000, artículo 7º. 
65 Expresión declarada inexequible por la Sentencia C-201 de 2002. 
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Adelantar la tramitación legal de los pliegos de 
peticiones, designar y autorizar a los afiliados63 
que deban negociarlos y nombrar los 
conciliadores y árbitros a que haya lugar. 
 
Derecho a constituir las organizaciones que 
estimen convenientes sin autorización previa. 
Derecho de Asociación Positiva Art. 353. Inc. 2 del 
Num. 2. “Los trabajadores y empleadores, sin 
autorización previa, tienen el derecho de 
constituir las organizaciones que estimen 
convenientes, así como el de afiliarse a éstas con 
la sola condición de observar los estatutos de las 
mismas” 
 
Procedimiento de negociación colectiva. Etapa 
de arreglo directo. Art. 432 y ss. 
Duración de las Conversaciones. Art. 434 del 
CST. “Las conversaciones de negociación de los 
pliegos de peticiones en esta etapa de arreglo 
directo durarán veinte (20) días calendario, 
prorrogables de común acuerdo entre las partes, 
hasta por veinte (20) días calendario 
adicionales” 
Funciones de los Sindicatos. Art. 374, num. 4 del 
CST. 
Declarar la huelga de acuerdo con los preceptos 
de la ley66 
 
Tipificación penal, sancionada con pena privativa 
de la libertad, de las conductas que atentan 
contra el derecho de asociación sindical. Art. 200 
y ss. del Código Penal67. 
Del texto de éste artículo del Código Penal, se 
encuentra que el tipo penal, en su contenido, es 
Arbitramento obligatorio. Art. 452 y ss. del CST. 
Se dispone dos tipos de arbitramento aplicables 
en momentos de tiempo diversos. Uno 
obligatorio y uno voluntario: 
ARBITRAMENTO OBLIGATORIO: 
a. Los conflictos colectivos de trabajo que se 
presenten en los servicios públicos esenciales y 
Prohibición de la Huelga. Art. 430 del CST. Dice el 
artículo: 
“De conformidad con la Constitución Nacional, 
está prohibida la huelga en los servicios públicos. 
Para este efecto se considera como servicio 
público toda actividad organizada que tienda a 
satisfacer necesidades de interés general en 
                                                          
63 La expresión en cursiva fue declarada inexequible por la Sentencia C-797 de 2000. La ratio decidendi que sustenta la decisión adoptada por la Corte, puede ser 
determinada en las mismas palabras de la Corte, pues “(…) determinar quienes deben representar a la organización sindical es asunto que concierne exclusivamente a 
ésta en ejercicio de la libertad de que es titular. Las expresiones acusadas, por lo tanto, violan el art. 39 de la Constitución y el Convenio 087 de la OIT” 
66 Numeral declarado inexequible por la Corte Constitucional en sentencia C-271 de 1999. En tal sentencia se analizó si se violó la Carta Política “cuando el legislador al 
regular las funciones de los sindicatos, autorizó a las asambleas generales de los sindicatos para declarar o no la huelga por decisión mayoritaria y si, en consecuencia, se 
afectan los derechos de los trabajadores y de los empleadores en la forma como lo expresa el demandante”, para concluir que el derecho de huelga no es absoluto, y por 
lo tanto, se encuentra regulado en su ejercicio y limitado por la Constitución y la Ley. Que su declaratoria está en cabeza de la mayoría de los trabajadores de una 
empresa, sindicalizados o no.  
67 Declarado exequible por la Sentencia C-571 de 2012. Modificado por la Ley 1453 de 2011, art. 26. 
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de un espectro de protección mayor del que 
indica su denominación típica. En efecto, el 
artículo se denomina “Violación de los Derechos 
de Reunión y Asociación”, pero en su contenido 
se amparan tres eventos. En primera medida se 
dispone la prohibición de la interrumpir o 
perturbar de una reunión lícita o el ejercicio de 
los derechos que conceden las leyes laborales. 
En un segundo lugar, se refiere a la toma de 
represalias con motivo de huelga, reunión o 
asociación legítimas. En tercer lugar señala en su 
inciso segundo, que aplicará la misma pena para 
aquel que celebre pactos colectivos que en su 
conjunto dispongan mejores condiciones para 
los trabajadores no sindicalizados de la misma 
empresa que hayan celebrado convenciones 
colectivas. 
 
Nótese que no existe una limitación en lo 
tocante al sujeto activo, pero en el caso del 
tercer escenario planteado, se entiende que el 
sujeto activo es determinado, pues los pactos o 
convenciones colectivas solamente pueden ser 
celebrados entre empleadores y trabajadores. 
De allí que el empleador o sus representantes 
delegados para tales efectos, serían el sujeto 
activo determinado del tipo penal en análisis. 
 
También se consagra un agravante de la pena 
para el primer evento descrito, es decir, por 
incurrir en la interrupción o perturbación de una 
que no hubieren podido resolverse mediante 
arreglo directo 
b. Los conflictos colectivos del trabajo en que los 
trabajadores optaren por el arbitramento, 
conforme a lo establecido en el artículo 444 del 
CST, que dicta “Concluida la etapa de arreglo 
directo sin que las partes hubieren logrado un 
acuerdo total sobre el diferendo laboral, los 
trabajadores podrán optar por la declaratoria de 
huelga o por someter sus diferencias a la 
decisión de un Tribunal de Arbitramento” 
c. Los conflictos colectivos del trabajo de 
sindicatos minoritarios, siempre y cuando la 
mayoría absoluta de los trabajadores de la 
empresa no hayan optado por la huelga cuando 
esta sea procedente. 
 
ARBITRAMENTO VOLUNTARIO: 
Aquel respecto del cual existe acuerdo de las 
partes para su conformación. 
forma regular y continua, de acuerdo con un 
régimen jurídico especial, bien que se realice por 
el Estado, directa o indirectamente, o por 
personas privadas. Constituyen, por tanto, 
servicio público, entre otras, las siguientes 
actividades: 
a) Las que se presten en cualquiera de las ramas 
del poder público; 
b) Las de empresas de transporte por tierra, 
agua y aire; y de acueducto, energía eléctrica y 
telecomunicaciones; 
c) Las de establecimientos sanitarios de toda 
clase, tales como hospitales y clínicas; 
d) Los de establecimientos de asistencia social, 
de caridad y de beneficencia; 
e) Declarado inexequible en las Sentencias C-075 
de 1997 y C-542 de 1997. Las plantas de leche, 
plazas de mercado, mataderos y de todos los 
organismos de distribución de estos 
establecimientos, sean ellos oficiales o privados; 
f) Las de todos los servicios de la higiene y aseo 
de las poblaciones; 
g) Declarado inexequible en las Sentencias C-691 
de 2008 y C-715 de 2008. Las de explotación, 
elaboración y distribución de sal; 
h) Las de explotación, refinación, transporte y 
distribución de petróleos y sus derivados, 
cuando estén destinadas al abastecimiento 
normal de combustibles del país a juicio del 
gobierno; 
 66 Daisy del Pilar Cadena Moreno.  
reunión lícita o el ejercicio de los derechos que 
conceden las leyes laborales. En tal caso, 
aumenta la pena para cuando la comisión del 
delito ocurra i) “colocando al empleado en 
situación de indefensión o que ponga en peligro 
su integridad personal”; ii) “La conducta se 
cometa en persona discapacitada, que padezca 
enfermedad grave o sobre mujer embarazada”; 
iii) “Mediante la amenaza de causar la muerte, 
lesiones personales, daño en bien ajeno o al 
trabajador o a sus ascendientes, descendientes, 
cónyuge, compañero o compañera permanente, 
hermano, adoptante o adoptivo, o pariente 
hasta el segundo grado de afinidad”; iv) 
“Mediante engaño sobre el trabajador” 
 
Podemos concluir, entonces, que en el artículo 
22 del Código Penal se protege, desde diferentes 
perspectivas, el derecho de libertad sindical en 
sus tres componentes. 
 
i) Derogado por la Ley 48 de 1968, art. 3º, Ord. 
4º. Cualesquiera otras que a juicio del Gobierno 
interesen a la seguridad, sanidad, enseñanza y a 
la vida económica o social del pueblo. El 
Gobierno decidirá de las actividades de que trata 
este ordinal, previo concepto que solicite al 
Consejo de Estado.” 
 
Prohibición de adelantar actividades lucrativas. 
Art. 355 del CST68. “Los sindicatos no pueden 
tener por objeto la explotación de negocios o 
actividades con fines de lucro” 
Celebración de convenciones colectivas. Art. 467 
del CST. Convención colectiva de trabajo es la 
que se celebra entre uno o varios patronos o 
asociaciones patronales, por una parte, y uno o 
varios sindicatos o federaciones sindicales de 
trabajadores, por la otra, para fijar las 
condiciones que regirán los contratos de trabajo 
durante su vigencia. 
Declaratoria y Desarrollo de la Huelga. Art. 444 y 
ss. del CST. “Concluida la etapa de arreglo 
directo sin que las partes hubieren logrado un 
acuerdo total sobre el diferendo laboral, los 
trabajadores podrán optar por la declaratoria de 
huelga o por someter sus diferencias a la 
decisión de un Tribunal de Arbitramento” 
                                                          
68 Declarado exequible en Sentencia C-797 de 2000 y C-698 de 2008. 
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Clasificación de los Sindicatos de Trabajadores. 
Art. 356 del CST69. Los sindicatos de trabajadores 
se clasifican en: i) De Empresa o de Base; ii) De 
Industria o por Rama de Actividad Económica; iii) 
Gremiales; iv) De oficios varios. 
Limitación a la negociación colectiva. Como 
sucede con el Derecho de Huelga, el Derecho de 
Negociación Colectiva puede ser objeto de las 
restricciones que el poder legislativo considere 
pertinentes, y que se acompasen con el 
ordenamiento constitucional. En tal sentido se 
encuentra que “tales limitaciones deben ser 
razonadas y proporcionadas y, como lo ha 
considerado esta corporación, las limitaciones a 
los derechos de sindicación y de negociación 
colectiva podrán ser justificadas en cuanto 
busquen proteger bienes constitucionalmente 
relevantes como la prevalencia del interés 
general, el cumplimiento de los objetivos 
trazados por la política económica y social del 
Estado, la estabilidad macroeconómica y la 
función social de las empresas, entre otros70” En 
tal sentido, se considera como una limitación del 
ejercicio del derecho de negociación colectiva71, 
Forma de la huelga. Art. 446. Si se ha optado por 
adelantar la huelga, la misma “(…) debe 
efectuarse en forma ordenada y pacífica (…)” 
Número mínimo de afiliados. Art. 359 del CST. 
Sindicato de Trabajadores: 25 miembros 
constituirse o subsistir; Sindicato de 
Empleadores: 5 patronos independientes entre 
sí. 
Conflictos Colectivos del Trabajo. Art. 429 y ss. 
del CST. 
Suspensión Colectiva Ilegal del Trabajo. Art. 450 y 
ss. del CST. Como contrario del derecho de 
huelga, se presenta la suspensión colectiva ilegal 
del trabajo. Misma que, precisamente por su 
ilegalidad, no será cubierta por las garantías que 
si son propias del derecho de huelga. Se trata de 
unas situaciones de hecho y no de derecho: 
                                                          
69 Modificado por la Ley 50 de 1990, Artículo 4. 
70 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-063 de 2008, que se remite a la Sentencia C-280 de 2007. 
71 SÁNCHEZ D. ANDRÉS FELIPE. Obstáculos para el ejercicio de la Negociación Colectiva en Colombia. Escuela Nacional Sindical. Documentos de la Escuela. N° 90. Ediciones 
Escuela Nacional Sindical. 2008. P. 12. 
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“1o) La suspensión colectiva del trabajo es ilegal 
en cualquiera de los siguientes casos: 
 
 
Autonomía Sindical. Contenidos mínimos de los 
Estatutos. Art. 362 del CST72. Todo sindicato tiene 
derecho a redactar libremente los estatutos, en 
los cuales se consagrarán al menos los siguientes 
asuntos: denominación, objeto, condiciones de 
admisión. 
 
Efectos Jurídicos de la Huelga. Art. 449 del CST. El 
artículo mencionado dispone la prohibición del 
denominado esquirolaje. “La huelga sólo 
suspende los contratos de trabajo por el tiempo 
que dure. El empleador no puede celebrar 
entretanto nuevos contratos de trabajo para la 
reanudación de los servicios suspendidos, salvo 
en aquellas dependencias cuyo funcionamiento 
sea indispensable a juicio del respectivo 
inspector de trabajo, para evitar graves 
perjuicios a la seguridad y conservación de los 
talleres, locales, equipos, maquinarias o 
elementos básicos y para la ejecución de las 
labores tendientes a la conservación de cultivos, 
así como para el mantenimiento de 
semovientes, y solamente en el caso de que los 
huelguistas no autoricen el trabajo del personal 
necesario de estas dependencias. 
 
Personería Jurídica Automática. Art. 364 del 
CST73. “Toda organización sindical de 
trabajadores, por el solo hecho de su fundación, 
  
                                                          
72 Declarado exequible en la Sentencia C-617 de 2008, Sentencia C-622 de 2008, Sentencia C-732 de 2008 y en la Sentencia C-737 de 2008. Modificado por la Ley 50 de 
1990, Artículo 42 
73 Reformado por la Ley 50 de 1990. 
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y a partir de la fecha de la asamblea constitutiva, 
goza de personería jurídica”. 
Inscripción en el Registro Sindical. Art. 365 del 
CST74. Todo sindicato de trabajadores deberá 
inscribirse en el registro que para tales efectos 
lleve el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
  
Funciones de los Sindicatos. Art. 373 del CST. 
Dentro de las dictadas legalmente podemos 
encontrar: 
 Estudiar las características de la 
profesión, los salarios, prestaciones, 
honorarios, sistemas de protección, etc. 
 Representar en juicio o ante 
cualesquiera autoridades u organismos 
los intereses económicos comunes o 
generales de los agremiados o de la 
profesión respectiva, y representar esos 
mismos intereses ante los patronos y 
terceros en caso de conflictos colectivos 
que no hayan podido resolverse por 
arreglo directo, procurando la 
conciliación. 
  
Prohibiciones. Art. 379 del CST. Es prohibido a los 
sindicatos de todo orden: 
 Violar la libertad positiva y negativa del 
derecho de asociación sindical de los 
trabajadores 
  
                                                          
74 Reformado por la Ley 50 de 1990. 
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 Uso de los fondos o bienes sociales en 
funciones diferentes de las autorizadas 
legalmente 
 Promover o apoyar campañas o 
movimientos tendientes a desconocer 
de hecho en forma colectiva, o 
particularmente por los afiliados, los 
preceptos legales o los actos de 
autoridad legítima 
 Promover o patrocinar el 
desconocimiento de hecho, sin alegar 
razones o fundamentos de ninguna 
naturaleza, de normas convencionales o 
contractuales que obliguen a los 
afiliados, y 
 Ordenar, recomendar o patrocinar 
cualesquiera actos de violencia frente a 
las autoridades o en perjuicio de los 
patronos o de terceras personas. 
Disolución y Liquidación: Arts. 380, 401 y ss. del 
CST. Solamente procede judicialmente. 
  
Garantía del Fuero Sindical. Art. 405 y ss. del CST. 
Se trata de una garantía de que gozan algunos 
trabajadores de no ser despedidos, ni 
desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni 
trasladados a otros establecimientos de la 
misma empresa o a un municipio distinto, sin 
justa causa, previamente calificada por el juez de 
trabajo. 
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1.1.1.3. Algunos aspectos relevantes de la libertad sindical en la 
jurisprudencia constitucional 
 
Aterrizando lo anteriormente mencionado en cuanto al ejercicio de la libertad sindical, la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado y aplicado la visión de la Organización 
Internacional del Trabajo, caracterizando en la sentencia C-797 de 2000 a la libertad sindical75 de 
la siguiente manera: 
 
“(…) la libertad sindical comporta: 
 
i) el derecho de todos los trabajadores, sin discriminación ni distinción 
alguna, para agruparse a través de la constitución de organizaciones 
permanentes que los identifican como grupos con intereses comunes, 
y cuya defensa propugnan. Este derecho implica  la libertad tanto para 
afiliarse como para retirarse de dichas organizaciones;  
ii) la facultad de constituir y organizar estructural y funcionalmente las 
referidas organizaciones y conformarlas automáticamente como 
personas jurídicas, sin la injerencia, intervención o restricción del 
Estado;  
iii) el poder de las organizaciones de trabajadores de determinar: el 
objeto de la organización, condiciones de admisión, permanencia, 
retiro o exclusión de sus miembros, régimen disciplinario interno, 
órganos de gobierno y representación, constitución y manejo del 
patrimonio, causales de disolución y liquidación, procedimiento 
liquidatorio, y otros aspectos que atañen con su estructura, 
organización y funcionamiento, que deben ser, en principio, libremente 
convenidos por los miembros de las asociaciones sindicales al darse 
sus propios estatutos o reformarlos, salvo las limitaciones que 
válidamente pueda imponer el legislador conforme al inciso 2 del art. 
39;  
iv) La facultad de las asociaciones sindicales para formular las reglas 
relativas a la organización de su administración, así como las políticas, 
planes y programas de acción que mejor convengan a sus intereses, 
con la señalada limitación;  
v) la garantía de que las organizaciones de trabajadores no están 
sujetas a que la cancelación o la suspensión de la personería jurídica 
sea ordenada por la autoridad administrativa, sino por vía judicial;  
vi) el derecho de las organizaciones sindicales para constituir y afiliarse 
a federaciones y confederaciones nacionales e internacionales;  
vii) la inhibición, para las autoridades públicas, incluyendo al 
legislador, de adoptar regulaciones, decisiones o adelantar acciones 
que tiendan a obstaculizar el disfrute del derecho a la libertad sindical. 
                                                          
75 Al referirse al derecho de libertad sindical, la Corte Constitucional la asimila a la libertad de asociación 
sindical. 
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No es admisible reconocer el carácter absoluto de la libertad sindical, 
en la medida en que la propia Constitución establece como limitación, 
concretable por el legislador, que “la estructura interna de los 
sindicatos y organizaciones sociales y gremiales se sujetarán al orden 
legal y a los principios democráticos” (art. 39 inciso 2) y que, los 
Convenios Internacionales sobre derechos humanos autorizan que por 
vía legislativa puedan imponerse restricciones a los derechos, en 
cuanto ellas sean necesarias, mínimas, indispensables y 
proporcionadas a la finalidad  que se persiga, para garantizar la 
seguridad nacional, el orden, la salud o moral públicos, los derechos y 
deberes ajenos y, en general, el cumplimiento de cualquier finalidad 
que se estime esencialmente valiosa. Por lo tanto, se advierte, que las 
aludidas restricciones o limitaciones no pueden, en modo alguno, 
afectar lo que se considera el núcleo esencial del derecho a la libertad 
sindical, de modo que la desnaturalicen o impidan su normal y 
adecuado ejercicio.” 
 
Para la Corte, en tal visión, la libertad sindical no es un derecho absoluto sino contrario sensu, 
está limitado por expresa disposición constitucional. Pero también es clara al señalar que tales 
limitaciones deben respetar el núcleo esencial del derecho a la libertad sindical. Las limitaciones, 
entonces, no pueden desnaturalizar o impedir el normal y adecuado ejercicio de la libertad 
sindical. 
 
De allí que valga preguntarse, ¿cuáles serán las limitaciones válidas que no desnaturalicen el 
ejercicio de la libertad sindical? En tal sentido, pasamos a analizar desde la perspectiva 
constitucional, legal y jurisprudencial a cada uno de los componentes propuestos en la teoría 
clásica de la libertad sindical, es decir, a los derechos de asociación sindical, negociación colectiva 
y huelga. 
 
Como ya se ha establecido, dentro de las cláusulas de apertura de la Constitución Política está la 
del artículo 53, en cuyo texto se lee: 
 
“Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 
correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes 
principios mínimos fundamentales: 
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración 
mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; 
estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos 
establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar 
sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al 
trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las 
fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre 
formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; 
garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el 
descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y 
al trabajador menor de edad. 
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El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico 
de las pensiones legales. 
Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, 
hacen parte de la legislación interna (…)” (Negrilla y subraya fuera del 
texto original) 
 
De allí que, como convenios que hacen parte del bloque de legalidad, y a raíz de 
pronunciamientos que de manera expresa ha emitido la Corte Constitucional al respecto, se 
encuentran: 
 
 
 
1.2. Derecho de libertad sindical de los servidores públicos en 
Colombia76 
 
1.2.1. Consideraciones Iniciales 
 
Cronológicamente, puede verse que para 1997, el Consejo de Administración de la OIT77 tras 
“denunciar la violencia endémica contra los sindicalistas - asesinatos, desapariciones, 
intimidación y hostigamiento en Colombia, Nigeria y Sudán (…) pidió una revisión de la legislación 
y las prácticas laborales en estos y en otros 17 países.78” 
 
Particularmente, en el caso de Colombia, anotó: 
 
“(…) Al tiempo que reconoció que “la compleja y grave situación de 
violencia que vive Colombia” afecta a todos los sectores de la sociedad, 
el Comité observó, en particular, que “el movimiento sindical ha sido 
agresivamente atacado”.  
 
Habida cuenta del elevadísimo número de actos de violencia sin 
esclarecer, el Comité destacó “la total ineficacia del sistema judicial y 
la intervención de la justicia militar en concurrencia con la justicia 
civil.” 
                                                          
76 A pesar de la denominación utilizada, debe realizarse una salvedad en el sentido de que el alcance 
presente trabajo se enfoca en el análisis del derecho de libertad sindical de los servidores públicos con 
categoría laboral con el estado. Es decir, sobre la libertad sindical de los empleados oficiales; entiéndase 
trabajadores oficiales y servidores públicos. 
77 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. Comunicado de prensa. Ginebra. 27 de marzo de 1997. 
Disponible en http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/press-and-media-
centre/news/WCMS_008824/lang--es/index.htm 
78 Ibídem. 
•Convenio 151. C-377 de 1998. C-1234 de 2005.
•Convenio 154. C-161 del 2000. C-1234 de 2005.
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El Comité hizo constar “su grave preocupación” por los alegatos que se refieren “en gran parte a 
la muerte violenta, desaparición y otros actos de violencia contra dirigentes sindicales y 
sindicalistas”, así como a allanamientos contra sedes de sindicatos y de domicilios de sindicalistas. 
 
En el informe de la misión de la OIT, efectuada del 7 al 11 de octubre de 1996, se dice que la lucha 
civil en Colombia es una de las más virulentas y persistentes del mundo y se estima que el número 
de asesinatos perpetrados en 1995 se sitúa “entre 25.000 y 30.000, sin contar otro tipo de 
agresiones.” 
 
En particular, el informe señala que es preciso robustecer la función judicial ya que: “Si la 
población se muestra desencantada de la misma, puede presumirse que ello sea un incentivo 
adicional al recurso a medidas de acción violentas para solucionar conflictos incluso de naturaleza 
individual.” Como ejemplo de la insuficiencia de recursos oficiales, la misión especial indicó que 
en Bogotá, ciudad de más de 7 millones de habitantes, “existen sólo 16 juzgados laborales de 
primera instancia.” 
 
Los miembros del Comité manifestaron su extrema preocupación por el desarrollo que tienen 
actualmente los grupos paramilitares o de autodefensa en muchos sectores del país “cuyos actos 
de violencia afectan en primer lugar a los sindicalistas en numerosas regiones del país”. Pidieron 
al Gobierno que “tome las medidas necesarias para desarticular a los grupos paramilitares que 
impiden el normal desarrollo de las actividades sindicales”. Además, el Comité instó al Gobierno 
a incrementar la “concertación social” mediante, entre otras medidas, un acercamiento entre el 
capital y el trabajo, lo que significaría un aporte importante al establecimiento de una cultura de 
la paz, sustituyendo a la cultura de la guerra.79 
 
Tras ésta oscura pero necesaria apertura y con la finalidad de ofrecer un estudio integral del 
derecho de libertad sindical de los servidores públicos colombianos, resulta necesario acudir a 
una somera exposición de su clasificación para entender los alcances que en cada escala se 
presentan en cuanto al ejercicio del derecho de libertad sindical se refiere. 
 
1.2.2. Clasificación de los servidores públicos80 colombianos81 
 
Como lo mencionamos en el acápite de la OIT y el derecho de libertad sindical de los servidores 
públicos, el acceso a éste derecho es sumamente maleable de país a país teniendo en cuenta la 
clasificación que se tenga de los servidores públicos en cada caso. Por ello se hace necesario 
recordar la clasificación que existe en nuestro país en lo relacionado con los empleados oficiales. 
 
Las normas que regulan las relaciones entre los servidores públicos y el Estado, según propone 
Younes82, pueden ser descritas como el conjunto de normas, instituciones y técnicas, 
                                                          
79 Ibídem. 
80 Como se aclaró anteriormente, el alcance de éste trabajo se refiere al derecho de libertad sindical de los 
servidores públicos con categoría laboral con el estado. 
81 Cfr. VILLEGAS ARVELÁEZ, Jairo. Derecho Administrativo Laboral. Tomo 2. Relaciones Colectivas y Aspectos 
Procesales. Novena edición actualizada. Legis Editores. 2010. 
82 YOUNES, Diego. Contenido y Alcance de la reforma administrativa. ESAP. Bogotá. 1995. P. 195 
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encaminadas a administrar el personal o el recurso humano en el Estado. En tal asunto también 
señala Puentes González83, desde una visión más integral, que la función pública regula: 
 
 La situación de los servidores públicos en el seno de la organización estatal 
 El ejercicio de las funciones asignadas a los servidores públicos 
 Los procesos de resolución de la conflictividad que se suele presentar entre los servidores 
públicos y el Estado. 
 
Como ya lo mencionamos, por servidor público entendemos a aquellas personas naturales que 
en el marco de la Constitución, la Ley y el Reglamento prestan sus servicios personales al servicio 
del Estado y de la comunidad, ya sea en forma permanente o temporal. 
 
Acudiendo al texto de la Constitución Política de 1991, se ubica el artículo 123, que dispone como 
servidores públicos a los miembros de corporaciones públicas, a los empleados públicos y a los 
trabajadores oficiales del estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por 
servicios. Clasificación que podemos graficar de la siguiente manera: 
 
 
 
 
Para Villegas Arbeláez, existen dos puntos de vista para establecer la ubicación de las categorías 
laborales en el Estado Colombiano. De un lado está el criterio predominante, relativo a la 
clasificación normativa consagrada en el artículo 5 del Decreto Ley 3135 de 1968, que reza: 
 
“Artículo  5º.- Empleados Públicos y Trabajadores Oficiales. Las 
personas que prestan sus servicios en los Ministerios; Departamentos 
Administrativos, Superintendencias y Establecimientos Públicos son 
empleados públicos; sin embargo, los trabajadores de la construcción 
y sostenimiento de obras públicas son trabajadores oficiales. 
                                                          
83 PUENTES GONZÁLEZ, Germán. La carrera administrativa en el marco de la función pública. Universidad 
del Rosario, 2009. P. 32. 
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En los estatutos de los Establecimientos Públicos se precisará qué 
actividades pueden ser desempeñadas por personas vinculadas 
mediante contrato de trabajo84. 
 
Las personas que prestan sus servicios en las Empresas Industriales y Comerciales del Estado son 
trabajadores oficiales; sin embargo, los estatutos de dichas empresas precisarán qué actividades 
de dirección o confianza deban ser desempeñadas por personas que tengan la calidad de 
empleados públicos85” 
 
Definición que vendrá a ser reglamentada por el artículo 1 y ss. del Decreto Nacional 1848 de 
1969 “por el cual se reglamenta el Decreto 3135 de 1968”. 
 
De su texto se pueden establecer las siguientes conclusiones: 
 
El género se denomina “empleados oficiales”, quienes son “las personas naturales que trabajan 
al servicio de los ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, 
establecimientos públicos, unidades administrativas especiales, empresas industriales o 
comerciales de tipo oficial y sociedades de economía mixta, definidos en los artículos 5, 6 y 8 del 
Decreto Legislativo 1050 de 196886”, mismos que “pueden estar vinculados a la administración 
pública nacional por una relación legal y reglamentaria o por un contrato de trabajo87”. A su vez, 
las especies se clasifican como empleados públicos y trabajadores oficiales. 
 
Los empleados públicos serán entonces, “las personas que prestan sus servicios en los 
ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y 
unidades administrativas especiales88”, cuya vinculación a la entidad empleadora es de tipo legal 
y reglamentaria. 
 
Por trabajador oficial se entiende: 
 
 Los que prestan sus servicios a ministerios, departamentos administrativos, 
superintendencias, establecimientos públicos, unidades administrativas especiales y 
sociedades de economía mixta en la construcción y sostenimiento de las obras públicas, 
con excepción del personal directivo y de confianza que labore en dichas obras; y 
 Personas que prestan sus servicios en las empresas industriales y comerciales del estado, 
establecimientos públicos organizados con carácter comercial o industrial, en las 
empresas industriales o comerciales del Estado y sociedades de economía mixta89; sin 
embargo, los estatutos de dichas empresas precisarán qué actividades de dirección o 
                                                          
84 Subrayado declarado inexequible Sentencia C-484 de 1995, Corte Constitucional 
85 Subrayado declarado exequible Sentencia C-484 de 1995, Corte Constitucional. 
86 Art. 1 del Decreto 1848 de 1969. 
87 Art. 1, Num. 2 del Decreto 1848 de 1969. 
88 Arts. 1 y 2 del Decreto 1848 de 1969. 
89 Vale decir que el artículo contenía la expresión “con excepción del personal directivo y de confianza que 
trabaje al servicio de dichas entidades”, que fuera declarado nulo por el Consejo de Estado en Sentencia 
del 16 de julio de 1971. 
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confianza deban ser desempeñadas por personas que tengan la calidad de empleados 
públicos90 
 
Su vinculación con el estado/empleador es de carácter contractual. 
 
Se trata de un criterio de clasificación netamente normativo, respecto del cual Villegas expresa 
su inconformismo al llamarlo “reduccionista exegético91” y propone, en contraste, un método 
“sistemático integrador” que amplía una categoría y define las fronteras que diferencian a cada 
una de las categorías mencionadas. Entonces, los empleados oficiales de tal visión son los 
empleados públicos, los trabajadores oficiales y los funcionarios.  
 
Entonces, los funcionarios públicos serán aquellas personas que en su ejercicio adelantan, 
precisamente, la función pública; para que a través de actos administrativos, contando con el 
poder de decidir y ordenar, hagan efectivas las políticas estatales. El funcionario público encarna, 
representa, constituye, ejecuta y expresa jurídicamente la voluntad del estado. Se trata de 
aquellas personas con discrecionalidad, poder de representación estatal, quienes ejercen 
autoridad en nombre del estado. 
 
Al tratarse de tres tipos incomparables de empleados oficiales, en el ordenamiento jurídico 
colombiano se ha dispuesto de un régimen jurídico diferenciado para cada uno de ellos. 
 
1.2.3. Regímenes jurídicos diferenciales de los empleados oficiales. 
 
De lo anteriormente planteado, se encuentra que acogiendo la teoría de clasificación señalada 
por Villegas92, los regímenes jurídicos aplicables a los empleados oficiales serán los siguientes: 
 
Funcionarios Empleados Públicos Trabajadores Oficiales 
Derecho Constitucional Derecho Administrativo Derecho del trabajo 
 
A pesar de tratarse de relaciones jurídicas de carácter laboral, ésta división implica precisamente 
una diferencia de regímenes aplicables, que terminará incidiendo directamente en el ejercicio del 
derecho de sindicación en Colombia, como pasa a exponerse. 
 
1.2.4. Limitaciones normativas en materia de reconocimiento de 
derechos de libertad sindical para los servidores del Estado93 
 
El reconocimiento y ejercicio de la Libertad Sindical para los servidores públicos colombianos ha 
sido restrictivo, como lo anotamos anteriormente.  
 
                                                          
90 Art. 5 del Decreto 3135 de 1968 
91 Ibíd. Villegas Arbeláez. P. 35. 
92 Ibíd. VILLEGAS ARVELÁEZ, Jairo. T. 1. P. 57. 
93 Como se ha señalado anteriormente, una clara limitación del ejercicio del derecho de libertad sindical es  
la operante para los miembros de las fuerzas armadas y de policía. A pesar de lo anterior, el artículo 9 del 
Convenio 87 de la OIT, faculta a los estados para “determinar hasta qué punto se aplicarán a las fuerzas 
armadas y a la policía las garantías previstas por el presente Convenio”. Igualmente, el convenio 151 en su 
artículo 1, numeral 3 menciona “La legislación nacional deberá determinar asimismo hasta qué punto las 
garantías previstas en el presente Convenio son aplicables a las fuerzas armadas y a la policía” 
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Su alcance está marcado por la prohibición, más que por la protección y la garantía, dado que la 
tradición jurídica positivista presente en nuestro país94 impone una barrera de insuficiencia para 
proponer alternativas de concertación, dialogo y encuentro entre los diferentes actores 
involucrados en un proceso de negociación colectiva donde uno de los extremos es el Estado. De 
contera se tiene una ausencia de políticas de protección y garantías para el reconocimiento y 
ejercicio de los Derechos de Asociación Sindical, Negociación colectiva y Huelga, en tratándose 
de los empleados públicos y de sus organizaciones sindicales.  
 
Es así que partiendo de los regímenes jurídicos aplicables a cada tipo de empleados públicos 
encontraremos un panorama de reconocimiento del derecho de libertad sindical diverso. 
 
 
1.2.5. Derecho de Libertad Sindical de los Empleados Públicos 
 
Históricamente, se ha excluido a los servidores públicos de un pleno ejercicio del derecho de 
libertad sindical con la idea del autoritarismo estatal, según el cual el Estado impone las 
condiciones de empleo, derivando una absoluta sumisión incondicional de los empleados, 
quienes se limitaban a obedecer. Idea autoritarista que se vio reflejada en la Constitución de 1886 
y el Código Sustantivo del Trabajo de 1950. De tal forma que como lo mencionamos 
detalladamente en la parte introductoria, fue solamente a través del ejercicio del derecho de 
huelga, que tal pretensión autoritarista empezó a ser moderada.  
 
En nuestro país, la unidad de las cuatro centrales obreras, el paro cívico del 14 de septiembre de 
1978, las huelgas en cementos, petroleros y maestros, fueron, sin lugar a dudas, los 
acontecimientos más significativos de este año en el panorama sindical. Particularmente, la 
Marcha de Maestros dirigida por FECODE de 1978, paradójicamente el mismo año en que fuera 
adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo como Convenio el número 15195. 
 
Es entonces que surge la Constitución de 1991, que mantuvo la competencia y reserva exclusiva 
de las autoridades administrativas en lo relacionado con el establecimiento de las condiciones de 
trabajo de los empleados públicos; de tal manera que la soberanía, la unilateralidad se mantiene 
en el texto de la Carta Política vigente. Pero indudablemente las consagraciones del Convenio 151 
de la OIT tuvieron alguna incidencia en la redacción del texto constitucional. Es en tal sentido que 
al dar lectura al artículo 55 de la Constitución Política de Colombia, se presenta la garantía del 
“derecho de negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones que 
señale la ley”. Se da alguna atenuación de la reserva estatal expresa en relación con la 
determinación de las condiciones de labor de los empleados públicos. En este artículo, se 
reconoce la figura del Estado empleador. 
 
De tal forma que el derecho de negociación colectiva entre la Autoridad Pública y los Sindicatos 
de Empleados Públicos está partido en dos. De entrada se encuentra una pretendida relación 
jurídica de bilateralidad, que finaliza haciéndose efectiva a través de una actuación netamente 
unilateral. Se entremezcla el estado soberano y el empleador. 
 
                                                          
94 Así como la mayoría de los países analizados en éste trabajo. 
95 Sobre protección del derecho de sindicalización y procedimientos para determinar las condiciones de 
empleo en la Administración Pública. Convenio internacional del trabajo que solamente hasta 1997 vino a 
ser ratificado por Colombia, a través de la Ley 411. 
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Retomando la caracterización histórica de la participación y negociación colectiva en Colombia, 
propuesta por Villegas Arbeláez96, se tiene que a través de la Ley 165 de 1938 relativa a la carrera 
administrativa, se evidencian aspectos de representación que analizados en conjunto con lo 
consagrado por el artículo 414 del Código Sustantivo del Trabajo de 1950, señalan el origen de 
los llamados “memoriales respetuosos”, que contenían las solicitudes de los empleados públicos. 
Luego se presenta la denominada consulta no vinculante de la administración a sus empleados, 
que fuere facultativa. 
En tal contexto, estábamos ante una clara situación de autoritarismo, donde a pasar de ser 
“escuchadas” las peticiones de los empleados estatales, se presentaba una plena autonomía 
estatal para hacer efectivas o no las mismas. 
 
Posteriormente la consulta se transformó en diálogo. Así, puntos de vista sobre los puntos más 
generales de las condiciones de empleo, eran intercambiados y de manera paulatina, parcial o 
total, eran adoptadas por la administración. 
 
Finalmente, se llegó a las negociaciones colectivas de las condiciones de empleo desarrolladas 
con sindicatos de empleados públicos. 
 
En tal proceso de contraste, en tal proceso de mixtura, se evidenciaron las pretensiones estatales 
en relación con el Derecho de Negociación Colectiva de los Empleados Públicos; es así que en un 
triste y evidentemente tramposo intento de cumplir con los compromisos generados con la 
ratificación del Convenio 151 de la OIT, el gobierno del ex presidente Álvaro Uribe Vélez  expidió 
el Decreto 535 de 2009, por el cual se reglamenta el artículo 416 del Código Sustantivo del 
Trabajo. El decreto se basa en la Leyes 411 de 1997 y 524 de 1999, por las cuales se aprobaron 
los Convenios 151 de 1978 y 154 de 1981 de la OIT, respectivamente. 
 
Las mencionadas normas internacionales aluden a la protección del derecho y sindicación y los 
procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración pública, así 
como al fomento de la negociación colectiva.  
 
Entonces, de cara a lo consagrado por el Convenio 151, como ya se mencionó, en concepto de la 
Organización Internacional del Trabajo la negociación colectiva es un derecho sindical legítimo 
que permite negociar libremente con los empleadores el mejoramiento en las condiciones de 
vida y trabajo; mismo que es un elemento esencial de la libertad sindical, basado en la 
mencionada necesidad de que el diálogo social impulse los progresos tan requeridos.  
 
Derecho que incansablemente ha dicho la OIT97, contempla a todos los trabajadores de la 
administración pública, con la única posible exclusión de las fuerzas armadas y policiales y de los 
funcionarios directamente al servicio de la administración del Estado (valga aclararlo, aquellos 
funcionarios que tienen poder como agentes de autoridad pública), deberán gozar de derechos 
de negociación colectiva. 
 
                                                          
96 Ibíd. Arbeláez (2010) 
97 Desde la misma Constitución de la OIT de 1919, cuando pregonaba la necesidad del respeto por el 
derecho de asociación sindical, como uno de los objetivos del plan de acción de la Organización en su 
preámbulo y el art. 427. Luego con la Declaración de Filadelfia y los subsiguientes y trascendentes 
Convenios 87, 98, la Recomendación 91, 92 y el Convenio 151, que se acompaña de la Recomendación 159. 
Todos ellos soportados en el abundante compendio que ha amasado el Comité de Libertad Sindical del 
Consejo de Administración de la OIT. 
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1.2.5.1. Derecho de Asociación Sindical de Empleados Públicos 
 
De tiempo atrás98, el derecho de asociación sindical de los empleados públicos se venía 
reconociendo a los empleados públicos a la par de lo señalado por el artículo 414 del Código 
Sustantivo del Trabajo, con las limitaciones propias del ejercicio de la función pública y la 
prestación de los servicios públicos, exceptuando de su aplicación a los miembros del ejército 
nacional y cuerpos de policía. 
 
Pero ésta situación fue tomada en cuenta por la Asamblea Nacional Constituyente, y por ello se 
encuentra reconocido en los artículos constitucionales 38 y especialmente en el 39; donde no se 
encuentra ninguna expresión que señale la exclusión de éste derecho para los empleados 
públicos. En tal sentido lo ha señalado la propia Corte Constitucional: 
 
“(…) el artículo 39 de la Constitución únicamente excluyó a los 
miembros de la fuerza pública, con el objeto de preservar su absoluta 
imparcialidad, pues la función que cumplen tiene por fin primordial la 
defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio 
y del orden constitucional (artículo 217 Ibídem). 
 
Pero la Carta de 1991 no estableció distinciones entre los demás 
trabajadores y, por el contrario, reconoció esta garantía a todo ellos, 
independientemente de su vinculación a empresas privadas o a 
entidades públicas. 
 
No hay, entonces, exclusión constitucional de esta garantía respecto 
de los trabajadores del Estado.” 
 
Ya en Sentencia C-593 del 14 de diciembre de 1993, había expresa esa Corte: 
 
"...El Constituyente de 1991 no excluyó del derecho de asociación 
sindical a los empleados públicos, sino que le dió consagración 
                                                          
98 Como ya lo mencionamos en el aparte histórico, la normativa que avalaba el derecho de asociación 
sindical, proviene desde la Ley 83 de 1931 (primera norma relativa al derecho de asociación sindical), Acto 
Legislativo 01 del 5 de agosto de 1936 (dice en su texto “Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los 
servicios públicos. La ley reglamentará su ejercicio”), la Ley 6  de 1945 (“Por la cual se dictan algunas 
disposiciones sobre convenciones de trabajo, asociaciones profesionales, conflictos colectivos y jurisdicción 
especial de trabajo”), Ley 26 de 1976 (aprobatoria del Convenio 87 de la OIT. Debe tenerse en cuenta que 
en vigencia de la Constitución de 1886, en nuestro país se aplicaba la teoría dualista, por lo cual es a través 
del Decreto 1272 del 13 de mayo de 1997 que se promulga tal Convenio 87 -que hace parte del bloque de 
constitucionalidad por así señalarlo la Corte Constitucional, en sentido estricto-), Ley 27 de 1976 (que 
ratificó el convenio internacional del trabajo 98 relativo a la aplicación de los principios del derecho de 
sindicación y de negociación colectiva. Con el Decreto 1265 de 1997 es promulgado- que hace parte del 
bloque de constitucionalidad por así señalarlo la Corte Constitucional, en sentido estricto-), y la no muy 
benéfica Ley 50 de 1990. 
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constitucional al derecho que les reconocían la ley y la jurisprudencia 
anterior y amplió las garantías para su ejercicio (...)". 
 
"Resulta entonces que las garantías para los sindicatos y la 
sindicalización, son significativamente más amplias en la Constitución 
de 1991, de lo que eran en la Constitución de 1886. Ello no se debe a 
un capricho del constituyente, ni es resultado de acuerdos obligados 
por la composición multiestamentaria de la Asamblea Nacional 
Constituyente; en la regulación actual de las garantías y libertades 
sindicales y de sindicalización, se desarrolla el Título I de la Carta, "De 
los Principios Fundamentales" y, en especial, el artículo 1º, que 
constituye a Colombia como un Estado social de derecho, cuya forma 
de organización republicana se funda, entre otros valores, en el 
trabajo. Así mismo, el artículo 2º del Estatuto Superior que, al definir 
los fines esenciales del Estado, incluyó entre ellos: '...facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica... de la Nación;... asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo'. 
 
En consecuencia, los empleados públicos tienen el derecho de 
constituir sus sindicatos sin intervención del Estado, de inscribir las 
correspondientes Actas de Constitución que les otorgan 
reconocimiento jurídico y, en consecuencia, tendrán legalmente unos 
representantes sindicales a los cuales no se puede negar que el 
Constituyente de 1991 reconoció: 'el fuero y las demás garantías 
necesarias para el cumplimiento de su gestión'99" 
 
En tal sentido, se evidencia que los empleados públicos cuentan con el derecho de constituir 
sindicatos, distinto es que en lo tocante a las funciones de éstos, de los derechos de negociación 
colectiva y de huelga, puesto que tienen unas expresas limitantes que pasaremos a analizar en el 
aparte respectivo. 
 
Sobre las funciones de estos sindicatos de empleados públicos, el artículo 414 del CST introduce 
limitaciones, dado que solamente se les avala para ejercer las siguientes funciones: 
 
"1. Estudiar las características de la respectiva profesión y las 
condiciones de trabajo de sus asociados. 
2. Asesorar a sus miembros en la defensa de sus derechos como 
empleados públicos, especialmente los relacionados con la carrera 
administrativa. 
3. Representar en juicio o ante las autoridades los intereses 
económicos comunes o generales de los agremiados, o de la profesión 
respectiva. 
                                                          
99 Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-593 del 14 de diciembre de 1993. Magistrado Ponente: 
Dr. Carlos Gaviria Díaz 
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4. Presentar a los respectivos jefes de la administración memoriales 
respetuosos que contengan solicitudes que interesen a todos sus 
afiliados en general, o reclamaciones relativas al tratamiento de que 
haya sido objeto cualquiera de éstos en particular, o sugestiones 
encaminadas a mejorar la organización administrativa o los métodos 
de trabajo. 
5. Promover la educación técnica y general de sus miembros. 
6. Prestar socorro a sus afiliados en caso de desocupación, de 
enfermedad, invalidez o calamidad. 
7. Promover la creación, el fomento o subvención de cooperativas, 
cajas de ahorro de préstamos y de auxilios mutuos, escuelas, 
bibliotecas, institutos técnicos o de habilitación profesional, oficinas de 
colocación, hospitales, campos de experimentación o de deporte y 
demás organismos adecuados a los fines profesionales, culturales, de 
solidaridad y de previsión, contemplados en los estatutos. 
8. Adquirir a cualquier título y poseer los bienes inmuebles y muebles 
que requieran para el ejercicio de sus actividades". 
 
Se evidencia que, respecto de las funciones generales avaladas para los sindicatos de trabajadores 
oficiales y del sector privado, a los sindicatos de empleados públicos se les niega la posibilidad de: 
i) celebrar convenciones colectivas, y contratos sindicales, ii) designar comisiones de reclamos 
permanentes o transitorias, iii) presentar y tramitar pliegos de peticiones relativos a las 
condiciones de trabajo o a las diferencias con patronos; iv) y por supuesto, declarar huelga. 
 
Estas limitaciones han sido vistas como razonables a los ojos de la Corte Constitucional100, pues 
se ha considerado que “tales servidores tienen a su cargo el ejercicio de la función pública en sus 
distintas modalidades y la prestación de los servicios públicos. En eso se diferencian de los 
trabajadores privados” 
 
Concluyendo entonces que: 
 
“La norma no viola la Constitución por cuanto se circunscribe a definir 
-dentro del campo de aplicación que la Carta prevé e inclusive con 
idéntica limitación a la contemplada en ella- cuál es el ámbito personal 
del derecho de asociación en sindicatos de trabajadores, es decir, 
mediante el precepto se señala quiénes pueden constituirlos. Si, como 
arriba se expresa, el Constituyente no introdujo entre los servidores del 
Estado distinción alguna en punto de la asociación sindical, aparte de 
la relacionada con la Fuerza Pública, es necesario concluir que el 
legislador quedó facultado a la luz de la normatividad superior -lo 
estaba inclusive antes de la Carta del 91- para disponer en forma 
expresa que el indicado derecho cobija a todos los trabajadores del 
servicio oficial con la excepción dicha” 
 
                                                          
100 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-110/94.  
 83 Trabajo Final de Grado. Libertad Sindical de los Servidores Públicos. Caso colombiano. 
Limitación que persiste a la fecha, incluso a la luz de las disposiciones del publicitado Decreto 
1092 de 2012, que evidencia la languidez propia del asunto para el Gobierno. 
 
1.2.5.2. Fuero Sindical de los Empleados Públicos 
 
La Corte Constitucional se ha ocupado del asunto del fuero sindical de los empleados públicos. 
En la ya mencionada sentencia C-593 de 1993, la Corte declaró inexequible el numeral 1° del 
artículo 409 del C.S.T, que excluía del fuero sindical a los empleados públicos, al considerar que 
el Constituyente de 1991 había ampliado dicha figura para estos trabajadores, toda vez que el 
artículo 39 superior no hacía ningún tipo de distinción entre trabajadores privados y públicos.  
 
Según lo consagra el artículo 406 del CST, modificado por el artículo 12 de la Ley 584 de 2000, y 
para el libre ejercicio de las funciones sindicales, se reconoció el fuero sindical a los delegados de 
la organización, junto con otras garantías laborales, como consecuencia del derecho 
constitucional consagrado en el inciso cuarto del artículo 39. 
De allí que hoy por hoy, los empleados públicos cuentan la garantía de fuero sindical así lo señala 
el parágrafo 1 del mencionado artículo 406 del CST, “Gozan de la garantía del fuero sindical, en 
los términos de este artículo, los servidores públicos, exceptuando aquellos servidores que ejerzan 
jurisdicción, autoridad civil, política o cargos de dirección o administración” 
 
La única exclusión expresa a ésta garantía, como el mismo artículo lo dicta, será para “aquellos 
servidores que ejerzan jurisdicción, autoridad civil, política o cargos de dirección o administración” 
 
Entonces, los fueros sindicales reconocidos a empleados públicos serán el fuero de fundadores, 
fuero de reclamantes, fuero de adherentes, fuero de directivos y fuero circunstancial (en los 
términos  que señalaremos en el ulterior análisis del Decreto 1092 de 2012). No aplicaría el fuero 
convencional, en la medida que no pueden celebrar convenciones colectivas. 
 
 
1.2.5.3. Permisos sindicales de Empleados Públicos 
 
En el ordenamiento jurídico de nuestro país, el permiso sindical de los servidores públicos tiene 
su fuente en la misma Constitución Política de 1991, que plasma claramente en su artículo 39 el 
derecho fundamental de asociación sindical, y en sus incisos 2 y 4 consagra que para el 
funcionamiento de los sindicatos y organizaciones sociales y gremiales se sujetarán al orden legal 
y a los principios democráticos, y que se debe reconocer a los representantes sindicales el fuero 
y las demás garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión. Así mismo, el Bloque de 
Constitucionalidad se integra el Convenio No. 151 de 1978, que dispone en el numeral 1º del 
artículo 6 que  “Deberán concederse a los representantes de las organizaciones reconocidas de 
empleados públicos facilidades apropiadas para permitirles el desempeño rápido y eficaz de sus 
funciones durante sus horas de trabajo o fuera de ellas” 
 
Entonces, el artículo 416A del CST101 dispone que: 
 
“Las organizaciones sindicales de los servidores públicos tienen 
derecho a que las entidades públicas les concedan permisos sindicales 
para que, quienes sean designados por ellas, puedan atender las 
                                                          
101 Precisamente creado por la Ley 584 del 2000 y reglamentado por el Decreto 2813 de 2000. 
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responsabilidades que se desprenden del derecho fundamental de 
asociación y libertad sindical. El Gobierno Nacional reglamentará la 
materia, en concertación con los representantes de las centrales 
sindicales” 
Y es que con el artículo 13 de la Ley 584 de 2000 se estableció expresamente la obligación para 
las entidades públicas de otorgar los permisos sindicales que requieran los servidores designados 
por las organizaciones sindicales.  
 
La Comisión Nacional del Servicio Civil ha establecido unas reglas específicas para la aplicación de 
los contenidos del Decreto 2813 del año 2000 así102: 
 
a. El permiso sindical tiene la doble connotación de ser derecho subjetivo en cabeza de los 
representantes sindicales, y colectivo en favor de las organizaciones sindicales de 
servidores públicos 
b. Debe existir la necesidad del ejercicio de la función sindical por parte de alguno de los 
representantes de la organización, relacionada con la atención o gestión de los intereses 
colectivos que se requieran en el desarrollo o durante la dinámica de la actividad sindical 
c. Es indispensable que medie solicitud de las organizaciones sindicales de primero, 
segundo o tercer grado, en la que se precisen, entre otros, los permisos necesarios para 
el cumplimiento de su gestión, el nombre de los representantes, su finalidad, duración 
periódica y su distribución 
d. Recibida la solicitud por el nominar o en quien éste delegue, se está en la obligación de 
atenderla de manera ágil y expedita, adelantando la actuación administrativa que lleve a 
otorgar el permiso sindical, expresando necesariamente dicha voluntad en un acto 
administrativo de contenido particular. 
e. El Decreto expresamente trae una relación de los titulares de dicha garantía, indicando 
que serán los integrantes de los comités ejecutivos, directivas y subdirectivas de 
confederaciones y federaciones, juntas directivas, subdirectivas y comités seccionales de 
los sindicatos, comisiones legales o estatutarias de reclamos, y los delegados para las 
asambleas sindicales y la negociación colectiva. Sin embargo, no se trata de una 
determinación taxativa de sujetos beneficiarios, sino de una enunciación de algunos de 
los representantes sindicales, pues será la dinámica interna de la organización la que 
determine la titularidad del permiso sindical. 
f. El permiso sindical no suspende ni interrumpe la relación laboral, sólo se libera al 
empleado de su obligación de prestar el servicio público habitualmente y desempeñar las 
funciones propias del empleo, y se restringe correlativamente al nominador o su 
representante, exigirle a aquél el ejercicio ordinario de las tareas o acciones asignadas. 
Por ello, continuará devengando la remuneración que tenga establecida y no se podrá 
descontar el tiempo que dure el permiso para la causación de las demás prestaciones 
laborales. 
 
Precisa igualmente la Comisión, que “las normas sobre la materia no fijan un plazo o periodo 
máximo de duración de los permisos sindicales, lo cual es entendible, si se tiene en cuenta que la 
temporalidad del permiso, en términos de trascurso de tiempo, no resulta un criterio adecuado 
para precisar el alcance del permiso y de la función sindical103” 
                                                          
102 Recopiladas en el documento de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL. Concepto de radicado 02-
2008-26419. Disponible en http://www.cnsc.gov.co/docs/arc_2736.pdf 
103 Ibíd. Comisión Nacional del Servicio Civil. P.3 
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Tras recordar lo señalado en la Sentencia T-988 de 2005, concluye la Comisión: 
 
“En armonía con lo expuesto por la Corte Constitucional, es razonable 
concluir que actualmente la discusión que antiguamente se 
presentaba en relación con la permanencia del permiso sindical, ha 
quedado resuelta, en el sentido de hacer prevalecer la libertad sindical 
y los mecanismos que requieran las organizaciones sindicales para 
cumplir su cometido colectivo, sobre la exigencia de mantener el 
transcurso ordinario y normal del servicio público prestado por la 
entidad que antes se consideraba afectado por la falta del desempeño 
laboral del servidor sindicalizado.” 
 
Ahora que, en el proceso de negociación colectiva, según lo dispuesto por el Decreto 1092 de 
2012, y respecto de los empleados públicos a quienes se les aplica el mismo, les corresponde 
gozar de la garantía del permiso sindical en los términos de la Ley 584 del 2000 y el Decreto 2813 
de 2000. 
 
1.2.5.4. Derecho de Negociación Colectiva de Empleados Públicos 
 
El artículo 55 de la Constitución Política de 1991, garantiza el derecho de negociación colectiva, 
así: 
 
“Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las 
relaciones laborales, con las excepciones que señale la ley. 
Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para 
la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo.” 
 
Así, observamos que la negociación colectiva constituye un elemento esencial para alcanzar una 
verdadera libertad sindical, puesto que se presenta como el medio justo para alcanzar mejores 
condiciones de vida y de trabajo de aquellos a quienes representan las organizaciones sindicales.  
 
Entonces, no obstante estar autorizados para conformar sindicatos, se ha interpretado que según 
lo dispuesto por el artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo, los empleados públicos no 
pueden presentar pliegos de peticiones, o lo que es lo mismo, no gozan del derecho de 
negociación colectiva. 
 
Pero, buscando cumplir con los estándares internacionales, se ha aparentado entregarles unas 
incoherentes facultades de negociación colectiva, cuyo contenido analizaremos más adelante. 
 
Dicta el artículo 416 del CST: 
 
“los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliegos de 
condiciones ni celebrar convenciones colectivas, pero los sindicatos de 
los demás trabajadores oficiales tienen todas las atribuciones de los 
otros sindicatos de trabajadores, y sus pliegos de peticiones se 
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tramitarán en los mismos términos que los demás, aun cuando no 
puedan declarar o hacer huelga.” 
 
Tal limitación del derecho de negociación colectiva de los empleados públicos, fue considerada 
como legítima por la Corte Constitucional; por ello, pasamos a analizar las decisiones más 
destacadas al respecto. 
 
En sentencia C-110/94, con la ponencia del Dr. José Gregorio Hernández Galindo, la Corte declaró 
exequible el mencionado artículo 416 del CST. Transcribimos algunos apartes de la sentencia en 
mención: 
 
“La disposición legal parte de la distinción, introducida de tiempo atrás 
en el Derecho Laboral colombiano, entre empleados públicos y 
trabajadores oficiales. Mientras los primeros tienen establecida con el 
Estado una relación legal y reglamentaria, los segundos están 
vinculados al servicio público mediante contrato que se rige por 
normas especiales. (...) 
  
“La restricción consagrada en la norma para los sindicatos de 
empleados públicos, sobre presentación de pliegos de peticiones y 
celebración de convenciones colectivas, tiene sustento en el artículo 55 
de la Constitución, que garantiza el derecho de negociación colectiva 
para regular relaciones laborales, con las excepciones que señale la 
ley. La que se considera es una de tales excepciones, establecida en 
norma con fuerza material legislativa. (...) 
  
“El análisis varía tratándose de los trabajadores oficiales, quienes 
tienen con el Estado una relación de índole contractual. Sus sindicatos, 
de acuerdo con la norma bajo examen, tienen todas las atribuciones 
de los otros sindicatos de trabajadores, lo cual no pugna con la 
Constitución y, por el contrario, la desarrolla, de conformidad con lo 
expuesto.” 
 
A su paso, en la sentencia C-377 de 1998, donde obró como ponente el Doctor Alejandro Martínez 
Caballero, se analizó la constitucionalidad del “Convenio 151 sobre la protección del derecho de 
sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración 
pública” y de la Ley 411 de 1997 aprobatoria de dicho instrumento. Y también en tal estadio se 
consideró que la limitación dispuesta para los empleados públicos era legítima, pues la 
negociación colectiva no puede convertirse en elemento que pueda  “afectar en modo alguno la 
facultad que tienen las autoridades de fijar unilateralmente las condiciones de empleo” 
 
 En tal oportunidad señaló la Corte: 
 
“...a diferencia de lo que sucede con los trabajadores oficiales, que 
tienen un derecho de negociación pleno, la búsqueda de soluciones 
concertadas y negociadas no puede llegar a afectar la facultad que la 
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Carta confiere a las autoridades de fijar unilateralmente las 
condiciones de empleo. Esto significa que la creación de mecanismos 
que permitan a los empleados públicos, o sus representantes, 
participar en la determinación de sus condiciones de empleo  es válida, 
siempre y cuando se entienda que en última instancia la decisión final 
corresponde a las autoridades señaladas en la Constitución, esto es, al 
Congreso y al Presidente en el plano nacional, y a las asambleas, a los 
concejos, a los gobernadores y a los alcaldes en los distintos órdenes 
territoriales, que para el efecto obran autónomamente.  Con esa 
misma restricción, es igualmente legítimo que se desarrollen 
instancias para alcanzar una solución negociada y concertada entre 
las partes en caso de conflicto entre los empleados públicos y las 
autoridades. 
  
Ahora bien, las anteriores precisiones en manera alguna implican que 
la Corte debe condicionar el alcance de los artículos 7º y 8º del 
convenio bajo revisión en relación con los empleados públicos, por 
cuanto esas normas autorizan a tomar en cuenta las especificidades 
de las situaciones nacionales. Así, el artículo 7º no consagra un 
derecho de negociación colectiva pleno para todos los servidores 
públicos sino que establece que los Estados deben adoptar “medidas 
adecuadas a las condiciones nacionales” que estimulen la negociación 
entre las autoridades públicas y las organizaciones de servidores 
públicos, lo cual es compatible con la Carta.” 
 
La Corte Suprema de Justicia104, también ha coincidido con tal postura que legitima la restricción, 
pues consideró que la misma: 
 
“no se contrapone a los Convenios 151 y 154 de la OIT, aprobados por 
las Leyes N° 411 del 5 de Noviembre de 1997 y 524 del 12 de Agosto 
de 1999 respectivamente, porque en tales instrumentos 
internacionales se consagra la negociación colectiva para los 
empleados públicos como una de las opciones que puede adoptar la 
autoridad nacional competente o también como una medida deseable 
para que las organizaciones que representan a aquéllos participen con 
las autoridades públicas competentes en el establecimiento de las 
condiciones de trabajo, así como en la solución de sus diferencias 
laborales.  Por  ello, se  hace  en estos una invitación a los Estados para 
que, de acuerdo con las situaciones propias de cada nación, se 
adelanten campañas de estímulo y fomento de tal mecanismo de 
concertación en el sector público. Lo que, además, por mandato 
constitucional - inciso dos del artículo 55 de la C.P. - constituye un 
deber para el Estado colombiano.” 
 
                                                          
104 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia del 5 de junio de 2001. Rad. 16788. M.P. 
Germán Valdés Sánchez. 
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La propia Corte Constitucional considera que según el texto del artículo 55 de la Constitución 
Política, solamente está en manos del legislador permitir a los empleados públicos gozar del 
derecho de negociación sindical105. 
 
En el contexto de las limitaciones normativas en materia de reconocimiento de derechos de 
libertad sindical para los servidores del Estado tienen una notoriedad innegable los decretos que 
han aparentado permitir a los empleados públicos negociar de manera colectiva sus condiciones 
de trabajo. Cuyo contenido pasamos a analizar. 
 
1.2.5.4.1. Decreto 535 de 2009 
 
El Decreto 535 de 2009, reglamentario del artículo 410 del CST, estableció las pautas generales 
para la concertación en las organizaciones sindicales de empleados públicos. Se pretendió 
reglamentar una disposición anterior y contraria a la Constitución Política de 1991, que por lo 
mismo se encontraba derogada. Se pretendió “revivir” una norma inexistente por ser contraria a 
la Constitución, en el concepto de quien escribe. 
 
Al leer el Decreto se ve, a título de ejemplo, que se excluyen del beneficio de la negociación a los 
empleados de alto rango que ejerzan funciones de dirección, conducción y orientación 
institucionales.  
Sin embargo debe tenerse en cuenta que el artículo 1 numeral 2 del Convenio 151 de la OIT, 
estableció que la legislación de cada país miembro debía establecer hasta qué punto eran 
aplicables las garantías del convenio a este tipo de empleados, también que la Corte 
Constitucional se pronunció sobre el derecho de negociación colectiva de los empleados de alta 
confianza así:  
 
“…permite afirmar que los representantes del patrono (hoy 
empleador) no están incluidos entre los trabajadores sindicalizados, 
que pueden representar válidamente al sindicato. De esta manera no 
se discrimina a los empleados directivos que tienen su derecho de 
asociación sindical y se benefician de los logros de la organización)”106, 
es decir que no a todos los empleados que ejerzan funciones de 
directivas o de organización se les puede limitar su ingreso a los 
beneficios de la negociación colectiva y como tal solo se debe limitar a 
los empleados de alta confianza, que por su relación con el Estado 
(especialmente política de dirección), deben mantenerse al margen de 
integrar una organización sindical”107. 
 
Es por todos conocido que el momento cuando se inicia el conflicto colectivo de trabajo, ocurre 
cuando la organización sindical presenta el pliego de peticiones al empleador, y que una vez éste 
es notificado, se inicia una etapa de arreglo directo en que se sientan los representantes del 
empleador por un lado y los representantes del sindicato por otra, para lograr llegar a un acuerdo 
sobre los asuntos laborales de cada uno de los afiliados al sindicato. También que si no se llega a 
un acuerdo en el arreglo directo, los trabajadores pueden acudir a la huelga como mecanismo de 
                                                          
105 Corte Constitucional. Sentencia C-201-02. 
106 Corte Constitucional. Sentencia C-593 de 1993. 
107 Posición que explica la Corte Constitucional cuando analiza la exequibilidad del Convenio 153 de la OIT 
en la sentencia C-377 de 1998 
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presión pacifica para lograr solucionar el diferido o acudir a la vía de la justicia arbitral. Que 
cuando se eligen los representantes de los trabajadores estos gozan de la garantía del fuero 
circunstancial y por lo tanto no pueden ser despedidos por el empleador sin que exista previa 
autorización jurisdiccional.  
 
Sin embargo en el Decreto 535, no se ven reglamentadas estas figuras jurídicas y se guarda 
silencio; creando así un ambiente de no regulación del derecho de negociación colectiva de 
manera completa. Es más, los memoriales respetuosos a los que alude el Decreto, son 
simplemente memoriales que no tienen la fuerza vinculante ni obligatoria para el Estado, que en 
última instancia decide. Tampoco se dice nada acerca de la garantía del fuero circunstancial y por 
lo tanto los representantes de la organización sindical quedan desprotegidos frente a las posibles 
consecuencias de un acuerdo negativo con el Estado.  
 
Así mismo, reglamentar la concertación laboral con las organizaciones sindicales de empleados 
públicos y condicionar su viabilidad al presupuesto que autorice el CONPES, no regula en manera 
íntegra el derecho de negociación colectiva. La Corte Constitucional en la sentencia C-1234 de 
2005, estableció que: 
 
“en tratándose de la negociación colectiva de los empleados públicos 
que si bien no es plena, por lo que se entiende que la decisión final le 
corresponde tomarla al Congreso, al Presidente de la República, a las 
Asambleas Departamentales y Gobernadores y los concejos y alcaldes 
municipales. En tales instancias el Estado no solo tiene la obligación  
no solo de recibir las peticiones o reclamos hechos a través de la 
organización sindical, sino adoptar todos los procedimientos 
encaminados para que las autoridades que son en ultimas las que 
toman las decisiones, evalúen los derechos que reclaman los 
servidores del Estado y que se pueda adoptar una decisión en lo posible 
concertada…” 
 
A su vez, el Convenio 151 de la OIT aprobado por Colombia mediante la Ley 411 de 1997, 
establece que la negociación colectiva se aplica a todas las personas naturales al servicio de la 
Administración Pública, que fomenta la protección a los empleados públicos contra todo tipo de 
discriminación sindical y la negociación colectiva entre la organización de empleados públicos y 
las autoridades como la solución de los conflictos para la determinación de condiciones de 
empleo por negociación colectiva o procedimientos independientes e imparciales como la 
mediación, la conciliación y arbitraje de modo que inspiren confianza en los interesados. 
 
Luego, el Convenio 154 aprobado por la Ley 524 de 1999 establece que las autoridades públicas 
deben fomentar la negociación colectiva, deben ser objetos de consulta previa y de acuerdos 
entre estas y las organizaciones de trabajadores. 
 
De cara a toda la normativa vigente y aplicable para el caso de la negociación colectiva de 
empleados públicos, se puede concluir que el Decreto no reglamentó plenamente el derecho de 
negociación colectiva de los empleados públicos y se limito fue a establecer un procedimiento sin 
efectos jurídicos prácticos, movido quizás para promocionar el tratado de Libre Comercio en los 
Estados Unidos. Por lo tanto este Decreto viene a dejar incólume la no aplicación del derecho de 
negociación colectiva y se llama al deber del Congreso de expedir una ley que responda a los 
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lineamientos de los Convenios 151 y 154, que son ley de la República y la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional. 
 
1.2.5.4.2. Decreto 1092 del 24 de mayo de 2012 
 
Sin respuesta del Congreso de la República, con la constante presión que se imprimió desde 
Estados Unidos a raíz de la suscripción del Tratado de Libre Comercio y de la Organización 
Internacional del Trabajo, el ejecutivo emite el reciente Decreto 1092 del 24 de mayo de 2012. 
Con su texto se pretendió demostrar un gran avance sobre el tema, cuyo pregón es hacer efectivo 
el contenido del Convenio 151 de la OIT, ratificado por el país a través de la Ley 411 de 1997.  
Se trata de un limitado avance, pues claramente no cumple con los mandatos del Convenio 151 
ni del artículo 55 constitucional, pero aun así debe decirse que nos acerca un poco al estado ideal 
de igualdad en la aplicación del derecho de negociación colectiva de los empleados públicos 
colombianos. A continuación una caracterización del contenido del innovador Decreto108. 
 
Al tratarse de una norma reglamentaria, su contenido debe ser analizado desde los predicados 
de la norma originaria, que en éste caso es el Convenio 151 de la OIT. 
 
Campo de Aplicación del Decreto 1092 de 2012 
 
Su campo de aplicación es dirigido a los empleados públicos de: 
 
 Las entidades públicas del orden nacional, departamental, distrital y municipal 
 Los Órganos de Control 
 La Organización Electoral 
 Los Órganos Autónomos e Independientes, tales como las Corporaciones Autónomas 
Regionales, el Banco de la República, la Comisión Nacional del Servicio Civil. 
 
En fin, a todos los empleados públicos, con excepción de: 
 
˟ Los empleados de alto nivel que ejerzan funciones de dirección, conducción 
institucional, cuyo ejercicio implica la adopción de políticas o directrices. 
˟ Uniformados de las Fuerzas Militares y de Policía. 
 
Reconoce las garantías de fuero sindical y permiso sindical 
 
Para el ejercicio de la libertad sindical real dentro del proceso de negociación colectiva, solamente 
durante el mismo y para quienes participen en ellos, se señalan las garantías de fuero sindical y 
permiso sindical. Asunto en el cual aplicarán las disposiciones vigentes sobre la materia. 
 
Asuntos respecto de los cuales procede la Negociación Colectiva de los empleados públicos 
 
 La remuneración establecida para los diferentes empleos, resaltando que para las 
entidades del nivel territorial (Departamentos, Distritos y Municipios) se deberán tener 
en cuenta los límites salariales máximos establecidos por el Gobierno Nacional, para lo 
                                                          
108 Cfr. Cartilla de Negociación Colectiva de Servidores Públicos. Ministerio del Trabajo-Departamento 
Administrativo de la Función Pública. 2013. 
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cual se deberá contar previamente con la disponibilidad presupuestal y responder a la 
política macroeconómica del Estado. 
 El horario de trabajo, dentro de la jornada laboral de 44 horas a la semana, sin afectar la 
prestación del servicio. 
 Calidad de vida laboral (mejoramiento de las condiciones en el puesto de trabajo, 
propender por un ambiente laboral seguro). 
 Adopción de medidas encaminadas a promover y mantener el más alto grado de 
bienestar físico, mental y social de los empleados. 
 Capacitación y estímulos. 
 Bienestar social e incentivos 
 Los demás aspectos que contribuyan a mejorar las condiciones laborales de los 
empleados públicos. 
 
Asuntos excluidos de la negociación colectiva 
 
˟ La estructura organizacional 
˟ Las plantas de personal 
˟ Las competencias de dirección, administración y fiscalización del Estado 
˟ Los procedimientos administrativos 
˟ La Carrera Administrativa 
˟ El Régimen Disciplinario 
˟ El Régimen Prestacional 
˟ En materia salarial podrá haber concertación. Sin perjuicio de lo anterior, en el nivel 
territorial, se respetarán los límites que fije el Gobierno Nacional. 
˟ En materia prestacional las entidades no tienen facultad de negociación. 
 
Requisitos u obligaciones de las organizaciones sindicales en el proceso de construcción y 
negociación de los pliegos de solicitudes 
 
 La Organización Sindical que agrupe a los empleados públicos deberá estar inscrita y 
vigente en el registro sindical del Ministerio del Trabajo. 
 Las solicitudes deberán ser adoptadas por la Asamblea General de la correspondiente 
organización sindical. 
 Tener en cuenta la disponibilidad presupuestal, en los eventos en que se genere gasto en 
asuntos susceptibles de negociación. 
 Los pliegos de solicitudes deberán presentarse en el primer trimestre de cada año 
calendario. 
 Cuando haya en una misma entidad más de una organización sindical, se deberán poner 
de acuerdo para presentar un único pliego de solicitudes, sin perjuicio de que en la mesa 
de discusiones se hagan parte los representantes de las diferentes organizaciones 
sindicales. 
 Informar por escrito a la respectiva entidad pública el nombre de los negociadores que 
las representarán. 
 
Obligaciones de las entidades públicas en el proceso de negociación colectiva 
 
 Recibir el pliego de solicitudes presentado por la organización sindical de empleados 
públicos. 
 Recibido el pliego de solicitudes, la entidad pública empleadora designará sus 
presentantes dentro de los cinco días hábiles siguientes. 
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 Los representantes de la entidad pública serán empleados de nivel directivo que ejerzan 
funciones de dirección o conducción institucional, a los cuales no se les aplica los 
beneficios de la negociación colectiva. 
 El número de representantes de la entidad pública será igual al de los representantes 
designados por la organización sindical. 
 Informar por escrito a la respectiva organización sindical el nombre de los negociadores 
que la representará. 
 La entidad empleadora solo podrá negociar en asuntos de su competencia. 
 
Estructura del proceso de negociación colectiva de empleados públicos 
 
 Estructura del proceso de negociación colectiva de empleados 
públicos 
 
 
 
Sobre el contenido de éste Decreto, recientemente se ha pronunciado la OIT, en los siguientes 
términos: 
 
“Muchos países cuentan con legislaciones o disposiciones específicas 
sobre el derecho de negociación colectiva en la administración pública 
(por ejemplo, Portugal, España, Argentina). A este respecto, se ha 
aprobado recientemente una ley que tiene el mérito de ser corta y de 
incluir un mínimo de referencias al presupuesto del Estado; es el 
decreto núm. 1092 de 24 de mayo de 2012 de Colombia (…)109” 
 
                                                          
109 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La negociación colectiva en la administración pública, 
Un camino a seguir. Estudio General relativo a las relaciones laborales y la negociación colectiva en la 
administración pública. CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO. 2013. P. 124. 
102 REUNIÓN, 2013. 09663(2013-102-1B).  
INICIACIÓN. La discusión del pliego 
de solicitudes empezará dentro de 
los días hábiles siguientes a la 
designación de los negociadores.
DURACIÓN. La negociación se desarrollará durante un período de 20 días 
hábiles, prorrogables por acuerdo entre las partes, hasta por 10 días hábiles 
más. Cuando el pliego de solicitudes contenga aspectos económicos, en 
asuntos susceptibles de negociación de conformidad con el numeral 7º del 
artículo 3° del Decreto 1092 de 2012, la discusión se adelantará teniendo en 
cuenta la obtención de la disponibilidad presupuestal, según lo previsto en el 
numeral 3º del artículo 5º del citado Decreto. Si durante la negociación quedaren 
puntos pendientes de solución, las partes podrán escoger un mediador, de una 
lista única nacional de mediadores integrada por el Ministerio del Trabajo.
CIERRE DE LA NEGOCIACIÓN. 
Una vez concluida la etapa de 
negociación, las partes levantarán 
un acta final en la cual se señalarán 
los acuerdos y desacuerdos; dichas 
actas recogerán también los 
argumentos expuestos por cada una 
de las partes durante la negociación.
ACTOS ADMINISTRATIVOS. La 
entidad empleadora, en un término 
no superior a 15 días hábiles 
contados a partir de la firma del acta 
final suscrita por las partes, expedirá 
los actos administrativos a que haya 
lugar, o dará la respuesta motivada 
de su negativa a las peticiones.
REGISTRO. Copia de las actas 
donde están consignados los 
acuerdos y desacuerdos será 
remitida al Ministerio del Trabajo, 
quien deberá realizar el 
correspondiente registro.
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1.2.5.5. Derecho de huelga de empleados públicos110 
 
El artículo 56 de nuestra constitución política dispone que “se garantiza el derecho de huelga, 
salvo en los servicios públicos esenciales definidos por el legislador”. 
 
En palabras de la Corte Constitucional, la huelga atiende: 
 
“a la utilidad pública, al interés  general de un Estado que se concibe a 
sí mismo como un Estado social, constitucional y democrático de 
Derecho, en cuanto se encuentra encaminado a hacer efectivos los 
derechos de la gran mayoría de los trabajadores asalariados y a buscar 
un mayor equilibrio, justicia y equidad en las relaciones laborales 
propias de un modelo económico capitalista basado en la dinámica 
trabajo-capital, dinámica respecto de la cual es claro para esta 
Corporación que el trabajador constituye la parte débil de la relación, 
razón por la cual se justifican las medidas protectoras, garantistas y 
correctivas por parte del Estado a favor de los trabajadores” 111 
 
Se trata de un derecho que se constituye de varios elementos estructurales, señalados por la OIT 
en el texto “La Libertad Sindical”, que se ha referenciado reiteradamente en éste trabajo112, de 
los cuales pasamos a señalar: 
 
i) es un derecho fundamental de los trabajadores y de sus organizaciones únicamente en la 
medida en que constituya un medio de defensa de sus intereses económicos113; ii) constituye uno 
de los instrumentos esenciales para promover y defender sus intereses profesionales114; iii) es 
corolario indisociable del derecho de sindicación protegido por el Convenio número 87115; iv) no  
busca sólo  la  obtención  de  mejores  condiciones de trabajo o las reivindicaciones colectivas de 
orden profesional, sino también  la  búsqueda  de  soluciones  a  las  cuestiones  de  política  
                                                          
110 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-122/12. 
111 Sentencia de la Corte Constitucional: C-466 de 2008. M.P. Jaime Araujo Rentería y Sentencia de la Corte 
Constitucional: C-858 de 2008. M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 
112 Ibíd. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad Sindical. Recopilación de decisiones y 
principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Quinta Edición 
(Revisada). 2006. 
113 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafo 
520. 
114 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafo 522 
115 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafo 
523. 
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económica y social116; y v) puede ser objeto de restricciones o incluso de prohibición y garantías 
compensatorias117.  
 
Traído ello al ordenamiento jurídico colombiano, encontraremos que por virtud del bloque de 
constitucionalidad, el derecho de huelga cuenta con un doble amparo superior; el que brinda el 
artículo 56 de la Constitución Política, y el que a través de lo dispuesto en el artículo 93 de la 
misma Carta Política, le entrega el Convenio 87 de la OIT, que hace parte del bloque de 
constitucionalidad118. 
 
Éste derecho ha sido caracterizado por la jurisprudencia constitucional de la siguiente manera: 
 
Sentencia C-432 de 1996:  
 
"- El derecho a la huelga no es un derecho fundamental, puesto que 
para su ejercicio requiere de reglamentación legal. 
  
"- Sólo puede ejercerse legítimamente el derecho a la huelga cuando 
se respetan los cauces señalados por el legislador. 
 
"- El derecho a la huelga puede ser objeto de tutela cuando se 
encuentra en conexión íntima con los derechos al trabajo y a la libre 
asociación sindical, derechos que sí ostentan el carácter de 
fundamentales. 
  
"- El derecho a la huelga solamente puede excluirse en el caso de los 
servicios públicos esenciales, cuya determinación corresponde de 
manera exclusiva al legislador, o los señalados como tales por el 
Constituyente, de acuerdo con la interpretación realizada acerca del 
contenido de las normas constitucionales vigentes.  
 
"- El derecho a la huelga puede ser restringido por el legislador para 
proteger el interés general y los derechos de los demás.119  
  
                                                          
116 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafo 
526. 
117 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafos 
570 a 627. 
118 Así lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencias: SU-1185 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil; C-
1234 de 2005, M.P. Alfredo Beltrán Sierra; C-466 de 2008, M.P. Jaime Araujo Rentería; y C-349 de 2009, 
M.P: Luis Ernesto Vargas Silva. 
119 Sentencia T-443 de 1992. 
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"- El derecho a la huelga también puede ser restringido por el legislador 
cuando de su ejercicio se deriva la alteración del orden público. 
 
(…) 
 
C-201 del 2002 (reiterada en sentencias C-691 de 2008, C-349 de 2009, C-466 de 2008): 
 
“sirve de medio legítimo de presión para alcanzar mejores condiciones 
de trabajo y, de esa manera, un equilibrio y justicia sociales, así como 
el respeto de la dignidad humana y la materialización de los derechos 
del trabajador” (…)"De acuerdo con estos parámetros, puede 
afirmarse que, según la Constitución, el derecho de huelga está 
restringido de dos formas: 
 
"a. Está prohibido su ejercicio en los servicios públicos esenciales que 
determine el legislador y, obviamente en los señalados como tales por 
el Constituyente, de acuerdo con la interpretación realizada acerca del 
contenido de las normas constitucionales vigentes.   
 
"b. En los demás casos, su ejercicio debe ceñirse a la reglamentación 
que de él haga el legislador. 
 
(…) el núcleo esencial del derecho de huelga consiste en “la facultad 
que tienen los trabajadores de presionar a los empleadores mediante 
la suspensión colectiva del trabajo, para lograr que se resuelva de 
manera favorable a sus intereses el conflicto colectivo del trabajo. Esta 
facultad, claro está, no es absoluta. El punto es que la huelga 
constituye un mecanismo cuya garantía implica el equilibrar las cargas 
de trabajadores y empleadores en el marco del conflicto colectivo de 
trabajo. Las restricciones al derecho de huelga deberán tener en 
cuenta este propósito, de modo que si bien tal derecho puede ser 
limitado con el fin de proteger otros de mayor jerarquía (v.gr. los 
derechos fundamentales) o el interés general (bajo la forma del orden 
público, por ejemplo), el poder que la Constitución pretende reconocer 
a los trabajadores no puede quedar desfigurado.” 120 
 
Al referirse a éste derecho, señala el artículo 12 del CST que “El Estado colombiano garantiza los 
derechos de asociación y huelga, en los términos prescritos por la Constitución Nacional y las 
leyes” 
 
Igualmente, el artículo 429 del CST dicta que “Se entiende por huelga la suspensión colectiva 
temporal y pacífica del trabajo, efectuada por los trabajadores de un establecimiento o empresa 
                                                          
120 Sentencia C-201 del 2002. 
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con fines y económicos y profesionales propuestos a sus patronos121 y previos los trámites 
establecidos en el presente título.” 
 
Siguiendo lo consagrado en la Constitución Nacional de 1886, vigente para la época de la 
subrogación del artículo 430 del CST por el Decreto Extraordinario 753 de 1956, la huelga está 
prohibida en los “servicios públicos”. Dicta el mencionado artículo del CST: 
 
“Artículo 430 -. Modificado por el Decreto 753 de 1956, art. 1º. 
Prohibición de huelga en los servicios públicos. De conformidad con la 
Constitución Nacional, está prohibida la huelga en los servicios 
públicos. 
 
Para este efecto se considera como servicio público toda actividad 
organizada que tienda a satisfacer necesidades de interés general en 
forma regular y continua, de acuerdo con un régimen jurídico especial, 
bien que se realice por el Estado, directa o indirectamente, o por 
personas privadas. Constituyen, por tanto, servicio público, entre 
otras, las siguientes actividades: 
 
a) Las que se presten en cualquiera de las ramas del poder público; 
b) Las de empresas de transporte por tierra, agua y aire; y de 
acueducto, energía eléctrica y telecomunicaciones ; 
c) Las de establecimientos sanitarios de toda clase, tales como 
hospitales y clínicas; 
d) Los de establecimientos de asistencia social, de caridad y de 
beneficencia  
e) Declarado inexequible en las Sentencias C-075 de 1997 y C-542 de 
1997. Las plantas de leche, plazas de mercado, mataderos y de todos 
los organismos de distribución de estos establecimientos, sean ellos 
oficiales o privados; 
f) Las de todos los servicios de la higiene y aseo de las poblaciones; 
g) Declarado inexequible en las Sentencias C-691 de 2008 y C-715 de 
2008. Las de explotación, elaboración y distribución de sal; 
h) Las de explotación, refinación, transporte y distribución de 
petróleos y sus derivados, cuando estén destinadas al abastecimiento 
normal de combustibles del país a juicio del gobierno; 
i) Derogado por la Ley 48 de 1968, art. 3º, ord. 4º. Cualesquiera otras 
que a juicio del Gobierno interesen a la seguridad, sanidad, enseñanza 
y a la vida económica o social del pueblo. El Gobierno decidirá de las 
actividades de que trata este ordinal, previo concepto que solicite al 
Consejo de Estado.” 
                                                          
121 El aparte subrayado fue declarado exequible condicionalmente por la Sentencia C-858 de 2008 
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Ahora que, para el caso de los sindicatos de empleados públicos, de manera expresa el artículo 
416 del CST señala su imposibilidad para presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones 
colectivas. A su paso, la jurisprudencia constitucional ha reiterado que no tienen derecho a 
declarar huelga.  
 
Desde 1994122 y con ponencia del Dr. José Gregorio Hernández Galindo, la Corte Constitucional 
ha sostenido que los empleados públicos no gozan del derecho de huelga, por cuanto: 
 
“El artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo, al cual se refiere 
esta sentencia, debe ser examinado en cuanto a su materia a la luz de 
la Carta Política de 1991, para verificar si en algún sentido sufrió 
modificación. Al hacerlo, encuentra la Corte: La restricción consagrada 
en la norma para los sindicatos de empleados públicos, sobre 
presentación de pliegos de peticiones y celebración de convenciones 
colectivas, tiene sustento en el artículo 55 de la Constitución, que 
garantiza el derecho de negociación colectiva para regular relaciones 
laborales, con las excepciones que señale la ley. La que se considera es 
una de tales excepciones, establecida en norma con fuerza material 
legislativa. Obviamente, si los empleados públicos no pueden 
presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas, 
tampoco pueden declarar ni hacer huelga, lo cual resulta apenas 
lógico si se tiene en cuenta el vínculo legal y reglamentario existente 
entre ellos y el Estado”. 
 
En tal contexto, luego de terminada la última etapa del proceso de negociación del pliego de 
solicitudes, todo sindicato de empleados públicos se ve obligado a esperar que, de conformidad 
con las disposiciones legales del caso, sea la voluntad unilateral del gobierno en sus diferentes 
órdenes, la que disponga el resultado final de sus peticiones. 
 
1.2.6. Derecho de Libertad Sindical de Trabajadores Oficiales 
 
Siendo que el tipo de vinculación de éstos trabajadores es contractual, en lo tocante al derecho 
colectivo del trabajo les aplica el Código Sustantivo del Trabajo123, normativa a la que ya se ha 
referido. Por lo mismo, en éste aparte se presentarán algunas precisiones relativas al caso de los 
trabajadores oficiales. 
 
Los sindicatos de trabajadores oficiales tienen todas las atribuciones de los sindicatos de los 
empleados del sector privado y sus pliegos de peticiones se tramitarán en los mismos términos 
que los demás, aun cuando no puedan declarar o hacer huelga, en el caso de los que tengan a su 
cargo la prestación  de servicios públicos esenciales definidos por el legislador, que valga decirlo, 
a la fecha no han sido definidos. 
 
 
                                                          
122 Sentencia C-110 de 1994 
123 Art. 3 del CST. 
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1.2.6.1. Derecho de asociación sindical de trabajadores oficiales 
 
El Código Sustantivo del Trabajo dedica los artículos 353 y subsiguientes para referirse a los 
derechos de asociación sindical, negociación colectiva y huelga. 
 
Señala entonces, en su artículo 353124, que: 
 
 “los empleadores y los trabajadores tienen el derecho de asociarse libremente en defensa 
de sus intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos; estos poseen el 
derecho de unirse o federarse entre sí”  
 
 “Las asociaciones profesionales o sindicatos deben ajustarse en el ejercicio de sus 
derechos y cumplimiento de sus deberes, a las normas de este título y están sometidos a 
la inspección y vigilancia del Gobierno, en cuanto concierne al orden público” 
 
En éste tema, vale señalar que la Ley 26 de 1976, por la cual se ratifica el Convenio 87 de la OIT, 
señala en su artículo 8 que los trabajadores, empleadores y sus organizaciones están obligados a 
respetar la legalidad, como cualquier otra persona. 
 
 “Los trabajadores y empleadores, sin autorización previa, tienen el derecho de constituir 
las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a éstas con la sola 
condición de observar los estatutos de las mismas” 
 
En cuanto a su contenido, la doctrina y la jurisprudencia se han encargado de  señalar la libertad 
negativa y positiva del derecho de asociación sindical. 
En el primer caso está la libertad de asociación implica que cualquier trabajador, bajo la sola 
condición observar los estatutos de las organizaciones sindicales, puede asociarse a ellas. Pero 
también se aplica a las organizaciones sindicales, por cuanto deben formarse libremente, ejercer 
sus funciones con autonomía y pueden afiliarse a organizaciones de mayor grado. 
En el segundo caso, se señala que se cuenta con el derecho de no afiliarse a ninguna asociación 
sindical. Es, simplemente, el derecho a no ser obligado a pertenecer a un sindicato. 
 
El marco legal señalado en el artículo 356 del Código Sustantivo del Trabajo, clasifica a los 
sindicatos de trabajadores en: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
124 Que fuera puesto a tono con la Constitución de 1991 a través de la modificación señalada por la Ley 584 
del 2000. 
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 Clases de Sindicatos según el CST 
 
Dentro de los sindicatos compuestos por trabajadores oficiales, predomina tajantemente su 
conformación como sindicatos de empresa. Dentro de los ejemplos se tiene al Sindicato de 
trabajadores oficiales del Departamento del Valle del Cauca, Sindicato de trabajadores oficiales 
del municipio de Jamundí, Sindicato de trabajadores oficiales municipio de Santiago de Cali, 
Sindicato de trabajadores oficiales del municipio de Bugalagrande, Sindicato de trabajadores 
oficiales del municipio de Sevilla125, entre otros. 
 
La normatividad relativa a la organización de los sindicatos de trabajadores oficiales, señala  que 
para su constitución y subsistencia, requieren de un número mínimo de 25 miembros si son de 
trabajadores, y de 5 si son de empleadores, que deben ser independientes entre sí. 
 
En cuanto a su proceso de constitución, disolución y liquidación se rigen según lo dispuesto por 
el CST en su parte colectiva. 
 
1.2.6.2. Derecho de negociación colectiva de trabajadores oficiales 
 
Bajo la legislación laboral actual, los trabajadores oficiales desarrollan sus negociaciones 
colectivas según lo dispone el articulado del CST, del número 429 y subsiguientes. En tal sentido, 
sus negociaciones colectivas parten de la presentación de un pliego de peticiones, para pasar a 
una etapa de arreglo directo en cuya finalización se decide por la Asamblea General de Afiliados 
al Sindicato, si se adelanta huelga o se opta por el Tribunal de Arbitramento Voluntario. Pero ésta 
decisión se encuentra limitada, en tanto el servicio que preste la entidad pública a la cual éstos 
trabajadores oficiales se encuentren vinculados, se encuentre dentro de aquellas que prestan 
servicios públicos de carácter esencial. En tal caso, una vez terminada la etapa de arreglo directo, 
los conflictos económicos respecto de los cuales no se hay alcanzado consenso, irán 
obligatoriamente a Tribunal de Arbitramento. Como resultado del arreglo directo, de la huelga o 
del Tribunal de Arbitramento, se tiene, según corresponda, una Convención Colectiva del Trabajo 
o un Laudo Arbitral.  
 
                                                          
125 Todos ellos afiliados a la Central Unitaria de Trabajadores. 
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En el primero de los casos, puede tomarse como referencia el proceso de negociación colectiva 
llevado a cabo por los trabajadores del Hospital Militar Central, de cuyo resultado se dispuso una 
Convención Colectiva del Trabajo con vigencia entre 2011 y 2012126. 
 
1.2.6.3. Del Derecho de huelga y sus restricciones 
 
Por tratarse de un derecho del cual gozan, de manera limitada los trabajadores oficiales y dado 
que se trata de un tema controversial, a continuación un análisis jurisprudencial que presenta la 
actual tendencia de la guardiana constitucional al respecto. 
 
A través de las providencias emitidas por la Corte Constitucional en ejercicio del control de 
constitucionalidad abstracto y concreto sobre el derecho de huelga, se ha determinado su 
contenido, alcance y limitaciones en su ejercicio. A continuación se presenta una recopilación las 
decisiones destacas en cuanto al derecho de huelga en Colombia, y por tratarse de un asunto de 
gran controversia, adelante se dedica un espacio importante en cuanto a las limitaciones en su 
ejercicio. 
 
Sentencia C-009 de 1994. M.P. Antonio Barrera Carbonell: 
 
“el derecho de huelga (…) constituye un medio para que los 
trabajadores y las asociaciones sindicales defiendan sus intereses 
económicos y sociales, en lo relativo a la obtención de mejoras en las 
condiciones de trabajo y reivindicaciones en el ámbito de la respectiva 
profesión u oficio, como también en la implementación de políticas 
gubernamentales en el campo social y económico'". 
 
En ésta sentencia se presenta un recorrido histórico en cuanto al carácter del derecho de huelga. 
Acudiendo al Maestro Mario de la Cueva127, se señala que nació como un derecho individual del 
hombre, para decidir no trabajar, que se consolidaba por el ejercicio simultáneo de muchos 
individuos trabajadores. De allí que fuera un acto ilícito, pues era incumplir una de las 
obligaciones de todo contrato de trabajo, la prestación del servicio. 
Pero actualmente, la huelga ha modificado en su estructura, y se erige como “un medio de acción 
directa, coactivo y legítimo sobre los empleadores particulares o del Estado para obligarlos a 
ceder frente a los reclamos de los trabajadores, con el fin de asegurar la creación de un orden 
económico y social más justo en el ámbito de la empresa". Se trata entonces de un derecho 
colectivo, no individual de los trabajadores. 
 
                                                          
126 Texto disponible en 
http://www.google.com.co/url?sa=t&rct=j&q=Hospital+Militar+Central+Convenci%C3%B3n+Colectiva+de
l+Trabajo+con+vigencia+entre+2011+y+2012&source=web&cd=1&cad=rja&ved=0CCkQFjAA&url=http%3
A%2F%2Fwww.asemil.org.co%2Fnegociaciones%2FConvencion-Trabajadores-
Oficiales.pdf&ei=MbCSUf7sCpDE0AHx4IDIBw&usg=AFQjCNHEt0HibIA7HrJwLXCordPUw5CnSA 
127 Derecho Mexicano del Trabajo, tomo II pág. 766, novena edición, Editorial Porrua S.A. 
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A continuación una línea jurisprudencial sobre el tema: 
 
 
1.2.6.3.1. Restricciones al derecho de huelga 
 
Consagrado en el artículo 56128 de la Carta Política, se erige la única  restricción aplicable al 
derecho de huelga, los servicios públicos esenciales; últimos respecto de los cuales aplica el 
requisito de reserva legal. Esto último significa que corresponde de manera exclusiva al legislador 
la determinación de los servicios públicos esenciales. Pero, el Código Sustantivo del Trabajo de 
1961 en el artículo 430, contiene un listado de actividades que considera “servicios públicos” y 
respecto de los cuales y “de conformidad con la Constitución Nacional, está prohibida la huelga”  
 
 
 
 
 
                                                          
128 Dice el aparte respectivo del artículo 56 “Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos 
esenciales definidos por el legislador. La ley reglamentará este derecho (…)” 
SENTENCIA 
C-009 DE 
1994.
Es un derecho colectivo, no 
individual. Su declaratoria 
debe atenerse al marco legal 
para tal efecto dispuesto
C-473/94 
M.P. 
Alejandro 
Martínez 
Caballero
C-085/95. 
MP. Jorge 
Arango 
Medina
Los trabajadores no sindicalizados, por ser 
minoritarios, deben someterse a la regla de la 
mayoría colectiva, que se encuentra representada 
en el sindicato, cuando optan por ir a la huelga.
C-075 de 
1997  M.P. 
Hernando 
Herrera 
Vergara
La huelga es fundamental para la 
conformación de un Estado democrático, 
participativo y pluralista, pues surge de la 
necesidad de conducir los conflictos 
laborales por cauces democráticos
C-271/99. 
MP. 
Antonio 
Barrera 
Carbonell
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Sumado a ello, en jurisprudencia reciente el alto tribunal constitucional ha dictado que las 
restricciones que se impongan al ejercicio del derecho de huelga deben ser129: 
 
 
 Necesarias, 
 Indispensables, 
 Razonables y  
 Proporcionadas  
 
 
 
 
Entonces, actualmente son considerados servicios públicos esenciales limitados del ejercicio del 
derecho de huelga: 
 
˟ La Banca Central130,  
˟ La seguridad social relacionada con salud y pago de pensiones131,  
˟ Los servicios públicos domiciliarios132,  
˟ La administración de justicia133,  
˟ El Servicio que presta el Instituto Nacional Penitenciario “INPEC”134,  
˟ El transporte público aéreo, marítimo, fluvial, férreo, masivo y terrestre y  su operación  
en el territorio nacional135,  
˟ La prevención y control de incendio136,  
˟ Las actividades de la Dirección de Aduanas e Impuestos Nacionales (DIAN)137 
Entre otros. 
 
Pero, se insiste, estas limitaciones deben atender a lo señalado por la Organización Internacional 
del Trabajo, en lo relacionado con lo que se debe entender como servicio público esencial y las 
justificaciones para limitar el ejercicio de éste derecho. 
 
En tal sentido, recogemos las palabras de la OIT: 
 
                                                          
129 Sentencia de la Corte Constitucional: C-1369 de 2000, M.P. Antonio Barrera Carbonell; Sentencia de la 
Corte Constitucional: C-858 de 2008. M.P. Nilson Pinilla Pinilla 
130 Ley 31 de 1992. inciso 2o. del artículo 39. “Por la cual se dictan las normas a las que deberá sujetarse el 
Banco de la República para el ejercicio de sus funciones, el Gobierno para señalar el régimen de cambio 
internacional, para la expedición de los Estatutos del Banco y para el ejercicio de las funciones de 
inspección, vigilancia y control del mismo, se determinan las entidades a las cuales pasarán los Fondos de 
Fomento que administra el Banco y se dictan otras disposiciones” Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-
521 de 1994. MP. Jorge Arango Mejía. 
131 Ley 100 de 1993. Art. 4. “Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan 
otras disposiciones” 
132 Ley 142 de 1994. Art. 4. “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se 
dictan otras disposiciones”. Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-663 del 2000. MP. Antonio Barrera 
Carbonell. 
133 Ley 270 de 1996. Art. 125. Estatutaria de la administración de justicia. 
134 Decreto 407 de 1994. 
135 De conformidad con la Ley 105 de 1993, y con las normas que la modifiquen o sustituyan. 
136 Ley 322 de 1996. 
137 Ley 633 de 2000 
A la finalidad que se 
pretende alcanzar, con 
el fin de no hacerlo 
nugatorio o 
impracticable, pues si 
ello no es así, se 
atentaría contra la 
libertad sindical 
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“El derecho de huelga puede limitarse o prohibirse: 1) en la función pública sólo en el caso de 
funcionarios que ejercen funciones de autoridad en nombre del Estado, o 2) en los servicios 
esenciales en el sentido estricto del término (es decir, aquellos servicios cuya interrupción podría 
poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona en toda o parte de la población)”138. 
 
Incluso, se propone un listado de los servicios públicos considerados como esenciales, y cuales 
no lo son. Entonces, según el documento “Libertad Sindical”, pueden ser considerados como 
servicios esenciales:  
 
“– el sector hospitalario (…); 
– los servicios de electricidad (…); 
– los servicios de abastecimiento de agua (…); 
– los servicios telefónicos (…); 
– la policía y las fuerzas armadas (…); 
– los servicios de bomberos (…); 
– los servicios penitenciarios públicos o privados (…); 
– el suministro de alimentos a los alumnos en edad escolar y la limpieza 
de los establecimientos escolares (…); 
– el control del tráfico aéreo (…)”139. 
 
No constituirán servicios esenciales en el sentido estricto del término:  
 
“– la radio-televisión (…); 
– los sectores del petróleo (…); 
– los puertos (…); 
– los bancos (…); 
– los servicios de informática para la recaudación de aranceles e 
impuestos (…); 
– los grandes almacenes y los parques de atracciones (…); 
– la metalurgia y el conjunto del sector minero (…); 
– los transportes, en general (…); 
– los pilotos de líneas aéreas (…) 
– la generación, transporte y distribución de combustibles (…) 
                                                          
138 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafo 
576. 
139 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafo 
585. 
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– los servicios ferroviarios (…) 
– los transportes metropolitanos (…); 
– los servicios de correos (…). 
– el servicio de recolección de basuras (…); 
– las empresas frigoríficas (…); 
– los servicios de hotelería (…); 
– la construcción (…); 
– la fabricación de automóviles (…); 
– las actividades agrícolas, el abastecimiento y la distribución de 
productos alimentarios (…); 
– la Casa de la Moneda (…); 
– la Agencia Gráfica del Estado y los monopolios estatales del alcohol, 
de la sal y del tabaco (…); 
– el sector de la educación (…); 
– empresas de embotellamiento de agua mineral (…)”140. 
 
Sumado a ello, la OIT ha señalado que para determinar los casos en los que podría prohibirse la 
huelga, el criterio determinante es la existencia de una amenaza evidente e inminente para la 
vida, bienes y la seguridad o la salud de toda o parte de la población de la siguiente manera: 
 
“Lo que se entiende por servicios esenciales en el sentido estricto de la 
palabra depende en gran medida de las condiciones propias de cada 
país. Por otra parte, este concepto no es absoluto puesto que un 
servicio no esencial puede convertirse en servicio esencial cuando la 
duración de una huelga rebasa cierto período o cierto alcance y pone 
así en peligro la vida, la seguridad de la persona o la salud de toda o 
parte de la población”141.  
 
Pero también ha reconocido, que “lo que se entiende por servicios esenciales en el sentido estricto 
de la palabra depende en gran medida de las condiciones propias de cada país”142. 
 
Entonces, vale preguntarse, ¿qué se entiende por servicio público esencial en Colombia? 
 
                                                          
140 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafo 
587. 
141 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del 
Consejo de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 
2006, párrafo 581. 
142 La libertad sindical, Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT, Oficina  Internacional del Trabajo, Quinta edición (revisada), 2006, párrafo 
582. 
 105 Trabajo Final de Grado. Libertad Sindical de los Servidores Públicos. Caso colombiano. 
Sobre la limitación del ejercicio del derecho de huelga en los servicios públicos esenciales, vale 
recordar lo dicho al seno de la Asamblea Nacional Constituyente: 
 
“En las propuestas que surgieron de las mesas de trabajo sobre los 
temas laborales y en los proyectos de reforma constitucional que 
hacen referencia al derecho de huelga, es interesante observar que 
todos ellos defienden este derecho de los trabajadores en defensa de 
sus intereses, aunque (…) plantean excepciones en los casos de la 
prestación de los servicios esenciales, en otros piden señalar 
constitucionalmente los sectores en que debe prohibirse o se deja a 
que la ley, o sea el legislador, sea quien reglamente su ejercicio, 
duración y limitaciones. Se mantiene así, el criterio universal adoptado 
por la Organización Internacional del Trabajo (OIT), de que la 
reglamentación, apenas natural, del derecho de huelga por parte del 
legislador no puede llevar a la negación de este derecho y menos a 
dejar de estimular mecanismos de concertación y autocontrol sindical 
para el desarrollo de la misma, con el fin de garantizar la prestación 
de servicios esenciales a la comunidad, de encontrar la solidaridad 
ciudadana en casos de urgencia, catástrofes o calamidades y para 
evitar que se convierta en factor de desestabilización política de la vida 
democrática de un país. 
  
Hemos considerado, entonces, en el articulado propuesto, mantener el 
derecho, pero dejar a la ley la reglamentación de su ejercicio, duración 
y limitaciones, lo mismo que los procedimientos para asegurar la 
prestación de los servicios públicos esenciales a la comunidad”.143  
 
Sobre éste punto, también se ha pronunciado la jurisprudencia constitucional en múltiples 
ocasiones, pero en ésta oportunidad la atención se centrará en las sentencias C-473 de 1994, C-
450 de 1995, C-432 de 1996 y C-075 de 1997, C-691 de 2008, C-349 de 2009, T-171 de 2011 y C-
122 de 2012. 
 
SENTENCIA C-473 DE 1994 
 
El problema jurídico planteado por la parte demandante en éste proceso, se resume de la 
siguiente manera “¿las normas acusadas (que incluye el artículo 430 del CST) violan 
materialmente la Constitución, por cuanto restringen de manera ilegítima el derecho de huelga 
reconocido por la Carta fundamental, ya que prohíben el ejercicio de este derecho en el género 
(servicios públicos) mientras que la Constitución sólo prevé tales restricciones para la especie 
(servicios públicos esenciales)? 
 
Al respecto, señala el demandante “(…) mientras que una ley posterior a la Constitución de 1991 
no defina cuáles son los servicios públicos esenciales en los cuáles no está garantizada la huelga, 
                                                          
143 Exposición de motivos de la ponencia presentada para el estudio de la Comisión Quinta de la Asamblea 
Nacional Constituyente. Gaceta Constitucional N° 45, pág. 3. Tomado de “Constitución Política de 
Colombia, Origen, Evolución y Vigencia”, Carlos Lleras de la Fuente y Marcel Tangarife Torres. Ed. Diké, 
1996, tomo I, pág. 252. 
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no es posible restringir el derecho de huelga con base en una legislación preconstituyente que es 
contraria a la Carta (…)144” 
 
Como obiter dicta destacables de la providencia referida, se encuentran: 
 
a. “(…) la Constitución admite que, dentro de los marcos legales, los 
trabajadores tienen derecho a utilizar ciertas medidas de 
presión, como la cesación concertada de trabajo, a fin de 
proteger sus intereses en los conflictos socioeconómicos (…)” 
b. A los conflictos laborales les pueden ser proporcionales cauces 
institucionales adecuados, ya que la función del régimen 
constitucional no es suprimir el conflicto -inmanente a la vida en 
sociedad- sino regularlo. 
c. “(…) La excepción a la garantía  constitucional de un derecho 
debe ser siempre interpretada de manera restrictiva, a fin de que 
ella sea lo menos gravosa posible (…)” 
d. “(…) La Carta no establece ninguna limitación sobre los tipos de 
huelga, por lo cual el contenido de este derecho debe ser 
interpretado en sentido amplio (…)” 
e. La Corte recurre a sus palabras anteriores “(…) el derecho de 
huelga ha de ejercerse dentro del presupuesto del marco jurídico 
invocado por el Preámbulo, atendiendo a la prevalencia del 
interés general (…)145” 
 
Ahora que, como ratio decidendi de la sentencia, se encuentran: 
 
a. “(…) la Constitución ha establecido dos requisitos diferentes para 
que se pueda excluir el derecho de huelga de una determinada 
actividad.” 
i. Es necesario que ésta sea materialmente un servicio público 
esencial.  
ii. Es necesario que el Legislador haya expresamente definido 
la actividad como servicio público esencial y restringido el 
derecho de huelga en ella 
b. “(…) la Constitución distingue normativamente los servicios 
públicos de los servicios públicos esenciales a fin de hacer de los 
segundos una especie de los primeros. Y es a partir de tal 
constatación que el Legislador debe definir los servicios públicos 
esenciales y que la Corte debe ejercer, en un futuro, el control 
material de tales definiciones, en caso de que éstas sean 
sometidas a su revisión. (…)” 
c. “(…) La segunda prohibición contenida en el inciso primero del 
artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo, y que se refiere a 
los servicios no esenciales, se sitúa, por definición, por fuera del 
ámbito en donde es restringible el derecho de huelga; ella no es 
entonces admisible desde el punto de vista constitucional (…)” 
                                                          
144 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-473 de 1994. 
145 Corte Constitucional. Sentencia  T-443/92 del 6 de julio de 1992. MP José Gregorio Hernández Galindo. 
Gaceta de la Corte Constitucional, 1992, Tomo 3, Pp. 297 y ss. 
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De allí que en su decisum, la Corte Constitucional señala exequibilidad del inciso primero del 
artículo  430 del Código Sustantivo del Trabajo,  siempre que se trate, conforme al artículo 56 de 
la Constitución Política, de servicios públicos esenciales definidos por el Legislador. 
 
Entonces, para poder determinar si el listado de los servicios públicos mencionados en el artículo 
430 del CST son o no servicios públicos esenciales, se deberá acudir al legislador, quien define tal 
situación. 
 
Pero lamentablemente, al Congreso de la República le ha tomado más de veinte años establecer 
qué es un servicio público esencial, y enlistar aquellos así considerados, en los cuales es clara la 
prohibición de la huelga. Solo se cuenta con legislación dispersa que se ha emitido en cuestiones 
particulares tales como: 
- Los relacionados con la actividad de la banca central (inciso 2° del artículo 39 de la Ley 31 
de 1992),  
- Los servicios públicos domiciliarios (Ley 142 de 1994) 
- El servicio se seguridad social en lo relacionado con el sistema general de seguridad social 
en salud (artículo 4° de la Ley 100 de 1993), 
- Sistema general de pensiones (artículo 4° de la Ley 100 de 1993),  
 
SENTENCIA C-432 DE 1996 
 
Con ponencia del Magistrado Dr. Carlos Gaviria Díaz, la Corte realiza un importante ejercicio de 
recopilación de sus decisiones más destacadas sobre el tema del derecho de huelga y sus 
restricciones. Dado su importante carácter, se transcribirá un prolongado aparte de su texto: 
 
“(...) La Constitución restringió en dos formas el derecho de huelga: la 
primera, con la prohibición de su ejercicio en los servicios públicos 
esenciales que determine el Legislador y en los señalados como tales 
por el Constituyente. 
 
(…) 
 
En repetidas ocasiones se ha pronunciado la Corte sobre el alcance que 
tiene esta disposición [art. 56 de la CP], si se interpreta bajo la óptica 
de los principios constitucionales. Las directrices que se derivan de esta 
doctrina pueden sintetizarse de la siguiente manera: 
 
- El derecho a la huelga no es un derecho fundamental, puesto que 
para su ejercicio requiere de reglamentación legal.146  
- Sólo puede ejercerse legítimamente el derecho a la huelga cuando se 
respetan los cauces señalados por el legislador.147 
                                                          
146 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-443/92 M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
147 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-473/94 M.P. Alejandro Martínez Caballero 
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- El derecho a la huelga puede ser objeto de tutela cuando se encuentra 
en conexión íntima con los derechos al trabajo y a la libre asociación 
sindical, derechos que si ostentan el carácter de fundamentales.148  
- El derecho a la huelga solamente puede excluirse en el caso de los 
servicios públicos esenciales, cuya determinación corresponde de 
manera exclusiva al legislador, 149 o los señalados como tales por el 
Constituyente, de acuerdo con la interpretación realizada acerca del 
contenido de las normas constitucionales vigentes.  
- El derecho a la huelga puede ser restringido por el legislador para 
proteger el interés general y los derechos de los demás.150  
El derecho a la huelga también puede ser restringido por el legislador 
cuando de su ejercicio se deriva la alteración del orden público.151  
 
De acuerdo con estos parámetros, puede afirmarse que, según la Constitución, el derecho de 
huelga está restringido de dos formas: 
 
a. Está prohibido su ejercicio en los servicios públicos esenciales que determine el legislador y, 
obviamente en los señalados como tales por el Constituyente, de acuerdo con la interpretación 
realizada acerca del contenido de las normas constitucionales vigentes.   
 
b. En los demás casos, su ejercicio debe ceñirse a la reglamentación que de él haga el legislador.  
 
Estas facultades limitadoras que se delegan de manera exclusiva en el órgano legislativo, sin 
embargo, no pueden ser desarrolladas de manera arbitraria; de lo contrario, el derecho de huelga 
dejaría de ser un verdadero derecho. Por esta razón, la Corte puede entrar a revisar la 
reglamentación a la que se encuentra sometido el derecho, para determinar si ésta corresponde 
a los principios que informan la Constitución.  
 
En el caso de los servicios públicos esenciales, ya la Corte ha indicado que la potestad del 
legislador está circunscrita por la determinación material del concepto mismo de “servicio público 
esencial” (Sentencia C-473 de 1994, magistrado ponente: Alejandro Martínez Caballero), pues se 
desvanecería el derecho si todo lo que el legislador calificara de esta forma, por ese solo hecho, 
correspondiera al concepto al que ha querido referirse el Constituyente.  
 
En cuanto a la fijación de los derroteros que determinan la posibilidad de ejercer el derecho en 
los demás casos, el legislador está limitado por el contenido del núcleo esencial del derecho. Para 
concretar esta frontera en el caso de la huelga, debe atenderse a la definición que la Corte le ha 
asignado al término. La sentencia T-426 de 1992, de la que fue ponente el magistrado Eduardo 
Cifuentes Muñoz, es particularmente esclarecedora al respecto. En ella se afirma: 
 
                                                          
148 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia. C-473/94 Ibídem. 
149 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-110/94 M.P. José Gregorio Hernández Galindo, C-473/94 M.P. 
Alejandro Martínez Caballero, C-179/94 M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
150 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia. T-443/92 M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
151 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia. 115/91 y CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-548/94 M.P. 
Hernando Herrera Vergara  
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“(...) el contenido esencial de un derecho fundamental consiste en 
aquellas facultades o posibilidades de actuación necesarias para que 
el derecho sea reconocible como pertinente al tipo descrito y sin las 
cuales dejaría de pertenecer a este tipo, desnaturalizándose. (...) el 
núcleo esencial del derecho fundamental es aquella parte de su 
contenido que es absolutamente necesaria para que los intereses 
jurídicamente protegibles, que dan vida al derecho, resulten real, 
concreta y efectivamente protegidos. De este modo, se rebasa o 
desconoce el núcleo esencial cuando el derecho queda sometido a 
limitaciones que lo hacen impracticable o lo dificultan más allá de lo 
razonable o lo despojan de la necesaria protección.” 
 
Conforme a esta definición puede señalarse como núcleo esencial del derecho de huelga, la 
facultad que tienen los trabajadores de presionar a los empleadores mediante la suspensión 
colectiva del trabajo, para lograr que se resuelva de manera favorable a sus intereses el conflicto 
colectivo del trabajo. Esta facultad, claro está, no es absoluta. El punto es que la huelga constituye 
un mecanismo cuya garantía implica el equilibrar las cargas de trabajadores y empleadores en el 
marco del conflicto colectivo de trabajo. Las restricciones al derecho de huelga deberán tener en 
cuenta este propósito, de modo que si bien tal derecho puede ser limitado con el fin de proteger 
otros de mayor jerarquía (v.g. los derechos fundamentales) o el interés general (bajo la forma del 
orden público, por ejemplo), el poder que la Constitución pretende reconocer a los trabajadores 
no puede quedar desfigurado.” 
 
SENTENCIA C-450 DE 1995.  
 
Ésta sentencia es de importancia, por cuanto en ella se sientan algunos criterios, simplemente 
indicativos, para definir lo que por servicios públicos esenciales debe entenderse. 
 
Dice la sentencia: 
 
“El carácter esencial de un servicio público se predica, cuando las 
actividades que lo conforman contribuyen de modo directo y concreto 
a la protección de bienes o a la satisfacción de intereses o a la 
realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y 
efectividad de los derechos y libertades fundamentales” 
 
Para analizar si las actividades demandadas constituían materialmente  servicios públicos 
esenciales, esta Corporación afirmó: 
 
“(…) En lo atinente a las actividades de explotación, refinación y 
transporte de petróleo y sus derivados, a que alude la letra h), estima 
la Corte que éstas son actividades básicas y fundamentales para 
asegurar a su vez otras actividades esenciales, como el transporte, la 
generación de energía, etc., todas ellas dirigidas a asegurar 
igualmente el ejercicio o disfrute de los derechos fundamentales. Por 
consiguiente, dichas actividades constituyen servicios públicos 
esenciales” 
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SENTENCIA C-075 DE 1997 
 
Obiter dicta:  
 
a. “(…) La garantía de ese derecho no se consagró en forma absoluta; únicamente, se vio 
limitada en aquellas actividades que constituyan servicios públicos esenciales, lo cual 
marca una notable diferencia con la Constitución Nacional de 1886 (art. 18) que 
consagraba el derecho de los trabajadores a declarar la huelga en todas aquellas 
actividades que no constituyeran servicios públicos, reservando a la ley la reglamentación 
de su ejercicio. (…)” 
b. La definición de los servicios públicos esenciales delimita el ámbito de acción de la huelga 
con miras a la protección de los derechos fundamentales de los usuarios de esos servicios 
y se encuentra sujeta a reserva legal. 
c. “(…) ésta Corporación en ejercicio del control jurisdiccional de constitucionalidad, se ha 
pronunciado sobre la delimitación material del concepto de servicios públicos esenciales 
reiterando, en primer término, que el Legislador sólo podrá limitar el derecho de huelga en 
una determinada actividad cuando sea materialmente un servicio público esencial y 
siempre que la misma haya sido definida legalmente con esa naturaleza y presente la 
restricción del ejercicio del derecho de huelga 152; salvo que, como lo ha expresado ya esta 
Corporación, el Constituyente de 1991 le haya otorgado el carácter de esencial, como a los 
servicios públicos enunciados en el artículo 366 superior” 
 
La Corte cierra su sentencia con la enunciación de la ratio decidendi de la siguiente manera: 
 
“En conclusión, para la Corte, solamente, constituyen servicios 
públicos esenciales las actividades que el mismo Constituyente de 
1991 señaló como tales (C.P., art. 366) o aquellas que, concretamente, 
han sido definidas por el Legislador como esenciales, a partir de la 
expedición de la nueva Constitución Política” 
 
Los anteriores pronunciamientos no presentan mayores dificultades y han mantenido 
homogéneo el avance de la línea jurisprudencial. Pero a raíz de lo señalado por el Comité de 
Libertad Sindical de la OIT, plasmado en el 337° Informe llevado a cabo en junio de 2005, y a partir 
de la sentencia T-171 de 2011, en Colombia se ha abordado una nueva teoría en cuanto a los 
alcances de la restricción del derecho de huelga en los servicios públicos esenciales, 
particularmente importante en el caso de los trabajadores oficiales. Se trata del servicio mínimo 
negociado de funcionamiento, que se pasa a exponer. 
 
SENTENCIA C-691 DE 2008153. 
 
El criterio empleado en la sentencia C-450 de 1995 para determinar si una actividad constituye 
un servicio público esencial, según contribuya directamente a la protección de bienes, 
satisfacción de intereses o realización de valores, fue considerado demasiado amplio en la 
Sentencia C-691 de 2008, puesto que “innumerables actividades de la vida social y económica 
están relacionadas con los derechos y libertades fundamentales”, lo que podría desnaturalizar la 
                                                          
152 Sentencia C-473/94, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
153 Rememorada por la Corte Constitucional en su sentencia T-171 de 2011, que más adelante se estudia. 
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garantía del derecho de huelga contenida en el artículo 56 de la Constitución, al extender de 
manera inadmisible el ámbito de restricción del derecho de huelga. 
Por ello, en dicho pronunciamiento, acudiendo a la doctrina internacional en la materia, 
específicamente a los desarrollos que sobre la misma se han adelantado al interior de los órganos 
de control de la OIT, el Comité de Libertad Sindical (CLS) y la Comisión de Expertos en Aplicación 
de Convenios y Recomendaciones (CEACR), la Corte estimó que “parece más adecuada la 
definición que utilizan los órganos de la OIT, según la cual constituyen servicios públicos esenciales 
las actividades cuya interrupción podría poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la 
persona en todo parte de la población (…)” 
 
SENTENCIA C-349 DE 2009 
 
Resulta importante igualmente, referirse a lo dispuesto por la Ley 1210 de 2008 y a los efectos 
de la sentencia C-349 de 2009. 
 
La Ley 1210 de 2008, en su artículo 1, modificó el numeral 4 del artículo 448 del CST, en cuyo 
numeral cuarto, parágrafo segundo, se consagraba lo siguiente: 
 
“PARÁGRAFO 2o. Si una huelga, en razón de su naturaleza o magnitud, 
afecta de manera grave la salud, la seguridad, el orden público o la 
economía en todo o en parte de la población, el Presidente de la 
República, previo concepto favorable de la Sala Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, puede ordenar en cualquier momento la cesación 
de la huelga y que los diferendos que la provocaron sean sometidos a 
fallo arbitral. 
 
En caso de vacancia judicial, el concepto previo corresponde al 
Procurador General de la Nación. En ambas circunstancias, el 
concepto debe ser expedido dentro de los tres (3) días siguientes a la 
solicitud” 
 
Se trataba de una facultad entregada al Presidente de la República, para ordenar en cualquier 
momento la cesación de una huelga y enviar el diferendo a tribunal de arbitramento obligatorio. 
 
Analizando tal aparte normativo, la Corte Constitucional, concluyó lo siguiente: 
 
“De las anteriores referencias jurisprudenciales, la Sala extrae las 
siguientes conclusiones: (i) El derecho de huelga goza de especial 
protección en el ordenamiento constitucional, su relevancia 
constitucional deviene de su condición de mecanismo válido y legítimo 
para alcanzar un mayor equilibrio y justicia en las relaciones de 
trabajo, mediante la efectividad de los derechos de los trabajadores; 
(ii) el derecho de huelga, es un mecanismo que hace parte del 
procedimiento de negociación colectiva reconocido 
constitucionalmente, y regulado por el legislador, mediante el cual se 
busca resolver un conflicto económico colectivo; (iii) sin embargo, no 
es un derecho absoluto; sobre el  contenido y alcance de la restricción 
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constitucional a su ejercicio, ha precisado la jurisprudencia que el 
límite fundado en el interés general, debe ser reconducido a la 
prestación de los servicios públicos esenciales, que es el criterio 
expresamente establecido por la Constitución; (iv) la Corte ha fijado 
dos condiciones, una material y otra formal, para que se pueda limitar 
legítimamente el derecho de huelga: desde un punto de vista material, 
que se desarrolle respecto de un servicio público que por su propia 
naturaleza pueda ser considerado como servicio público esencial y 
desde un punto de vista formal, que el legislador haya expresamente 
regulado no solo la definición de la actividad de que se trate como un 
servicio público esencial, sino que adicionalmente haya restringido de 
manera expresa el derecho de huelga respecto de dicha actividad; (v) 
solo procede legítimamente la restricción del derecho a la huelga, 
cuando se trata de actividades definidas a partir de criterios estrictos, 
objetivos y razonables, como servicios públicos esenciales, esto es 
como servicios cuya suspensión pueden llegar a afectar los derechos 
fundamentales como la vida o la integridad física de las personas, y no 
respecto de criterios laxos que invocando la utilidad pública, el interés 
general o la importancia económica, pueden llegar a catalogar como 
servicios públicos esenciales a la gran mayoría de los servicios públicos, 
lo cual hace nugatorio el derecho de huelga de los trabajadores.” 
 
Por lo mismo, se concluye la ocurrencia de un desconocimiento de la reserva legal establecida en 
la Carta (art. 56) para la limitación del derecho de huelga.  
 
SENTENCIA T-171 DE 2011.  
 
Partiendo de lo consagrado por la misma jurisprudencia de la Corte Constitucional, contenida en 
las sentencias T-568 de 1999, T-1211 de 2000 y T-603 de 2003, la Sala señala que ha sido uniforme 
su posición al considerar que las recomendaciones proferidas por el Comité de Libertad Sindical 
de la OIT debidamente aprobadas por el Consejo de Administración, tienen una orden expresa 
de carácter vinculante para el Estado colombiano y por tanto es imperativo el acatamiento de lo 
allí ordenado.  
 
El Comité de Libertad Sindical de la OIT, bajo el radicado 2355, conoció de  varias quejas 
presentadas por varias centrales obreras desde el 7 de junio de 2004, tales como la CUT, la 
Confederación General de Trabajadores Democráticos (CGTD), la Confederación de Trabajadores 
de Colombia (CTC), de la Asociación de Directivos Profesionales y Técnicos de Empresas de la 
Industria del Petróleo de Colombia (ADECO) y la USO, entre otras; en las cuales se solicita el 
reintegro de más de 104 trabajadores despedidos a causa de la declaratoria de ilegalidad de la 
huelga en el sector del petróleo; ello por cuanto se considera que tal actuación no cumple con 
los convenios de la OIT ratificados por Colombia al considerar el sector petrolero como servicio 
público esencial, la emisión de dicha declaratoria por la autoridad administrativa (Ministerio de 
la Protección Social). 
 
Al respecto, recuerda la Sala que en éste caso 2355, el Comité de Libertad Sindical de la OIT 
profirió recomendaciones hacia el Gobierno Colombiano, en el sentido de pedir “al Gobierno que 
tome medidas para llevar a cabo las modificaciones necesarias a la legislación (en particular al 
artículo 430 literal h) del Código Sustantivo de Trabajo) de manera que la huelga sea posible en el 
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sector del petróleo, pudiendo preverse un servicio mínimo negociado de funcionamiento, con la 
participación de las organizaciones sindicales, el empleador y las autoridades públicas 
concernidas. El Comité pide al Gobierno que le mantenga informado sobre toda medida adoptada 
a este respecto”  
 
Dentro de los considerandos destacados por la propia Corte, en relación con la decisión del 
Comité de Libertad Sindical, recordó que: 
 
“(…) el sector en cuestión no es un servicio esencial en el sentido 
estricto del término (es decir, aquellos servicios cuya interrupción 
podría poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona 
en toda o parte de la población) en el que pueda prohibirse la huelga; 
sin embargo, el Gobierno puede considerar la posibilidad de establecer 
un servicio mínimo negociado entre los sindicatos y las autoridades 
públicas concernidas. A este respecto, el Comité ha considerado que 
«el establecimiento de servicios mínimos en caso de huelga sólo 
debería poder ser posible en: 1) aquellos servicios cuya interrupción 
pueda poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona 
en toda o parte de la población (servicios esenciales en el sentido 
estricto del término); 2) en aquellos servicios no esenciales en el 
sentido estricto en los que huelgas de una cierta extensión y duración 
podrían provocar una situación de crisis nacional aguda tal que las 
condiciones normales de existencia de la población podrían estar en 
peligro, y 3) en servicios públicos de importancia trascendental» [véase 
Recopilación, op. cit., párrafo 556]. Además, el Comité recuerda que 
en otros casos relativos a Colombia ya ha objetado la imposición del 
arbitraje obligatorio en servicios no esenciales como el petróleo [por 
ejemplo en el sector de explotación de gas, véase 236.º informe, caso 
núm. 1140, párrafo 144]. Asimismo, al examinar un caso sobre 
prohibición de la huelga en el sector del petróleo, el Comité estimó que 
este sector no constituye un servicio esencial en el sentido estricto del 
término; con todo, dadas las circunstancias de este caso, constituye un 
servicio público en el cual se puede establecer el mantenimiento de 
servicios mínimos negociados, concertados entre los sindicatos, los 
empleadores y las autoridades públicas en caso de huelga, de manera 
de asegurar que las necesidades básicas de los usuarios de los servicios 
son satisfechas [véase 327.º informe, República de Corea (caso núm. 
1865), párrafo 488]. En estas condiciones, el Comité pide al Gobierno 
que tome medidas para llevar a cabo las modificaciones necesarias a 
la legislación (en particular el artículo 430 literal h)) de conformidad 
con los principios mencionados, y que le mantenga informado sobre 
toda medida adoptada a este respecto.154” 
 
Se concluye entonces, que: 
 
- Los servicios públicos esenciales en los cuales se encuentra facultado el estado para 
prohibir el ejercicio del derecho de huelga, en el sentido estricto del término, son aquellos 
                                                          
154 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-171 de 2011. 
 114 Daisy del Pilar Cadena Moreno.  
cuya interrupción podría poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona en 
toda o parte de la población. 
- El sector del petróleo no constituye un servicio esencial en el sentido estricto del término. 
- El establecimiento de servicios mínimos en caso de huelga sólo debería poder ser posible 
en:  
o Los servicios esenciales en el sentido estricto del término. Aquellos servicios cuya 
interrupción pueda poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona 
en toda o parte de la población;  
o Los servicios no esenciales en el sentido estricto, en los que huelgas de una cierta 
extensión y duración podrían provocar una situación de crisis nacional aguda tal 
que las condiciones normales de existencia de la población podrían estar en 
peligro, y 
o En servicios públicos de importancia trascendental 
 
Ahora que, si bien es cierto, en el caso analizado por ésta sentencia se presentó una carencia 
actual de objeto por hecho superado, dado que “se realizó el reintegro de los accionantes y en la 
actualidad se presenta un clima de armonía y concordia laboral”, la Corte fue elocuente en señalar 
que existe un pronunciamiento del Comité de Libertad Sindical de la OIT que urge al Gobierno 
Colombiano para hacer operativo el establecimiento de servicios mínimos en caso de huelga, en 
los términos mencionados y respecto de servicios que, como el petróleo, no son por definición 
en estricto sentido, servicios públicos esenciales. 
 
SENTENCIA C-122 DE 2012 
 
Al respecto, en reciente sentencia C-122 de 2012, la Corte Constitucional recuerda el conjunto 
de criterios que permiten identificar en la práctica si estamos frente a un servicio público esencial: 
 
La Corte ha venido precisando una serie de criterios para identificar cuándo la actividad 
corresponde a un servicio público esencial: 
 
(i) El carácter esencial de un servicio público se predica, cuando las actividades 
que lo conforman contribuyen de modo directo y concreto a la protección 
de bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligados 
con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades 
fundamentales.155. 
 
(ii) La esencialidad del servicio no debe considerarse exclusivamente por el 
servicio mismo, esto es, por su naturaleza intrínseca, ni por la importancia 
de la actividad industrial, comercial o prestacional en la economía global del 
país y consecuentemente en relación con la magnitud del perjuicio que para 
ésta representa su interrupción por la huelga.156 
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha acogido el criterio de la Organización Internacional del 
trabajo para la determinación del contenido esencial del servicio público de acuerdo con el cual 
                                                          
155 Sentencia de la Corte Constitucional: C-450 de 1995, M.P. Antonio Barrera Carbonell; Sentencia de la 
Corte Constitucional: C-075 de 1997, M.P. Hernando Herrera Vergara. 
156 Sentencia de la Corte Constitucional: C-450 de 1995, M.P. Antonio Barrera Carbonell; Sentencia de la 
Corte Constitucional: C-075 de 1997, M.P. Hernando Herrera Vergara. 
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es fundamental analizar si la interrupción del mismo pueda poner en peligro la vida, la seguridad 
o la salud de la persona en toda o parte de la población. 
 
(iii) El concepto de servicios públicos esenciales necesariamente comporta una 
ponderación de valores e intereses que se suscita entre los trabajadores que 
invocan su derecho a la huelga y los sacrificios válidos que se pueden 
imponer a los usuarios de los servicios157.  
 
(iv) El concepto de servicio público ha sido objeto de un permanente desarrollo 
ligado a la constante evolución de la situación política, económica y social del 
mismo Estado158.  
 
Por lo anterior, la determinación de si un servicio público es esencial debe tener en cuenta los 
siguientes factores: si contribuye de modo directo y concreto al respeto, vigencia, ejercicio y 
efectividad de los derechos y libertades fundamentales; si su interrupción puede ocasionar grave 
perjuicio a una parte de la población; si prevalecen los derechos garantizados mediante la 
prestación del servicio sobre el ejercicio del derecho de huelga en el caso concreto; y la situación 
política económica y social del Estado. 
 
Entonces, entre tanto se trate de un servicio respecto del cual: 
 
 Se contribuya directamente al respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos 
y libertades fundamentales;  
 Su interrupción pueda ocasionar grave perjuicio a una parte de la población;  
 Prevalezcan los derechos garantizados mediante la prestación del servicio sobre el 
ejercicio del derecho de huelga en el caso concreto;  
 Prevalezca su prestación por sobre el ejercicio del derecho de huelga, dada la situación 
política económica y social del Estado. 
 
Estaremos ante un servicio público de carácter esencial, en el cual los trabajadores que lo presten, 
no pueden hacer efectivo su derecho de huelga. 
 
A manera de conclusión, a continuación puede evidenciarse la gráfica de la línea jurisprudencial: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
157 Sentencia de la Corte Constitucional: C-450 de 1995, M.P. Antonio Barrera Carbonell; Sentencia de la 
Corte Constitucional: C-075 de 1997, M.P. Hernando Herrera Vergara. 
158 Sentencia de la Corte Constitucional: C-075 de 1997, M.P. Hernando Herrera Vergara. 
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 Limitación del Derecho de Huelga en los Servicios Públicos 
Esenciales159 
 
 
                                                          
159 Elaboración propia 
Sentencia C-
473 de 1994
Sentencia 
C-432 de 
1996
Sentencia 
C-450 de 
1995
Sentencia 
C-349 de 
2009
Sentencia 
C-075 de 
1997
Sentencia 
T-171 de 
2011
Sentencia 
C-122 de 
2012
Restricción Legítima: i) 
actividades definidas a 
partir de criterios 
estrictos, objetivos y 
razonables, como 
servicios públicos 
esenciales (servicios cuya 
suspensión pueden llegar 
a afectar los derechos 
fundamentales como la 
vida o la integridad física 
de las personas) 
NO respecto de criterios 
laxos que invocando la 
utilidad pública, el interés 
general o la importancia 
económica, pueden llegar 
a catalogar como 
servicios públicos 
esenciales a la gran 
mayoría de los servicios 
públicos, lo cual hace 
nugatorio el derecho de 
huelga de los 
trabajadores. 
Requisitos para que se pueda excluir el derecho de huelga 
de una determinada actividad. 
 Que sea materialmente un servicio público 
esencial. 
 Que el Legislador haya expresamente definido la 
actividad como servicio público esencial y 
restringido el derecho de huelga en ella. 
Es posible el 
establecimiento de 
servicios mínimos en caso 
de huelga: 
A. Los servicios esenciales 
en el sentido estricto del 
término 
B. Los servicios no 
esenciales en el sentido 
estricto 
C. En servicios públicos de 
importancia trascendental 
Un servicio público es esencial si:  
 
 Contribuye de modo directo y concreto al respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los 
derechos y libertades fundamentales;  
 Su interrupción puede ocasionar grave perjuicio a una parte de la población;  
 En el cual prevalecen los derechos garantizados mediante la prestación del servicio sobre el 
ejercicio del derecho de huelga en el caso concreto;  
 La situación política económica y social del Estado. 
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1.2.7. De los Sindicatos Mixtos 
 
La Ley 50 de 1990 dispuso adicionar el artículo 414 del CST, en el sentido de permitir a los 
empleados oficiales la constitución de organizaciones sindicales mixtas, es decir, aquellas 
integradas por trabajadores oficiales y empleados púbicos. Las cuales, para ejercicio de sus 
funciones actuarán teniendo en cuenta las limitaciones consagradas por la Ley respecto del nexo 
jurídico de sus afiliados para con la administración. 
 
Disposición que fuera declarada exequible por la Corte Constitucional en la plurinombrada 
sentencia C-110/94160, al considerar que: 
 
“ésta norma, aunque de difícil aplicación dada la diferencia de 
regímenes previsto en la ley, no colide con la Constitución, pues se 
limita a garantizar el derecho de asociación y a señalar el régimen 
jurídico al que deben someterse los sindicatos mixtos de servidores 
públicos. Ese régimen está compuesto por las normas vigentes 
establecidas para sindicatos de empleados públicos y trabajadores 
oficiales, de tal manera que, en lo concerniente a su contenido, habida 
cuenta de la remisión, el estudio de constitucionalidad debe efectuarse 
frente a cada una de las disposiciones correspondientes. A ello no se 
procede ahora, ya que tales normas no han sido demandadas” 
 
Dentro del grupo de los sindicatos mixtos se pueden contar el Sindicato de Trabajadores Oficiales 
y Empleados Públicos Del Municipio de Dagua, Sindicato de Trabajadores Oficiales y Empleados 
Públicos Del Municipio de Zarzal y el Sindicato Nacional de Servidores Públicos de los Municipios 
de Colombia. 
 
 Cuadro resumen. Reconocimiento de derechos de 
libertad sindical para los servidores del Estado 
 
 TRABAJADORES OFICIALES EMPLEADOS PÚBLICOS 
ASOCIACIÓN SINDICAL     
NEGOCIACIÓN COLECTIVA 
 * 
Reconocimiento limitado 
(Servicios Públicos Esenciales) 
 * 
Reconocimiento limitado 
(Decreto 1092 de 2012) 
HUELGA 
 * 
Reconocimiento limitado 
(Servicios Públicos Esenciales) 
X 
 
 
 
 
                                                          
160 Magistrado Ponente: Dr. José Gregorio Hernández Galindo. 
 118 Daisy del Pilar Cadena Moreno.  
 Cuadro Resumen. Estudio Comparativo de la Libertad Sindical de los Servidores Públicos161 
 
ELEMENTO 
COMPARATIVO 
CONCEPTO 
MODALIDAD DE 
VINCULACIÓN162 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
FUERO SINDICAL 
DERECHO DE 
HUELGA TIPO DE SERVIDOR 
PÚBLICO 
Miembros de 
Corporaciones Públicas 
Aquellas personas 
naturales elegidos 
popularmente para 
que a través de una 
corporación y por 
virtud legal 
encomendarle 
funciones públicas. 
Elección Popular. 
No tienen 
vinculación laboral 
con el estado. 
No aplica No aplica No aplica No aplica 
Empleados Públicos 
Personas naturales 
que laboran en los 
departamentos 
administrativos, 
establecimientos 
públicos, ministerios, 
superintendencias y 
unidades 
administrativas 
especiales; así como 
los servidores 
públicos que prestan 
sus servicios 
Legal y 
Reglamentaria 
(materializada en 
el acto 
administrativo de  
nombramiento y la 
posesión  en el 
cargo) 
Aplica. En virtud 
de lo establecido 
en el artículo 39 
de la  
Constitución 
Política de 1991, 
que solamente 
dispuso una 
exclusión del 
ejercicio del 
derecho de 
asociación 
sindical 
Aplica, según lo 
dispuesto por el 
Decreto 1092 de 
2012 
Aplica. Según lo 
dispuesto en el 
artículo 39 
Constitucional, y 
el artículo 4 del 
Decreto 1092 de 
2012. 
No aplica 
                                                          
161 Elaborado a partir de lo dispuesto en los artículos 123 Constitucional, 5° del Decreto Ley 3135 de 1968; 1°, 2° y 3° del Decreto Reglamentario 1848 de 1969; 2° y 3° 
del Decreto Ley 1950 de 1973; 26 del Decreto 1390 de 1976; 233 y 304 del Decreto 1222 de 1986; 42 de la Ley 11 de 1986 y 292 del Decreto Ley 1333 de 1986. 
162 Decreto 3135 de 1968 – Art. 5 
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ELEMENTO 
COMPARATIVO 
CONCEPTO 
MODALIDAD DE 
VINCULACIÓN162 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
FUERO SINDICAL 
DERECHO DE 
HUELGA TIPO DE SERVIDOR 
PÚBLICO 
personales en los 
departamentos, 
municipios y 
asociaciones de 
municipios. 
(miembros de la 
fuerza pública), 
el derecho de 
asociación 
sindical cobija a 
todos los 
empleados al 
servicio de la 
administración 
pública. 
Trabajadores Oficiales 
Quienes laboran en 
actividades 
relacionadas con la: 
a) Construcción o 
sostenimiento de 
obras públicas, o 
b) Empresas 
industriales, 
comerciales, o 
c) En instituciones 
idénticas a las de los 
particulares o 
susceptibles de ser 
fundadas y 
manejadas por éstos 
en la misma forma. 
(D. 2127/45 Art. 4) 
Acuerdo de 
Voluntades. 
Contractual 
Laboral 
Aplica, está 
regido por lo 
dispuesto en la 
parte colectiva 
del Código 
Sustantivo del 
Trabajo 
Debido al carácter 
contractual de su 
vínculo laboral con el 
Estado, les aplica lo 
dispuesto en la parte 
colectiva del Código 
Sustantivo del 
Trabajo. 
Aplica, está 
regido por lo 
dispuesto en la 
parte colectiva 
del Código 
Sustantivo del 
Trabajo 
Aplica, está 
regido por lo 
dispuesto en la 
parte colectiva 
del Código 
Sustantivo del 
Trabajo. Bajo 
la excepción 
de aquellos 
trabajadores  
que prestan 
sus servicios 
en empresas o 
entidades 
relacionadas 
con la 
prestación de 
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ELEMENTO 
COMPARATIVO 
CONCEPTO 
MODALIDAD DE 
VINCULACIÓN162 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
FUERO SINDICAL 
DERECHO DE 
HUELGA TIPO DE SERVIDOR 
PÚBLICO 
servicios 
públicos 
esenciales. 
PARTICULARES QUE 
TEMPORALMENTE 
EJERCEN FUNCIONES 
PÚBLICAS 
Aquellos que sin 
tener vinculación 
laboral con el Estado 
o sin ser miembros 
de corporaciones 
públicas 
desempeñan, de 
manera temporal y 
eventual una función 
pública. Ejercen los 
cargos de forzosa 
aceptación 
Se genera por la 
decisión unilateral 
del Estado, para 
asuntos específicos 
y de corta 
duración. También 
se le conoce como 
carga pública163. 
No aplica. No aplica. No aplica. No aplica. 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
163 Ibíd. PUENTES GONZÁLEZ, Germán. P. 65. 
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 Cuadro comparativo resumen. Derecho de Libertad Sindical en Colombia 
 
LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PRIVADO LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PÚBLICO 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
Derecho de Asociación, 
Derecho a Federarse. 
Libertad de Afiliación 
Art. 353, num. 1 del 
CST164. Art. 417 y ss. 
del CST. Derecho a 
Federarse y 
Confederarse 
Conflictos Colectivos 
del Trabajo. Art. 429 y 
ss. del CST. 
Definición legal de 
huelga. Art. 429 del 
CST. “Se entiende por 
huelga la suspensión 
colectiva temporal y 
pacífica del trabajo, 
efectuada por los 
trabajadores de un 
establecimiento o 
empresa con fines y 
económicos y 
profesionales 
propuestos a sus 
patronos165 y previos 
los trámites 
establecidos en el 
presente título.” 
 
Derecho de 
Asociación, Derecho a 
Federarse. Libertad de 
Afiliación Art. 353, 
num. 1 del CST  Art. 
417 y ss. del CST. 
Derecho a Federarse y 
Confederarse 
 
El Derecho de 
Asociación Sindical 
aplica de manera 
homogénea para los 
empleados privados, 
empleados públicos y 
trabajadores oficiales. 
 
Exclusión expresa para 
los miembros de la 
 
 
Trabajadores Oficiales: 
Los sindicatos de 
trabajadores oficiales 
tienen todas las 
atribuciones de los 
otros sindicatos y sus 
pliegos de peticiones 
se tramitarán en los 
mismos términos que 
los demás, aun cuando 
no puedan declarar o 
hacer huelga167. 
 
Empleados Públicos. Se 
evidencia que en lo 
tocante al derecho de 
negociación colectiva, 
Art. 416 del CST. 
Limitado 
expresamente para los 
trabajadores oficiales y 
los empleados 
públicos. 
 
Empleados Públicos: 
“Obviamente, si los 
empleados públicos no 
pueden presentar 
pliegos de peticiones 
ni celebrar 
convenciones 
colectivas, tampoco 
pueden declarar ni 
hacer huelga, lo cual 
resulta apenas lógico si 
se tiene en cuenta el 
                                                          
164 Modificado por la Ley 584 de 2000, artículo 1º. 
165 El aparte subrayado declarado condicionalmente exequible por la Corte Constitucional en Sentencia C-858 de 2008. En ésta sentencia la Corte aborda el problema 
jurídico de si AL asignarle a la huelga una finalidad económica y profesional y considerarla ilegal cuando persiga objetivos distintos, respectivamente, vulnera el artículo 
13 superior de la Constitución (derecho de igualdad). En el proceso de dilucidar tal planteamiento,  
167 Ibíd. Sentencia C-110 de 1994. 
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LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PRIVADO LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PÚBLICO 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
fuerza pública. Art. 39 
CP. 
“Pero la Carta de 1991 
no estableció 
distinciones entre los 
demás trabajadores y, 
por el contrario, 
reconoció esta 
garantía a todo ellos, 
independientemente 
de su vinculación a 
empresas privadas o a 
entidades públicas. 
 
No hay, entonces, 
exclusión 
constitucional de esta 
garantía respecto de 
los trabajadores del 
Estado”166. 
 
 
los sindicatos de 
empleados públicos 
tienen limitaciones 
expresas, 
comparativamente de 
lo que sucede con los 
trabajadores oficiales y 
los empleados del 
sector privado. 
La restricción 
consagrada en el art. 
416 del CST dispone 
que los sindicatos de 
empleados públicos no 
pueden presentar 
pliegos de peticiones 
ni celebrar 
convenciones 
colectivas, dice la 
Corte 
Constitucional168, tiene 
sustento en el artículo 
55 de la Constitución, 
que garantiza el 
vínculo legal y 
reglamentario 
existente entre ellos y 
el Estado. Si pudieran 
entrar en huelga 
paralizarían la función 
pública 
correspondiente y 
atentarían contra el 
interés colectivo, que 
debe prevalecer según 
el artículo 1º de la 
Constitución. La 
continuidad en el 
ejercicio de sus 
funciones resulta 
esencial para el 
funcionamiento del 
Estado. Únicamente 
bajo esa perspectiva 
puede garantizarse el 
logro de los fines 
estatales a que se 
                                                          
166 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-110 de 1994. Cfr. Sentencia C-593 de 1993 
168 Ibíd. Sentencia C-110 de 1994. 
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LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PRIVADO LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PÚBLICO 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
derecho de 
negociación colectiva 
para regular relaciones 
laborales, con las 
excepciones que 
señale la ley. Y la 
excepción del art. 416 
se considera es una de 
tales excepciones, 
establecida en norma 
con fuerza material 
legislativa. 
 
En palabras de la Corte 
Constitucional, ello 
obedece por cuanto 
“(…) tales servidores 
tienen a su cargo el 
ejercicio de la función 
pública en sus distintas 
modalidades y la 
prestación de los 
servicios públicos. En 
eso se diferencian de 
refiere el artículo 2º de 
la Carta.170” 
 
Trabajadores Oficiales: 
“(…) El análisis varía 
tratándose de los 
trabajadores oficiales, 
quienes tienen con el 
Estado una relación de 
índole contractual. 
(…) El artículo [416 del 
CST] acusado consagra 
finalmente una 
limitación para los 
sindicatos de 
trabajadores oficiales: 
no pueden declarar ni 
hacer huelga. 
 
Dice el artículo 56 de la 
Constitución: "Se 
garantiza el derecho 
de huelga, salvo en los 
servicios públicos 
                                                          
170 Ibíd. Sentencia C-110 de 1994. P. 15. Negrilla y subraya original. 
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LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PRIVADO LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PÚBLICO 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE HUELGA 
los trabajadores 
privados. 
(…)Si, como arriba se 
expresa, el 
Constituyente no 
introdujo entre los 
servidores del Estado 
distinción alguna en 
punto de la asociación 
sindical, aparte de la 
relacionada con la 
Fuerza Pública, el 
legislador quedó 
facultado a la luz de la 
normatividad superior 
-lo estaba inclusive 
antes de la Carta del 
91- para disponer en 
forma expresa que el 
indicado derecho 
cobija a todos los 
trabajadores del 
servicio oficial con la 
excepción dicha169.” 
esenciales definidos 
por el legislador". 
 
Eso implica, para los 
efectos que se 
analizan, que la Carta 
garantizó el derecho 
de huelga a los 
trabajadores oficiales 
con la única excepción 
de los que tengan a su 
cargo la prestación de 
los servicios públicos 
esenciales definidos 
por el legislador171” 
 
Entonces, lo 
consagrado en el 
artpiculo416 del CST 
se debe interpretar a 
partir de la Carta de 
1991, donde no todos 
los trabajadores 
oficiales tienen 
                                                          
169 Ibíd. Sentencia C110 de 1994.P. 13. 
171 Ibíd. Sentencia C110 de 1994. P. 16. Negrilla fuera del texto original. 
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En éste caso, se debe 
remitir el análisis de lo 
consagrado en el 
Decreto 1092 de 2012, 
“Por el cual se 
reglamentan los 
artículos 7 y 8 de la Ley 
411 de 1997 en lo 
relativo a los 
procedimientos de 
negociación y solución 
de controversias con 
las organizaciones de 
empleados públicos” 
prohibida la huelga y el 
alcance de la limitación 
depende de si la 
entidad pública a la 
que se hallan 
vinculados presta 
servicios públicos 
esenciales -caso en el 
cual el derecho de 
huelga no se garantiza- 
o presta servicios 
públicos que la ley 
califique como no 
esenciales. En este 
último evento tienen 
garantizado el derecho 
de huelga a la luz de la 
Constitución172. 
 
Sometimiento al CST y 
a la Inspección y 
Vigilancia del Estado. 
Art. 353, num. 2 del 
CST. 
Funciones de los 
Sindicatos. Art. 373 y 
374 del CST. 
Dentro de las dictadas 
legalmente podemos 
encontrar: 
Prohibiciones. Art. 379 
del CST174. Dentro de 
otras situaciones, le es 
prohibido a los 
sindicatos de todo 
orden: 
Funciones de los 
sindicatos de 
empleados públicos. El 
art. 414 del CST limita 
las funciones de los 
sindicatos de 
 
Sobre el alcance del 
derecho de huelga, 
también debe tenerse 
en cuenta lo 
consagrado en la Ley 
1210 de 2008 “por la 
                                                          
172 Ibíd. Sentencia C110 de 1994. P. 17. 
174 Modificado por la Ley 584 de 2000, artículo 7º. 
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 Celebrar 
convenciones 
colectivas y 
contratos 
sindicales, 
garantizar su 
cumplimiento 
por parte de 
los afiliados 
 Ejercer las 
acciones y 
derechos que 
surjan de las 
convenciones 
colectivas y 
contratos 
sindicales 
 Presentar 
pliegos de 
peticiones 
relativos a las 
condiciones 
de trabajo o a 
las diferencias 
Lit. E “Promover 
cualesquiera 
cesaciones o paros en 
el trabajo, excepto en 
los casos de huelga 
declarada de 
conformidad con la ley 
y de huelga imputable 
al empleador, por 
incumplimiento de las 
obligaciones 
salariales175 con sus 
trabajadores.” 
 
El literal “f” consagra: 
“Promover o apoyar 
campañas o 
movimientos 
tendientes a 
desconocer de hecho 
en forma colectiva, o 
particularmente por 
los afiliados, los 
preceptos legales o los 
empleados públicos 
así: 
1. Estudiar las 
características de la 
respectiva profesión y 
las condiciones de 
trabajo de sus 
asociados. 
2. Asesorar a sus 
miembros en la 
defensa de sus 
derechos como 
empleados públicos, 
especialmente los 
relacionados con la 
carrera administrativa. 
3. Representar en 
juicio o ante las 
autoridades los 
intereses económicos 
comunes o generales 
de los agremiados, o 
de la profesión 
respectiva. 
cual se modifican 
parcialmente los 
artículos 448 (numeral 
4) y 
451 del Código 
Sustantivo del Trabajo 
y 2 del Código Procesal 
del 
Trabajo y de la 
Seguridad Social y se 
crea el artículo 129 a 
del Código 
Procesal del Trabajo y 
de la Seguridad Social y 
se dictan otras  
disposiciones”. Al 
respecto, la sentencia 
C-349 de 2008 
                                                          
175 Expresión declarada inexequible por la Sentencia C-201 de 2002. 
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con los 
patronos, 
cualquiera que 
sea su origen y 
que no estén 
sometidas por 
la ley o la 
convención a 
un 
procedimiento 
distinto, o que 
no hayan 
podido ser 
resueltas por 
otros medios; 
Adelantar la 
tramitación legal de los 
pliegos de peticiones, 
designar y autorizar a 
los afiliados173 que 
deban negociarlos y 
nombrar los 
conciliadores y 
actos de autoridad 
legítima” 
4. Presentar a los 
respectivos jefes de la 
administración 
memoriales 
respetuosos que 
contengan solicitudes 
que interesen a todos 
sus afiliados en 
general, o 
reclamaciones 
relativas al 
tratamiento de que 
haya sido objeto 
cualquiera de éstos en 
particular, o 
sugestiones 
encaminadas a 
mejorar la 
organización 
administrativa o los 
métodos de trabajo. 
5. Promover la 
educación técnica y 
                                                          
173 La expresión en cursiva fue declarada inexequible por la Sentencia C-797 de 2000. La ratio decidendi que sustenta la decisión adoptada por la Corte, puede ser 
determinada en las mismas palabras de la Corte, pues “(…) determinar quienes deben representar a la organización sindical es asunto que concierne exclusivamente a 
ésta en ejercicio de la libertad de que es titular. Las expresiones acusadas, por lo tanto, violan el art. 39 de la Constitución y el Convenio 087 de la OIT” 
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árbitros a que haya 
lugar. 
 
general de sus 
miembros. 
6. Prestar socorro a sus 
afiliados en caso de 
desocupación, de 
enfermedad, invalidez 
o calamidad. 
7. Promover la 
creación, el fomento o 
subvención de 
cooperativas, cajas de 
ahorro de préstamos y 
de auxilios mutuos, 
escuelas, bibliotecas, 
institutos técnicos o de 
habilitación 
profesional, oficinas de 
colocación, hospitales, 
campos de 
experimentación o de 
deporte y demás 
organismos adecuados 
a los fines 
profesionales, 
culturales, de 
solidaridad y de 
previsión, 
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contemplados en los 
estatutos. 
8. Adquirir a cualquier 
título y poseer los 
bienes inmuebles y 
muebles que 
requieran para el 
ejercicio de sus 
actividades 
 
 
Derecho a constituir 
las organizaciones que 
estimen convenientes 
sin autorización previa. 
Derecho de Asociación 
Positiva Art. 353. Inc. 2 
del Num. 2. 
 
Procedimiento de 
negociación colectiva. 
Etapa de arreglo 
directo. Art. 432 y ss. 
 
Funciones de los 
Sindicatos. Art. 374, 
num. 4 del CST. 
Declarar la huelga de 
acuerdo con los 
preceptos de la ley176 
Sometimiento al CST y 
a la Inspección y 
Vigilancia del Estado. 
Art. 353, num. 2 del 
CST. 
  
                                                          
176 Numeral declarado inexequible por la Corte Constitucional en sentencia C-271 de 1999. En tal sentencia se analizó si se violó la Carta Política “cuando el legislador al 
regular las funciones de los sindicatos, autorizó a las asambleas generales de los sindicatos para declarar o no la huelga por decisión mayoritaria y si, en consecuencia, se 
afectan los derechos de los trabajadores y de los empleadores en la forma como lo expresa el demandante”, para concluir que el derecho de huelga no es absoluto, y por 
lo tanto, se encuentra regulado en su ejercicio y limitado por la Constitución y la Ley. Que su declaratoria está en cabeza de la mayoría de los trabajadores de una 
empresa, sindicalizados o no.  
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Tipificación penal, 
sancionada con pena 
privativa de la libertad, 
de las conductas que 
atentan contra el 
derecho de asociación 
sindical. Art. 200 y ss. 
del Código Penal177. 
 
Arbitramento 
obligatorio. Art. 452 y 
ss. del CST. Se dispone 
dos tipos de 
arbitramento 
aplicables en 
momentos de tiempo 
diversos. Uno 
obligatorio y uno 
voluntario. 
 
Prohibición de la 
Huelga. Art. 430 del 
CST. Dice el artículo: 
“De conformidad con 
la Constitución 
Nacional, está 
prohibida la huelga en 
los servicios públicos 
(…)” 
Derecho a constituir 
las organizaciones que 
estimen convenientes 
sin autorización previa. 
Derecho de Asociación 
Positiva Art. 353. Inc. 2 
del Num. 2. 
  
Prohibición de 
adelantar actividades 
lucrativas. Art. 355 del 
CST178. “Los sindicatos 
no pueden tener por 
objeto la explotación 
de negocios o 
actividades con fines 
de lucro” 
Celebración de 
convenciones 
colectivas. Art. 467 del 
CST. Convención 
colectiva de trabajo es 
la que se celebra entre 
uno o varios patronos 
o asociaciones 
patronales, por una 
parte, y uno o varios 
sindicatos o 
federaciones 
sindicales de 
Declaratoria y 
Desarrollo de la 
Huelga. Art. 444 y ss. 
del CST. 
Tipificación penal, 
sancionada con pena 
privativa de la libertad, 
de las conductas que 
atentan contra el 
derecho de asociación 
sindical. Art. 200 y ss. 
del Código Penal . 
  
                                                          
177 Declarado exequible por la Sentencia C-571 de 2012. Modificado por la Ley 1453 de 2011, art. 26. 
178 Declarado exequible en Sentencia C-797 de 2000 y C-698 de 2008. 
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trabajadores, por la 
otra, para fijar las 
condiciones que 
regirán los contratos 
de trabajo durante su 
vigencia. 
Número mínimo de 
afiliados. Art. 359 del 
CST. 
 
Suspensión Colectiva 
Ilegal del Trabajo. Art. 
450 y ss. del CST. Como 
contrario del derecho 
de huelga, se presenta 
la suspensión colectiva 
ilegal del trabajo. 
Misma que, 
precisamente por su 
ilegalidad, no será 
cubierta por las 
garantías que si son 
propias del derecho de 
huelga. Se trata de 
unas situaciones de 
hecho y no de 
derecho. 
Prohibición de 
adelantar actividades 
lucrativas. Art. 355 del 
CST ”Los sindicatos no 
pueden tener por 
objeto la explotación 
de negocios o 
actividades con fines 
de lucro” 
  
Autonomía Sindical. 
Contenidos mínimos 
 
Forma de la huelga. 
Art. 446. Si se ha 
optado por adelantar 
la huelga, la misma 
Número mínimo de 
afiliados. Art. 359 del 
CST. 
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de los Estatutos. Art. 
362 del CST179. 
“(…) debe efectuarse 
en forma ordenada y 
pacífica (…)” 
Personería Jurídica 
Automática. Art. 364 
del CST180 
  
Autonomía Sindical. 
Contenidos mínimos 
de los Estatutos. Art. 
362 del CST. 
  
Inscripción en el 
Registro Sindical. Art. 
365 del CST181. 
  
Personería Jurídica 
Automática. Art. 364 
del CST 
  
Disolución y 
Liquidación: Arts. 380, 
401 y ss. del CST. 
Solamente procede 
judicialmente. 
  
Inscripción en el 
Registro Sindical. Art. 
365 del CST 
  
Garantía del Fuero 
Sindical. Art. 405 y ss. 
del CST. 
  
Garantía del Fuero 
Sindical. Sentencia C-
593 de 1993 
  
CONCLUSIONES 
LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PRIVADO LIBERTAD SINDICAL DE LOS EMPLEADOS DEL SECTOR PÚBLICO 
                                                          
179 Declarado exequible en la Sentencia C-617 de 2008, Sentencia C-622 de 2008, Sentencia C-732 de 2008 y en la Sentencia C-737 de 2008. Modificado por la Ley 50 de 
1990, Artículo 42 
180 Reformado por la Ley 50 de 1990. 
181 Reformado por la Ley 50 de 1990. 
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Aplica según las 
disposiciones del CST. 
Aplica según las 
disposiciones del CST. 
Limitado para los 
servicios públicos 
esenciales 
establecidos por el 
legislador 
Aplica tanto a 
trabajadores oficiales 
como a empleados 
públicos. 
TRABAJADORES 
OFICIALES: Aplica 
según las disposiciones 
del CST. 
EMPLEADOS 
PÚBLICOS: Limitada al 
Decreto 1092 de 2012 
 
TRABAJADORES 
OFICIALES: Limitado 
para los servicios 
públicos esenciales 
establecidos por el 
legislador 
EMPLEADOS 
PÚBLICOS: Excluidos 
del derecho 
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 EL DERECHO DE LIBERTAD 
SINDICAL DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS EN EL MUNDO 
 
Alrededor de América y el globo se encuentran distintas realidades sindicales frente a los 
servidores públicos. 
 
1.1. Un Vistazo a Latinoamérica 
 
1.1.1. Estados Unidos Mexicanos 
 
En los Estados Unidos Mexicanos182, cuna del laboralismo latinoamericano, se encuentran como 
una de las primera expresiones normativas las “disposiciones administrativas relacionadas con los 
empleados públicos, en la Constitución dictada por la Junta Nacional Americana de Zitácuaro 
(1811), la Constitución Federal de 1824, la Ordenanza de la Renta de Tabaco de 1846, la Ley del 
21 de mayo de 1852, expedida por el Presidente Arista y la Ley de Lares de 25 de mayo de 1853. 
Otro tanto ocurre con la Constitución de 1857 que otorgaba al presidente de la República 
facultades amplias para nombrar y remover libremente a funcionarios y empleados públicos183”. 
Luego se expide el Estatuto Jurídico para los trabajadores al servicio del estado, municipios, e 
instituciones descentralizadas de carácter estatal184, normativa aprobada el 9 de agosto de 1939, 
en la XXXIV Legislatura del estado.  
 
Es así que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 5 de febrero de 1917, en su artículo 123 consagra que “Toda persona tiene 
derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la 
organización social de trabajo, conforme a la ley. (…)”. En cuanto al ámbito de aplicación de este 
mandato existe controversia en la doctrina mexicana; es en cuanto a la naturaleza misma de las 
                                                          
182 Sobre este tema resultó importante el estudio de SANTOS AZUELA Héctor en “Libertad de los servidores 
públicos en México. 
183 LÓPEZ CÁRDENAS, Próspero. Estudio inédito sobre derecho burocrático citado por SANTOS AZUELA 
Héctor en “Libertad de los servidores públicos en México”.  
184http://www.cea.nayarit.gob.mx/Descargas/Transparenci%20Fiscal/8.%20ESTATUTO%20JURIDICO%20P
ARA%20LOS%20TRABAJADORES.pdf 
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relaciones entre el estado y sus servidores que se centra la discusión. Básicamente un sector 
considera que la relación del trabajo burocrático no es de naturaleza contractual, sino que surge 
de la mera liberalidad unilateral del estado que hace un nombramiento. Por otro lado185, es 
expresa que la relación de trabajo con el estado no se desdibuja por las calidades específicas del 
empleador, sino que se trata un hecho muy semejante a lo ocurrido en el ámbito laboral privado 
por ser “un hecho objetivo de la incorporación del trabajador a la unidad burocrática, por virtud 
del nombramiento (…)186”. 
 
Es así que en un momento histórico turbulento para el estado federal, y durante el gobierno de 
Lázaro Cárdenas se consolidó la doctrina de la función pública, que como ya se señaló consideraba 
la relación jurídica entre el trabajador al servicio del estado y su empleador, como regulada por 
los principios del derecho administrativo y básicamente sustentado en la Declaración de los 
Derechos Sociales de 1917, se adopta en la República el Estatuto de los trabajadores al servicio 
de los poderes de la Unión, el 5 de diciembre de 1938, donde se les reconoció a estos empleados 
burocráticos, la libertad sindical y el derecho de huelga187. En este sentido, para Trueba Urbina, 
con éste estatuto “se integraron al cuerpo de preceptos tutelares y proteccionistas de los 
servidores públicos los derechos de asociación profesional y de huelga”188; todo esto bajo la 
observación que hace Ortega Arenas189, en el sentido de que la intensión real del Gobierno de 
curso fue dividir el movimiento obrero separándolo del campesino “para eliminar el papel 
dirigente del  magisterio rural en el movimiento campesino, dividió a los maestros y a los 
empleados públicos, formando otro instrumento de control, la Federación de Sindicatos de 
Trabajadores al servicio del Estado”.  
 
Ahora, analizando el artículo constitucional 123, se encuentra que el apartado B del mismo se 
consagra: 
 
“ (…) 
 
ARTÍCULO 123: Toda persona tiene derecho al trabajo digno y 
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la 
organización social de trabajo, conforme a la ley. 
 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá 
expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: 
                                                          
185 TRUEBA URBINA, Alberto y TRUEBA BARRERA, Jorge. Legislación Federal del Trabajo burocrático. 
Comentarios. Jurisprudencia. Disposiciones complementarias. 11ª Edición. México Porrúa. 1978. Págs. 20-
21. También puede encontrarse doctrina en este sentido en PLÁ RODRÍGUEZ, Américo. Protección laboral 
del funcionario internacional o de Estado extranjero. México UNAM. 1988. Pág. 496, cuando señala que “lo 
que justifica la protección del hombre que trabaja es el precisamente el hecho mismo del trabajo. 
No interesa ni el lugar donde presta servicios ni la índole de las tareas desempeñadas. Menos aún la 
persona del empleador o sus características. Tampoco el régimen jurídico al que está sometido el 
empleador.” 
186 Ídem. TRUEBA URBINA, Alberto y TRUEBA BARRERA, Jorge. 
187 Sobre el particular se puede profundizar con SANTOS AZUELA, Héctor y TRUEBA URBINA, Alberto y 
TRUEBA BARRERA, Jorge. 
188 TRUEBA URBINA, Alberto. Op. Cit. Pág. 175 
189 ORTEGA ARENAS, Juan. Instructivo Obrero. México, Costa Amic. 1984. Págs. 26 y 27. 
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(…) 
B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus 
trabajadores: 
 
X. Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse para la defensa de 
sus intereses comunes. 
Podrán, asimismo, hacer uso del derecho de huelga previo el 
cumplimiento de los requisitos que determine la ley, respecto de una o 
varias dependencias de los Poderes Públicos, cuando se violen de 
manera general y sistemática los derechos que este artículo les 
consagra;  
 
(…)” 
 
Por lo mismo, para tratadistas como Spyropoulos , la aplicación del central Convenio 87 de la OIT, 
es de alcance indiscriminado, y aplica tanto a trabajadores como a empleadores, “(…) en esa 
virtud, quedan protegidas bajo sus disposiciones todos los empleados y funcionarios del Estado. 
Ciertamente no puede pasar inadvertido lo dispuesto en el artículo 9 de la Convención de 
referencia, que reserva a la legislación nacional la determinación de si las garantías sobre libertad 
sindical son aplicables tanto a las fuerzas armadas como a los servidores policiacos.” 
 
Así, para Mario de la Cueva190, se presenta una oposición entre lo establecido por la Constitución 
Política de 1960 y la Ley reglamentaria de 1963, denominada Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado, vigentes ambas normativas, y esta última, cuya última reforma fue publicada 
en el Diario Oficial de la República el 03 de mayo de 2006, como a continuación se expone. 
 
Ésta LFTSE191, define a los Sindicatos de Trabajadores del Estado como “las asociaciones de 
trabajadores que laboran en una misma dependencia, constituidas para el estudio, mejoramiento 
y defensa de sus intereses comunes.192” Delimitación clara a la sindicalización, puesto que se 
excluye la posibilidad de considerar como sindicatos de trabajadores al servicio del estado a las 
agremiaciones de industria, de gremio (ó de profesionales para la OIT) y de oficios varios 
(generales para la OIT). Se delimita al sindicalismo de base. 
 
A renglón seguido, el artículo 68 establece que “en cada dependencia sólo habrá un sindicato. En 
caso de que concurran varios grupos de trabajadores que pretendan ese derecho, el Tribunal 
Federal de Conciliación y Arbitraje otorgará el reconocimiento al mayoritario.” Luego se presenta 
el artículo 78, cuyo texto dicta que “Los sindicatos podrán adherirse a la Federación de Sindicatos 
de Trabajadores al Servicio del Estado, única central reconocida por el Estado.” 
 
                                                          
190 CUEVA, Mario de la. Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo. 9ª Ed. México. Editorial Porrúa, T. II. Pág. 
271. 
191 Abreviatura para Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. 
192 MÉXICO, Congreso de la unión. Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, artículo 67. Negrilla 
ajena al texto original. 
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Normativas que reafirman el concepto antes expuesto, y se presenta entonces, en palabras de 
Santos Azuela193, una: 
 
“absoluta prohibición del pluralismo sindical dentro de las 
dependencias públicas, estableciéndose que, en aquellos supuestos en 
que varios grupos de trabajadores pretendieran la titularidad del 
sindicato, será el propio Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje la 
instancia que otorgará el reconocimiento legal a la organización 
sindical que pudiera acreditar la mayoría.” 
 
Es así que sin que el texto constitucional mencione limitación alguna para la constitución de 
asociaciones sindicales de servidores públicos, si lo hace la LFTSE, al permitir únicamente el 
sindicalismo vertical. 
 
A su paso, la Ley del trabajo de los servidores públicos del estado y municipios dispone de un 
amplio margen de actuación para la actividad sindical. Particularmente se encuentran 
disposiciones como: 
 
 Artículo 11 que dicta “(…) Los servidores públicos generales podrán ocupar puestos de 
confianza. Para este efecto, en caso de ser sindicalizados podrán renunciar a esa 
condición, o bien obtener licencia del  sindicato correspondiente antes de ocupar dicho 
puesto (…)” Allí se evidencia cierta apertura en cuanto al derecho de sindicación para los 
servidores públicos de confianza, dado que se les permite ejercer tales cargos, siempre 
que cuenten con una autorización del sindicato respectivo. De tal forma que en México, 
un servidor público de confianza, puede ser sindicalizado activo. 
 Artículo 17. En el caso de que se requiera contratar a un trabajador extranjero, al no 
existir nacionales para desarrollar tal labor, “la contratación de éstos será decidida por 
los titulares de las instituciones públicas oyendo al sindicato, en su caso” 
 Artículo 54. En cuanto a negociación colectiva, ésta se aplica de manera amplia, puesto 
que contiene el artículo el siguiente texto “Cada institución pública o, en su caso, 
dependencia, en razón de la naturaleza de sus funciones, fijará las condiciones generales 
de trabajo aplicables a sus servidores públicos, de común acuerdo, con el sindicato, en 
caso de existir esta representación, las que tendrán una duración de tres años y podrán 
ratificarse o modificarse a su término”. Igualmente, el artículo 54 consagra que “(…) Cada 
institución pública o, en su caso, dependencia, en razón de la naturaleza de sus funciones, 
fijará las condiciones generales de trabajo aplicables a sus servidores públicos, de común 
acuerdo, con el sindicato, en caso de existir esta representación, las que tendrán una 
duración de tres años y podrán ratificarse o modificarse a su término” 
 Artículo 87. Derecho de asociación sindical. Ordena el citado artículo:  
 
“(…) Los servidores públicos generales por tiempo indeterminado 
tendrán, además, los siguientes derechos: 
I. Afiliarse al sindicato correspondiente; 
II. Tratar por sí o por conducto de su representación sindical los 
asuntos relativos al servicio; 
                                                          
193 SANTOS AZUELA, Héctor. Op. Cit. Pág.241. 
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III. Obtener ascensos, de acuerdo a las disposiciones escalafonarias 
aplicables; y 
IV. Obtener becas para sus hijos, en términos de las disposiciones 
relativas; 
V. Obtener licencias para desempeñar comisiones sindicales o para 
ocupar cargos de elección popular; 
VI. Recibir los reglamentos correspondientes” 
 
 Artículo 98. Dicta como algunas de las obligaciones de las instituciones públicas: 
 
“(…) II. Preferir, en igualdad de condiciones, de conocimientos, 
aptitudes y antigüedad, a los servidores  públicos sindicalizados, 
respecto de quienes no lo estuvieren, tratándose de puestos que deban 
ser ocupados por servidores públicos generales; 
XIV. Hacer las deducciones que soliciten los sindicatos para cuotas u 
otros conceptos siempre que se ajusten a lo establecido en esta Ley. 
Asimismo, comunicar al sindicato las altas y bajas y demás 
información relativa a los servidores públicos sindicalizados para el 
ejercicio de los derechos que les correspondan (…)” 
 
En el texto legal reglamentario, se presenta lo siguiente en su artículo 69: 
 
“Todos los trabajadores tienen derecho a formar parte del sindicato 
correspondiente, pero una vez que soliciten y obtengan su ingreso, no 
podrán dejar de formar parte de él, salvo que fueren expulsados.”  
 
Clara limitante al derecho de sindicalización en su aspecto negativo, referido a la libertad de 
retirarse en cualquier momento de la agremiación si es ése el deseo. 
 
También se prohíbe a los trabajadores de confianza la posibilidad de formar parte de algún 
sindicato. Dice entonces el artículo 70 de la LFTSE “Los trabajadores de confianza no podrán 
formar parte de los sindicatos. Cuando los trabajadores sindicalizados desempeñen un puesto de 
confianza, quedarán en suspenso todas sus obligaciones y derechos sindicales.”.  
 
Son entonces varios aspectos que merecen especial atención sobre la legislación mexicana 
existente sobre este tema, y se refieren a la limitante que se presenta al derecho de sindicación. 
Así lo ha hecho notar la OIT desde muchos años atrás, y en el Informe de la Comisión de Expertos 
de 2011, así: 
 
“(…) Monopolio sindical en las dependencias del Estado impuesto por 
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y por una ley 
reglamentaria de la Constitución. La Comisión recuerda que desde 
hace muchos años viene formulando comentarios relativos a las 
siguientes disposiciones:  
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i) la prohibición de que coexistan dos o más sindicatos como tales en 
el seno de una misma dependencia del Estado (artículos 68, 71, 72 y 
73 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado);  
 
ii) la prohibición de los afiliados de dejar de formar parte del sindicato 
al que se hayan afiliado (cláusula de exclusión por la cual si dejan de 
formar parte del sindicato pierden su puesto de trabajo) (artículo 69 
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado);  
 
iii) la prohibición de que los sindicatos de funcionarios se adhieran a 
organizaciones sindicales obreras o campesinas (artículo 79 de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado);  
 
iv) la extensión de las restricciones aplicables a los sindicatos en 
general, en lo referente a una única Federación de Sindicatos de 
Trabajadores al Servicio del Estado (artículo 84 de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado), y  
 
v) la imposición en la legislación del monopolio sindical de la 
Federación Nacional de Sindicatos Bancarios (artículo 23 de la Ley 
Reglamentaria de la Fracción XIII Bis del Apartado B, del Artículo 123 
de la Constitución) 
 
A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno indica en 
su memoria que: i) el derecho a la libre sindicalización de los 
trabajadores al servicio del Estado se encuentra garantizado por el 
artículo 123, apartado B, fracción X, de la Constitución que establece 
el derecho de los trabajadores de asociarse para la defensa de sus 
intereses comunes y hacer uso del derecho de huelga cuando se violen 
de manera general y sistemática los derechos establecidos en esta 
disposición; ii) los alcances de la resolución de la Corte Suprema de 
Justicia en el amparo en revisión núm. 1475/98; así como las 
jurisprudencias núms. P/J 43/1999, CXXVII/2000, 2.a LVII/2005, entre 
otras similares, que determinan la libertad de los trabajadores del 
Estado para afiliarse libremente a los sindicatos que ellos acepten, y 
establecen que en las dependencias podrá haber más de un sindicato, 
o que las dirigencias sindicales de este sector pueden ser reelectas, se 
han venido aplicando de manera estricta por el Tribunal Federal de 
Conciliación y Arbitraje (TFCA); iii) en este sentido, se encuentran 
registrados ante el TFCA, tres federaciones que agrupan a los 
trabajadores del Estado, la Federación de Sindicatos de Trabajadores 
al Servicio del Estado (FSTSE), la Federación Democrática de Sindicatos 
de Servidores Públicos (FDSSP) y la Federación de Sindicatos Bancarios 
(FSB); y iv) el 1.º de julio de 2009, se presentó una Iniciativa con 
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proyecto de decreto que modifica diversas disposiciones de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del 
artículo 123, apartado B, de la Constitución que tiene como objeto 
impulsar la libre sindicalización de los trabajadores al servicio del 
Estado eliminando la prohibición de constituir más de un sindicato en 
cada dependencia del poder público y que deroga el artículo 123, 
apartado B, fracción XII bis. La Comisión toma nota con interés de esta 
iniciativa y expresa la esperanza de que el decreto en cuestión será 
adoptado próximamente. La Comisión pide al Gobierno que le informe 
en su próxima memoria sobre toda evolución al respecto. 
(…) 
Artículo 3. Prohibición de reelección dentro de los sindicatos (artículo 
75 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado). En su 
comentario anterior, la Comisión pidió al Gobierno que modificara el 
artículo 75 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado 
en el sentido de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, a 
efectos de ponerla en conformidad con el Convenio y la práctica de la 
OIT actual. La Comisión toma nota de que el Gobierno informa que, 
aun cuando no ha sido modificada la legislación de referencia, el 
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje aplica la jurisprudencia 
mencionada, lo que significa que mediante la práctica se dan efecto a 
las disposiciones del Convenio, toda vez que la jurisprudencia que 
emite la Suprema Corte de Justicia de la Nación es obligatoria para 
todos los órganos jurisdiccionales del país. En estas condiciones, 
teniendo en cuenta que se prevé una reforma de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, la Comisión pide al Gobierno que 
estudie la posibilidad de Libertad sindical, negociación colectiva y 
relaciones laborales Libertad sindical, negociación colectiva y relaciones 
laborales LIBERTAD SINDICAL, NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y RELACIONES 
LABORALES 127 modificar el artículo 75 en el sentido de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, a efectos de ponerlo en 
conformidad con el Convenio y la práctica de la OIT actual. 
(…) 
Derecho restringido de huelga de los funcionarios públicos no adscritos 
a la administración del Estado y requisa. La Comisión recuerda que 
desde hace numerosos años formula comentarios y pide al Gobierno 
que modifique la legislación en relación con las siguientes cuestiones:  
 
i) los trabajadores al Servicio del Estado — incluidos los trabajadores 
del sector bancario — gozan del derecho de huelga solamente en casos 
de violación general y sistemática de sus derechos (artículos 94, título 
cuarto, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, y 5 
de la Ley Reglamentaria de la fracción XIII bis del apartado B, del 
artículo 123 de la Constitución). La Comisión considera que aquellos 
trabajadores del Estado — incluidos los trabajadores del sector 
bancario — que no ejercen funciones de autoridad en nombre del 
Estado deberían poder ejercer su derecho de huelga no sólo en casos 
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de violación general y sistemática de sus derechos que revistan 
gravedad.  
 
ii) por otra parte, el artículo 121 de la Ley de Instituciones de Crédito 
establece que la «Comisión Nacional Bancaria cuidará que durante la 
huelga permanezca abierto el número indispensable de oficinas y 
continúen laborando los trabajadores que atendiendo a sus funciones, 
sean estrictamente necesarios». A este respecto, la Comisión observó 
que la Comisión Nacional Bancaria no es tripartita. La Comisión 
recuerda que las organizaciones de trabajadores deberían poder 
participar, si lo desean, en la determinación del servicio mínimo a 
mantener en caso de huelga, de igual modo que los empleadores y las 
autoridades públicas (véase Estudio General op. cit., párrafo 161).  
 
iii) la fracción II del artículo 99 de la Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado establece la exigencia para declarar la huelga de 
las dos terceras partes de los trabajadores de la dependencia pública 
afectada. Al respecto, la Comisión recuerda, en lo que respecta a los 
trabajadores que no ejercen funciones de autoridad en nombre del 
Estado, que las modalidades de escrutinio y las mayorías exigidas no 
deberían ser tales que el ejercicio del derecho de huelga resultase, en 
la práctica, muy difícil, e incluso imposible (véase Estudio General, op. 
cit., párrafo 170).  
 
iv) diversas leyes sobre servicios públicos (Ley Reglamentaria del 
Servicio Ferroviario, Ley de Registro Nacional de Vehículos, Ley de Vías 
Generales de Comunicación, y reglamento interior de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes), contienen disposiciones relativas a la 
requisa o requisición de personal, en caso de que la economía nacional 
pueda verse afectada. La Comisión recuerda que la movilización 
forzosa de trabajadores en huelga sólo estaría justificada para 
asegurar el funcionamiento de los servicios que son esenciales en el 
sentido estricto del término (véase Estudio General, op. cit., párrafo 
163) y que deberían modificarse aquellas disposiciones que no se 
refieren a servicios esenciales en el sentido estricto del término (como 
por ejemplo la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, la Ley de 
Vías Generales de Comunicación, y el reglamento interior de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes).  
 
La Comisión toma nota de que el Gobierno manifiesta en relación con 
estas cuestiones que la actividad legislativa compete al Poder 
Legislativo Nacional y que no existen iniciativas presentadas durante 
el presente período relacionadas a las modificaciones solicitadas. A 
este respecto, teniendo en cuenta que se prevé una reforma de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, la Comisión pide al 
Gobierno que estudie, junto con los interlocutores sociales, la 
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posibilidad de realizar las modificaciones en el sentido indicado. La 
Comisión recuerda que en este proceso puede recurrir a la asistencia 
técnica de la Oficina si así lo desea.194” 
 
En conclusión, el derecho de asociación sindical de los servidores públicos en México, se 
encuentra garantizado de manera amplia, si comparamos la situación en Colombia.  
 
En tratándose del Derecho de Negociación Colectiva, el mismo también se encuentra garantizado. 
Puesto que la Ley del trabajo de los servidores públicos del estado y municipios en sus artículos 
54 y 55 dictan que: 
 
“ARTÍCULO 54.- Cada institución pública o, en su caso, dependencia, 
en razón de la naturaleza de sus funciones, fijará las condiciones 
generales de trabajo aplicables a sus servidores públicos, de común 
acuerdo, con el sindicato, en caso de existir esta representación, las 
que tendrán una duración de tres años y podrán ratificarse o 
modificarse a su término. 
 
ARTÍCULO 55.- En caso de que las instituciones públicas o los sindicatos 
objetaren sustancialmente las condiciones generales de trabajo, 
podrán concurrir ante el Tribunal, el que resolverá en definitiva. El 
ejercicio de esta acción no suspende su vigencia” 
 
En cuanto al derecho de huelga, el mismo se encuentra garantizado en la Ley del trabajo de los 
servidores públicos del estado y municipios. Allí, en sus artículos 161 y subsiguientes, se dispone 
el procedimiento del ejercicio del derecho de huelga. Como asunto a resaltar, se evidencia que 
no se acoge la limitación del derecho de huelga en cuanto a los servicios públicos esenciales, sino 
que en su artículo 171 se consagra que: 
 
“(…) Al resolverse que la huelga es legal, el Tribunal, a petición de las 
autoridades correspondientes y tomando en cuenta las pruebas 
presentadas, fijará el número de servidores públicos que los 
huelguistas estarán obligados a mantener en el desempeño de sus 
labores, a fin de que continúen realizándose aquellos servicios cuya 
suspensión perjudique la estabilidad de las instituciones públicas, la 
conservación de las instalaciones, o bien signifique un peligro para la 
salud pública o la suspensión de los servicios públicos. Dichos 
servidores públicos gozarán de la retribución que les corresponda por 
su trabajo.” 
 
Se encuentra que en México, el Derecho de Huelga se encuentra garantizado para los servidores 
públicos, y solamente se limita para aquel número de servidores mínimos necesarios, 
                                                          
194 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de 
Convenios y Recomendaciones. (artículos 19, 22 y 35 de la Constitución). Tercer punto del orden del día: 
Informaciones y memorias sobre la aplicación de convenios y recomendaciones. Informe III (Parte 1A). 
Oficina Internacional del Trabajo. Ginebra. 2011. Págs. 153 y ss. Negrilla en el texto original. 
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establecidos por el Tribunal de Huelga, en tanto se trate de actividades deban continuar 
realizándose en aquellos servicios cuya suspensión perjudique la estabilidad de las instituciones 
públicas, la conservación de las instalaciones, o bien signifique un peligro para la salud pública o 
la suspensión de los servicios públicos. 
 
1.1.1.1. Cuadro Resumen 
 
 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN 
SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE 
HUELGA 
 
Limitado, por cuanto 
solamente pueden 
constituirse un 
sindicato por entidad 
estatal, entre otras 
situaciones 
Garantizado. Arts. 54 
y 55 de la Ley del 
trabajo de los 
servidores públicos 
del estado y 
municipios 
Limitada. Se fija un 
procedimiento para 
establecer el número 
de servidores 
públicos que estarán 
obligados a 
mantenerse en el 
desempeño de sus 
labores (art. 176 de la 
Ley del trabajo de los 
servidores públicos 
del estado y 
municipios). Ley del 
trabajo de los 
servidores públicos 
del estado y 
municipios Arts. 161 
y ss. 
 
 
1.1.2. República del Perú195 
 
Como se ha establecido a lo largo de éste trabajo, para realizar un análisis integrado del ejercicio 
del derecho de libertad sindical para los funcionarios al servicio del estado, se debe partir por 
establecer la clasificación que de ellos establece la normatividad nacional respectiva. Labor que 
en el caso del Perú se torna compleja, ya que como lo señala el abogado laboralista Ricardo 
Herrera196, en ésta país existen más de veinte regímenes laborales distintos que regulan las 
relaciones del trabajo con el Estado. 
 
Así es que acudiremos a lo dispuesto en la Ley Marco del Empleo Público o Ley 28175 de 2005, 
para establecer la clasificación general de los servidores públicos en Perú.  
 
                                                          
195 Cfr. VILLAVICENCIO RÍOS, Alfredo. La libertad sindical en el Perú: fundamentos, alcances y regulación. 
Programa Laboral de Desarrollo. Editor: PLADES. Organización Internacional del Trabajo, a través del 
proyecto FSAL/ACTRAV, el Programa Laboral de Desarrollo (PLADES) y la Facultad de Derecho de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú. ISBN 978-9972-2770-3-0. Abril de 2010.  
196 Opinión que se puede consultar en 
http://www.gerenciapublica.org.pe/portal/index.php?option=com_content&view=article&id=775&catid=
35&Itemid=50 
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1.1.2.1. Ley Marco del Empleo Público o Ley 28175 de 2005 
 
La función pública en Perú es entendida como toda actividad temporal o permanente, 
remunerada u honoraria, realizada por una persona natural en nombre del Estado o al servicio 
del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos197.  
 
El artículo 4 de la Ley 28175 clasifica al personal del servicio civil de la siguiente manera: 
 
1. Funcionario Público: quien “(…) desarrolla funciones de preeminencia política, reconocida 
por norma expresa, que representan al Estado o a un sector de la población, desarrollan 
políticas del Estado y/o dirigen organismos o entidades públicas (…).” Que a su vez puede 
ser: 
a. De elección popular directa y universal o confianza política originaria.  
b. De nombramiento y remoción regulados. 
c. De libre nombramiento y remoción. 
 
2. Empleado de Confianza: Lo define como: 
 
“El que desempeña cargo de confianza técnico o político, distinto al del 
funcionario público. Se encuentra en el entorno de quien lo designa o 
remueve libremente y en ningún caso será mayor al 5% de los 
servidores públicos existentes en cada entidad. El Consejo Superior del 
Empleo Público podrá establecer límites inferiores para cada entidad. 
En el caso del Congreso de la República esta disposición se aplicará de 
acuerdo a su Reglamento” 
 
3. Servidor Público: Se clasifica en: 
 
a. Directivo Superior: “El que desarrolla funciones administrativas relativas a la 
dirección de un órgano programa o proyecto, la supervisión de empleados 
públicos, la elaboración de políticas de actuación administrativa y la colaboración 
en la formulación de políticas de gobierno.” 
b. Ejecutivo: “El que desarrolla funciones administrativas, entiéndase por ellas al 
ejercicio de autoridad, de atribuciones resolutivas, las de fe pública, asesoría legal 
preceptiva, supervisión, fiscalización, auditoría y, en general, aquellas que 
requieren la garantía de actuación administrativa objetiva, imparcial e 
independiente a las  personas.” 
c. Especialista: “El que desempeña labores de ejecución de servicios públicos. No 
ejerce función administrativa.” 
d. De apoyo: “El que desarrolla labores auxiliares de apoyo y/o complemento” 
 
Ahora, con éste marco conceptual, logramos pasar a analizar el caso particular de la consagración 
del derecho de libertad sindical de los servidores públicos en Perú. 
 
                                                          
197 Artículo 3 de la Ley de Funcionarios Públicos y Empleados de Confianza de 2003. 
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1.1.2.2. Consagración constitucional del Derecho de Libertad 
Sindical de los servidores públicos en Perú 
 
Resulta importante acudir a lo mencionado por el autor Alfredo Villavicencio, quien realiza una 
reseña histórica en relación con el derecho de libertad sindical de los servidores públicos 
peruanos: 
 
“En el caso de los trabajadores estatales la situación era mucho más 
grave aún, puesto que tenían prohibido expresamente el derecho de 
sindicación, a pesar de que la vigencia formal del Convenio 87 había 
derogado a la Ley 11377 en ese punto, dada su jerarquía legal y el 
hecho de que era una norma especial y posterior. 
 
No va ser sino hasta la Constitución de 1979, y gracias a la ola 
generalizada de conflictos laborales que protagonizaron los 
trabajadores del Estado, que este va a reconocerles expresamente su 
derecho a la libertad sindical (artículo 61 y Decimoséptima Disposición 
General y Transitoria que ratifica el Convenio 151 de la OIT), debiendo 
señalarse, como excepción, que al magisterio se le reconoció este 
derecho en 1964, a través de la Ley 15215 (artículo 21, incisos g) y l) y 
artículo 22). 
 
La constitución de 1979 será uno de los grandes hitos jurídicos en 
materia de libertad sindical, puesto que más allá de ser la primera 
norma suprema que acogía este derecho específicamente (la 
precedente lo incluía en el derecho general de asociación), lo 
consagrará con la mayor amplitud de nuestra historia. Así, en el 
artículo 51 se reconocían a los trabajadores los siguientes derechos: i) 
sindicalización sin autorización previa; ii) no ser obligado a formar 
parte de un sindicato ni impedido de hacerlo; iii) crear organismos de 
grado superior; iv) constitución, funcionamiento y administración libre; 
v) disolución voluntaria o por resolución en última instancia de la Corte 
Suprema; vi) garantías para el desarrollo de las funciones que les 
corresponden para los dirigentes sindicales de todo nivel. A ello habría 
que agregarle el derecho de los trabajadores no dependientes de una 
relación de trabajo a organizarse para defender sus derechos (artículo 
52), y el reconocimiento de los derechos de sindicalización y huelga a 
los servidores públicos, con la excepción de los funcionarios del Estado 
con poder de decisión o que desempeñan cargos de confianza, los 
miembros de las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales y los 
magistrados (artículos 61 y 243).” 
 
Actualmente, los servidores públicos que prestan sus servicios al estado, por virtud de lo 
dispuesto en la Constitución Política del Perú de 1993 cuentan con el reconocimiento 
constitucional expreso del derecho de sindicación y huelga, dejándolos excluidos del derecho de 
negociación colectiva.  
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Valga resaltar que la norma se refiere a los servidores públicos, dejando fuera de ello a los 
empleados de confianza y a los funcionarios públicos. 
 
Entonces, en relación con los derechos de sindicación y huelga, y al borde de lo dispuesto por la 
Organización Internacional del Trabajo, se excluye del su ejercicio a los funcionarios del estado 
con poder de decisión y para aquellos que ejercen cargos de confianza o dirección; también para 
los miembros de las fuerzas armadas y de la policía. 
 
El articulado en mención se transcribe a continuación: 
 
 Artículo 28: “El Estado reconoce los derechos de sindicación, negociación colectiva y 
huelga. Cautela su ejercicio democrático: 
1. Garantiza la libertad sindical. 
2. Fomenta la negociación colectiva y promueve formas de solución pacífica de los conflictos 
laborales. 
La convención colectiva tiene fuerza vinculante en el ámbito de lo concertado. 
3. Regula el derecho de huelga para que se ejerza en armonía con el interés social. Señala sus 
excepciones y limitaciones” 
 
 Artículo 42°.- “Se reconocen los derechos de sindicación y huelga de los  servidores 
públicos. No están comprendidos los funcionarios del Estado con poder de decisión y los 
que desempeñan cargos de confianza o de dirección, así como los miembros de las 
Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional”. 
 
 Artículo 153°.- “Los jueces y fiscales están prohibidos de participar en política, de 
sindicarse y de declararse en huelga” 
 
Reiteramos entonces que el texto peruano constitucional, en lo que se refiere el derecho de 
libertad sindical, no consagra una plena protección del mismo. Toda vez que: i) se reconocen el 
derecho de sindicación y el de huelga, pero no el de negociación colectiva; ii) tal reconocimiento 
solamente opera para algunos servidores públicos; iii) se excluye expresamente a los jueces y 
fiscales del ejercicio del derecho de sindicación y huelga. 
 
1.1.2.3. Los tratados internacionales en el ordenamiento jurídico 
peruano198 
 
En Perú, el proceso de aprobación de los tratados internacionales requiere de un paso previo a 
su ratificación presidencial. Se trata de la aprobación del Congreso. En palabras de Uriel Astorga199 
“Esta división de funciones entre el poder ejecutivo y el legislativo tiene su antecedente normativo 
nacional en la constitución de la monarquía española de 1812 en la que se establecía que si bien 
                                                          
198 Cfr. URIEL ASTORGA, Rodrigo. La Negociación de los Tratados Internacionales y el Control Constitucional 
a priori de las Normas Convencionales en el Perú. Disponible en 
www.wikilearning.com/articulo/la_negociacion_de_los_tratados_internacionales_y_el_control_constituc
ional_a_priori_de_las_normas_convencionales_en_el_peru/19572 
199 Ibíd. URIEL ASTORGA, Rodrigo. La aprobación de los tratados en el Derecho Interno Peruano. 
http://www.wikilearning.com/articulo/la_negociacion_de_los_tratados_internacionales_y_el_control_co
nstitucional_a_priori_de_las_normas_convencionales_en_el_peru-
la_aprobacion_de_los_tratados_en_el_derecho_interno_peruano/19572-12 
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era el Rey quien dirigía la política externa, negociaba y ratificaba los tratados estos deberían ser 
aprobados por las cortes antes de su ratificación, esta fórmula se repitió sin alteraciones hasta la 
constitución de 1979 en la que se establecieron los tratados simplificados o “acuerdos ejecutivos” 
como los llama la doctrina internacional” 
 
El texto constitucional peruano vigente, que data de 1993, se refiere en su capítulo segundo a los 
tratados200. De su contenido se evidencia que en relación con la ratificación de los tratados 
internacionales, acoge la teoría monista, toda vez que el artículo 56 constitucional señala: 
 
“Artículo 56°.- Los tratados deben ser aprobados por el Congreso antes de su ratificación por el 
Presidente de la República, siempre que versen sobre las siguientes materias: 
1. Derechos Humanos. 
2. Soberanía, dominio o integridad del Estado. 
3. Defensa Nacional. 
4. Obligaciones financieras del Estado. 
 
También deben ser aprobados por el Congreso los tratados que crean, modifican o suprimen 
tributos; los que exigen modificación o derogación de alguna ley y los que requieren medidas 
legislativas para su ejecución” 
 
Entonces, el artículo 55 constitucional consagra que “Los tratados celebrados por el Estado y en 
vigor forman parte del derecho nacional”, y el artículo inmediatamente siguiente dispone que el 
proceso de adopción de un tratado internacional en el orden interno requiere de una aprobación 
por el Congreso, que debe ser previa a la ratificación presidencial. Basta entonces con la 
aprobación del Congreso para que un tratado internacional forme parte del ordenamiento 
interno, siempre que versen sobre Derechos Humanos, Soberanía, dominio o integridad del 
Estado, Defensa Nacional o de Obligaciones financieras del Estado. 
 
Ahora que, en el caso de que se trate de materias distintas de las enunciadas, el artículo 57 
constitucional, plantea la solución al señalar que “El Presidente de la República puede celebrar o 
ratificar tratados o adherir a éstos sin el requisito de la aprobación previa del Congreso en 
materias no contempladas en el artículo precedente. En todos esos casos, debe dar cuenta al 
Congreso. 
 
E incluso se consagra el proceso que debe adelantarse en el caso de que los tratados a ratificar 
contengan disposiciones contrarias a la Constitución. Dice el texto en mención “(…) Cuando el 
tratado afecte disposiciones constitucionales debe ser aprobado por el mismo procedimiento que 
rige la reforma de la Constitución, antes de ser ratificado por el Presidente de la República (…)” 
 
Adicionalmente, dentro de las disposiciones finales, numeral cuarto, se dicta que “Las normas 
relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan de 
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú” 
 
 
                                                          
200 Artículos 55 y ss. de la Constitución Política del Perú de 1993. 
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1.1.2.4. Convenios de la OIT ratificados por Perú201 
 
1.1.2.4.1. Convenios Fundamentales 
 
Convenio Fecha Estatus 
C029 - Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29) 01 febrero 1960 En vigor 
C087 - Convenio sobre la libertad sindical y la protección del 
derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) 
02 marzo 1960 En vigor 
C098 - Convenio sobre el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva, 1949 (núm. 98) 
13 marzo 1964 En vigor 
C100 - Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951 
(núm. 100) 
01 febrero 1960 En vigor 
C105 - Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 
(núm. 105) 
06 diciembre 
1960 
En vigor 
C111 - Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), 
1958 (núm. 111) 
10 agosto 1970 En vigor 
C138 - Convenio sobre la edad mínima, 1973 (núm. 138)Edad 
mínima especificada: 14 años. 
13 noviembre 
2002 
En vigor 
C182 - Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 
1999 (núm. 182) 
10 enero 2002 En vigor 
 
1.1.2.4.2. Convenios Técnicos 
 
Convenio Fecha Estatus 
C151 - Convenio sobre las relaciones de trabajo en la 
administración pública, 1978 (núm. 151) 
27-oct-80 En vigor 
 
Encuentro así que, para el tema de estudio, actualmente Perú ha ratificado los Convenios 87, 98, 
151 de la OIT; este último a través del Decreto Supremo 003-82-PCM; cuyo contenido más 
adelante se analizará. 
 
1.1.2.5. Consagración legal del Derecho de Libertad Sindical de los 
servidores públicos en Perú 
 
Se tiene entonces que, la libertad sindical tiene recepción constitucional. Y se cuenta además con 
la llamada Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, básicamente referida al sector privado, y otras 
disposiciones para el sector público. Son éstas últimas las que pasamos a analizar. 
 
1.1.2.6. Decreto Legislativo 276 o Ley de Bases de la Carrera 
Administrativa y de Remuneraciones del Sector Público 
 
En consonancia con la consagración constitucional del artículo 42, dispone en su artículo 24 que 
son derechos de los servidores públicos de carrera: “(…) ll) Constituir  sindicatos con arreglo a ley 
(…)” 
 
                                                          
201 Información disponible en www.ilo.org 
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También dicta su artículo 44:  
 
“Artículo 44°.- Las Entidades Públicas  están prohibidas de negociar 
con sus servidores, directamente o a través de sus organizaciones 
sindicales, condiciones de trabajo o beneficios que impliquen 
incrementos remunerativos o que modifiquen el Sistema Único de 
Remuneraciones que se establece por la presente Ley, en armonía con 
lo que dispone el Artículo 60° de la Constitución Política del Perú. Es 
nula toda estipulación en contrario.” 
 
1.1.2.6.1. Decreto Supremo No 003-82-PCM de 22-01-82 
 
Éste Decreto que data del año de 1982, entra a dictar las normas de aplicación del Convenio 151 
de la OIT, que fuera ratificado por la Constitución Política del Perú, en su Décimo Sétima 
Disposición General y Transitoria.  
 
Se refiere entonces al régimen laboral del sector público en lo específicamente relacionado el 
derecho a constituir sus organizaciones sindicales. 
 
Consagra el artículo 1 del Decreto señalado: 
 
“Los servidores públicos, empleados y obreros permanentes sujetos al 
Sistema Único de Remuneraciones de la Administración Publica, tienen 
derecho a constituir organizaciones sindicales, afiliarse a ellas, 
aprobar sus estatutos y reglamentos, elegir libremente a sus 
representantes y participar en su organización, administración y 
actividades” 
 
En su artículo segundo, mantiene las exclusiones que el texto constitucional actual del Perú 
señala, vale decirlo, para los funcionarios del Estado con poder de decisión202 o que desempeñan 
cargos de confianza203, así como el personal militar y el personal civil que de acuerdo a las 
disposiciones sobre la materia, forman parte de las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales. 
 
1.1.2.6.2. Decreto  Supremo No 026-82-JUS de 13-04-82. 
 
Disposiciones para el mejor cumplimiento del D.S. No 003-82-82-PCM: Servidores Públicos tiene 
derecho a constituir sus organizaciones sindicales. 
Reitera en su artículo 1 la definición de servidor público, y las consecuentes exclusiones en la 
aplicación del Decreto Supremo N° 003-82-PCM, así: 
 
“Artículo 1º.- Para los efectos del artículo 1º del Decreto Supremo Nº 
003-82-PCM, son servidores públicos los comprendidos en la carrera 
                                                          
202 Considerados por el mismo Decreto, como aquellas personas que desempeñan cargos directivos y que 
legal o administrativamente estén facultados para resolver los asuntos de su competencia. Artículo 3. 
203 Se entiende por ellos, los cargos determinados en el Título III del Decreto Legislativo Nº 217 Ley del 
Poder Ejecutivo, así como aquellos otros que sean establecidos por Decreto Supremo. 
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administrativa, cuyos haberes están sujetos al Sistema Único de 
Remuneraciones de las Administración Pública y que además hayan 
superado el período de prueba.  
 
Exceptuase a los servidores que reuniendo las condiciones anteriores, 
en virtud de leyes especiales, formen parte de las Fuerzas Armadas o 
Policiales, así como aquellos cargos que, en virtud de lo dispuesto por 
la Ley Nº 23333, sean determinados como de confianza por Decreto 
Supremo” 
 
1.1.2.6.3. Resolución Jefatural  No 134-82-INAP/DIGESNAP  de 
18-05-82 
 
Directiva que norma el procedimiento para la inscripción de las organizaciones sindicales de 
Servidores Públicos. 
 
1.1.2.6.4. Decreto Supremo  No 0010-83-PCM de 25-02-83 
 
Norman relacionada con la calificación de paralizaciones colectivas de trabajo del Servidor 
Público. 
 
1.1.2.6.5. Decreto Supremo No 70-85-PCM de 26-07-85 
 
Establecen para Gobiernos Locales el procedimiento bilateral  para la determinación de las 
remuneraciones por costo de vida y por condiciones de trabajo de sus funcionarios y servidores. 
 
1.1.2.6.6. Decreto Ley 25593 o Ley Colectiva de Trabajo 
 
Siendo que su contenido es aplicable a los trabajadores de entidades del Estado y de empresas 
pertenecientes al ámbito de la Actividad Empresarial del Estado, sujetos al régimen de la actividad 
privada, para éstos casos se reconoce el ejercicio de los derechos de asociación sindical, 
negociación colectiva y huelga, en los términos de la Ley en mención. 
 
1.1.2.6.7. Decreto Supremo Nº 011-92-TR. 
 
Como lo mencionamos anteriormente, los trabajadores de entidades del estado, pueden estar 
sujetos al régimen jurídico de la actividad privada. En tal sentido el texto de éste decreto 
precisamente señala que los trabajadores de entidades del estado pueden estar sujetos al 
régimen laboral de la actividad privada o a la normatividad de la actividad privada. 
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1.1.2.6.8. Decreto Supremo 076-90-TR 
 
A su paso, el Decreto Supremo 076-90-TR, de 19 de diciembre de 1990, dispuso la simplificación 
de los trámites para la constitución de federaciones y confederaciones204 y para el registro 
sindical205.  
 
1.1.2.7. Restricciones al Derecho de Libertad Sindical de los 
Servidores Públicos en Perú206 
 
En cuanto a las restricciones, se presenta una posible incidencia en el derecho de 
autodeterminación sindical, cuando se establece la prohibición de reelección inmediata de los 
dirigentes de los sindicatos de servidores públicos, bajo el argumento de la democratización de 
las organizaciones sindicales207. 
 
También se encuentra la prohibición de que las federaciones y confederaciones de servidores 
públicos se afilien a organizaciones que comprendan otras categorías de trabajadores. Los 
servidores públicos no tienen el mismo régimen legal que los trabajadores del sector privado. La 
reglamentación jurídica de los conflictos colectivos es diferente también. 
 
Adicionalmente a lo mencionado, existen tres principales regímenes que regulan a los servidores 
del estado, así: 
 
ii) Decreto Legislativo 276 o Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de 
Remuneraciones del Sector Público,  
iii) Decreto Legislativo 728 o Ley de fomento del empleo y  
iv) CAS o Contratación Administrativa de Servicios208  
 
Estos sistemas de vinculación agrupan a un 70% de trabajadores del estado peruano, pero hay al 
menos 20 regímenes distintos. 209 
 
Y como asunto de importancia, resulta del caso anotar que en el Perú se está adelantando una 
reforma al empleo público, hoy llamado Servicio Civil. El punto principal de la reforma es el 
                                                          
204 Que básicamente requieren para su constitución, respectivamente, de dos sindicatos de base y dos 
federaciones. 
205 Ahora basta una declaración juramentada de los integrantes de la asamblea constitutiva de la 
organización sindical. 
206 Decreto Supremo 003-82-PCM del 22 de enero de 1982, que se refiere al Régimen Laboral del Sector 
Público. 
207 Así lo reporta una Comisión de la OIT que en 2008 visitó el país. Sus conclusiones pueden ser revisadas 
en http://www.oit.org.pe/index.php?option=com_content&view=article&id=1698:cit-observaciobre-la-
aplicaciel-convenio-98-1949-peratif-1960-publicado-1991&catid=288:peru&Itemid=1337 
208 Con vigencia a partir de éste año, el Congreso de la República del Perú aprobó un proyecto de Ley 
encaminado, entre otras medidas, a la eliminación progresiva del régimen especial de Contratación 
Administrativa de Servicios (CAS). Y el personal sujeto al régimen CAS podrá incorporarse, a través de 
concurso público, al nuevo Régimen del Servicio Civil.  
209 Así se señala en el Periódico “La República”, en su página web. Disponible en 
http://www.larepublica.pe/29-12-2011/el-estado-peruano-es-una-empresa-que-no-conoce-sus-
empleados 
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desmonte del CAS o Régimen de Contratación Administrativa de Servicios, a través de la cual se 
estima, laboran cerca de 180 mil personas210, quienes gozan de derechos laborales parciales. 
 
En relación con las empresas estatales o con participación estatal, éstas se encuentran sometidas 
al régimen laboral de la actividad privada, según lo dispone el artículo 53 del Decreto Legislativo 
216, con la excepción de aquellas que a fecha de su dación (12 de julio de 1981) tuvieron un 
régimen distinto.  
 
Dispone el artículo en mención: 
 
“Artículo 53.- Los trabajadores de las Empresas del Estado, sean éstas 
de derecho público o de derecho privado se rigen por el régimen 
laboral común de la actividad privada, respetando los regímenes 
especiales contenidos dentro del régimen común, sin menoscabo en 
ningún caso de los derechos que señala la Constitución Política del 
Perú en el Capítulo de Trabajo. 
 
La Autoridad Administrativa de Trabajo y el Fuero Privativo de Trabajo 
y Comunidades Laborales, en su caso, son competentes para conocer 
de las reclamaciones individuales o colectivas de dichos trabajadores.” 
 
El Decreto Supremo 375-82-EFC (artículo 59) que reglamenta esta norma, convierte a la 
excepción en regla; y las relaciones colectivas de trabajo en estas empresas “se sujetarán a las 
normas de la función pública”211. 
 
Se limita entonces, para los trabajadores de las empresas del estado, el ejercicio del derecho de 
libertad sindical, en los términos antes mencionados. 
 
En los años 90, las relaciones colectivas de trabajo fueron objeto de una regulación global que 
fue llevada a cabo por el Poder Ejecutivo, a través del Decreto Ley 25593 (Ley de Relaciones 
Colectivas de Trabajo; LCRT, en adelante), que se dictó en julio de 1992. Esta norma fue 
reglamentada el mismo año, a través del Decreto Supremo 011-92-TR.  
 
Como ya se ha referenciado, para los trabajadores de la administración del Estado, su derecho de 
sindicación se encuentra reglamentado en los Decretos Supremos 003-82-PCM y 026-82-JUS, 
dictados para desarrollar el Convenio 151 de la OIT. En ellos se establece un conjunto de 
limitaciones que desnaturalizan este derecho, siendo las principales: “la reducción de su ámbito 
subjetivo sólo a los trabajadores estables, la limitación de su ámbito objetivo a la repartición, la 
imposición de un registro sindical sin garantías, la pluralidad sindical restringida, la exigencia de 
un número exagerado de organizaciones para constituir federaciones y confederaciones, la 
prohibición de agruparse con trabajadores de otros sectores y la no reelección de dirigentes”212. 
                                                          
210 Dato señalado en http://peru21.pe/2012/08/07/economia/alistan-normas-nuevo-servicio-civil-
2036468. 
211 Ibíd. VILLAVICENCIO RÍOS, Alfredo. P. 31. 
212 VILLAVICENCIO RÍOS, Alfredo. La libertad sindical en el Perú: fundamentos, alcances y regulación. 
Programa Laboral de Desarrollo. Editor: PLADES. Organización Internacional del Trabajo, a través del 
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En cuanto al Derecho de Huelga, se encuentra limitado en tanto: 
 
“afecte los servicios públicos esenciales o se requiera garantizar el 
cumplimiento de actividades indispensables, los trabajadores en 
conflicto deben garantizar la permanencia del personal necesario para 
impedir su interrupción total y asegurar la continuidad de los servicios 
y actividades que así lo exijan. 
 
La Ley establece como servicios esenciales a: 
 
Los sanitarios y de salubridad, los de limpieza y saneamiento, los de 
electricidad, agua y desagüe, gas y combustible, los de sepelio, y los de 
inhumaciones y necropsias, los de establecimientos penales, los de 
comunicaciones y telecomunicaciones, los de transporte, los de 
naturaleza estratégica o que se vinculen con la defensa o seguridad 
nacional, los de administración de justicia por declaración de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, y otros que sean determinados 
por Ley.213” 
 
1.1.2.8. Cuadro Resumen 
 
 
DERECHO DE 
ASOCIACIÓN 
SINDICAL 
DERECHO DE 
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
DERECHO DE 
HUELGA 
Servidor Público 
Directivo Superior 
No Aplica, por cuanto 
el cargo directivo 
implica poder de 
decisión y legal o 
administrativamente 
están facultados para 
resolver los asuntos 
de su competencia. 
No aplica, por 
expresa exclusión 
constitucional. 
No Aplica 
Servidor Público  
Ejecutivo 
No Aplica, por cuanto 
en virtud del cargo  
desarrolla funciones 
administrativas, 
entiéndase por ellas 
al ejercicio de 
autoridad, de 
atribuciones 
No aplica, por 
expresa exclusión 
constitucional. 
No aplica 
                                                          
proyecto FSAL/ACTRAV, el Programa Laboral de Desarrollo (PLADES) y la Facultad de Derecho de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú. ISBN 978-9972-2770-3-0. Abril de 2010. 
213 Información publicada por el Ministerio del Trabajo de Perú en su página oficial. Disponible en 
http://www.mintra.gob.pe/mostrarTemaSNIL.php?__page=28&codTema=0&tip=20 
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resolutivas, las de fe 
pública, asesoría legal 
preceptiva, 
supervisión, 
fiscalización, 
auditoría y, en 
general, aquellas que 
requieren la garantía 
de actuación 
administrativa 
objetiva, imparcial e 
independiente a las  
personas.” 
Servidor Público 
Especialista 
Aplica, siendo que su 
labor implica el 
desarrollo de labores 
de ejecución de 
servicios públicos, sin 
ejercer función 
administrativa. 
No aplica, por 
expresa exclusión 
constitucional. 
Aplica.  
Servidor Público de 
apoyo 
Aplica, Dado a que las 
funciones del cargo se 
refieren a trabajo de 
auxilio de apoyo y/o 
complemento. 
No aplica, por 
expresa exclusión 
constitucional. 
Aplica. 
Trabajadores de 
entidades del Estado 
y de empresas 
pertenecientes al 
ámbito de la 
Actividad 
Empresarial del 
Estado 
Aplica Aplica Aplica 
 
1.1.3. República de Argentina 
 
Como gran punto de referencia, debemos tener muy presente que la Nación Argentina está 
organizada en forma de república federal a través de Provincias.  
Entonces, nuestro análisis se refiere a la normativa aplicable a nivel federal. 
 
El derecho de sindicación que se confiere a los funcionarios y empleados públicos para defender 
y promover sus intereses profesionales, se rige en Argentina por la legislación aplicable a los 
sindicatos en general, como también sucede en  Australia, Belarús, Colombia, Egipto, Filipinas, 
Finlandia, India, Italia, Polonia, Venezuela214. 
 
                                                          
214 Así lo señala la Organización Internacional del Trabajo en el Estudio General disponible en 
http://training.itcilo.it/ILS/foa/library/ils_es/facb03_es.html 
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De tal manera es que, en Argentina se permite gozar a los servidores públicos del derecho a la 
asociación sindical. Pasamos entonces a estudiar el marco jurídico argentino relacionado con el 
tema de análisis. 
 
1.1.3.1. El Derecho de Libertad Sindical de los Servidores Públicos 
en la Constitución Argentina. 
 
El texto constitucional argentino data de 1853, y ha sido reformada en los años de 1860, 1866, 
1898, 1957, siendo la más reciente en 1994. El artículo 14bis de tal texto superior consagra lo 
siguiente en relación con la libertad sindical: 
 
 “Artículo 14 bis.- El trabajo en sus diversas formas gozará de la 
protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones 
dignas y equitativas de labor, jornada limitada; descanso y vacaciones 
pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual 
remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las 
empresas, con control de la producción y colaboración en la dirección; 
protección contra el despido arbitrario; estabilidad del empleado 
público; organización sindical libre y democrática, reconocida por la 
simple inscripción en un registro especial. 
 
Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de 
trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. 
Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para 
el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la 
estabilidad de su empleo. (…)” (Negrilla y subraya ajena al texto 
original) 
 
De su tenor podemos extractar que: 
 
 Se concede el derecho de asociación sindical libre y democrática a todos los trabajadores. 
 Se reconoce el derecho de negociación colectiva 
 Se reconoce el derecho de huelga 
 Se reconoce la garantía de fuero sindical 
 Se reconocen los permisos sindicales 
 Se reconoce la facultad de los sindicatos para hacer efectivos los mecanismos alternos 
de solución de controversias de la conciliación y el arbitraje. 
 No se realiza una exclusión expresa relacionada con el sector público 
 
1.1.3.2. Los tratados internacionales en el ordenamiento jurídico 
argentino 
 
Al analizar el texto constitucional, se encuentran varios apartes relacionados con la adopción en 
el ordenamiento interno de los tratados internacionales. 
 
De entrada, el artículo 31 dicta la superioridad jerárquica con la que cuentan los tratados 
internacionales, al considerarlos ley suprema de la nación: 
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Artículo 31.- Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el 
Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema de la Nación; y las 
autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquiera 
disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales, salvo para la 
provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados después del Pacto de 11 de noviembre de 
1859. (Negrilla y subraya ajena al texto original) 
 
A su paso, el artículo 75 de la Constitución Argentina dispone como una de las atribuciones del 
Congreso la de “(…) aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las 
organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados y concordatos 
tienen jerarquía superior a las leyes”. Se les reconoce a los tratados aprobados una jerarquía 
superior a las leyes, pero inferior a la Constitución, de cara a lo establecido en los artículos 27215 y 
31 constitucionales”216. 
 
A través de la última reforma constitucional de 1994 en Argentina, el propio texto constitucional 
dispuso el cúmulo de textos de tratados internacionales de derechos humanos que tendrán una 
jerarquía constitucional. Dicta el texto del artículo 75: 
 
 “La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la 
Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención 
sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la 
Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la 
Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su 
vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno 
de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse 
complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos. 
Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo 
Nacional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad 
de los miembros de cada Cámara. 
 
Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de 
ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las dos terceras 
                                                          
215 Cuyo tenor literal menciona: “Artículo 27.- El Gobierno federal está obligado a afianzar sus relaciones de 
paz y comercio con las potencias extranjeras por medio de tratados que estén en conformidad con los 
principios de derecho público establecidos en esta Constitución.” 
216 Al respecto señalan Bertolé y Colombato: “(…) En el Derecho Argentino los Tratados Internacionales, 
quedaron incorporados en el primer párrafo del artículo 75 inc. 22 de nuestra Constitución Nacional con la 
reforma de 1994. Esta reforma determino una modificación en la estructura normativa del Estado, 
ubicando a los tratados en  general, en una jerarquía constitucional superior a las leyes, e inferior a la 
Constitución (arg. conf. art. 27 C.N.)” 
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partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de 
la jerarquía constitucional.” 
 
Entonces, resulta del caso analizar el acontecer de los convenios de la Organización Internacional 
del Trabajo, dado que los mismos no se reportan en el listado de aquellos con jerarquía 
constitucional. 
 
1.1.3.2.1. Los Tratados Internacionales del Trabajo en el 
ordenamiento jurídico argentino217 
 
El proceso de incorporación de los instrumentos internacionales relativos a derechos humanos a 
la legislación argentina se vio impulsado por la reforma constitucional de 1994, que como ya lo 
mencionamos en el numeral 22 del artículo 75, parágrafo 2, le entrega jerarquía constitucional a 
los principales tratados internacionales sobre la materia. 
 
Ahora que, en el derecho constitucional argentino se dispone de dos tipos de jerarquía normativa 
para los tratados. De un lado se les entrega carácter supralegal e infraconstitucional (arts. 31 y 75 
inc. 22, par. 1), y de otro lado se enlistan los tratados internacionales a los que se les dota de 
jerarquía constitucional (Art. 75, inc. 22, par. 2). 
Siendo que no se encuentran expresamente enlistados en el segundo grupo, como regla general, 
los tratados internacionales del trabajo se encuentran en el primer grupo contando con carácter 
supralegal e infraconstitucional. 
 
A pesar de lo anterior, en los casos en que los derechos contemplados en los tratados 
internacionales del trabajo se encuentren referenciados en alguno de los instrumentos a los que 
se refiere el segundo párrafo del inc. 22 del art. 75 de la Constitución Argentina, gozarán de 
idéntica jerarquía a la Constitución. Lo mismo sucederá en caso de que el Congreso de la Nación 
les otorgue tal rango, mediante la mayoría especial prevista en el tercer párrafo del mismo 
numeral 22 del artículo 75 constitucional. 
 
1.1.3.3. Convenios internacionales del trabajo ratificados por 
Argentina 
 
Acudiendo a lo señalado por Von Potobsky218, los convenios de la OIT según su contenido pueden 
ser: 
 
“Convenios llamados promocionales o que contengan normas 
generales de este carácter, normas programáticas, normas con 
                                                          
217 Cfr. Bertolé, Cecilia A., Colombato, Lucía C. La incorporación de los Convenios de la OIT en el derecho 
argentino. Pautas para su aplicación en juicio. Equipo Federal del Trabajo. Publicado el 04 de abril de 2012. 
Edición 83. ISSN 1669- 4031. Disponible en http://www.newsmatic.e-
pol.com.ar/index.php?pub_id=99&sid=1174&aid=73061&eid=83&NombreSeccion=Notas%20de%20c%E
1tedra%20universitaria&Accion=VerArticulo 
218 VON POTOBSKY, Gerardo. Eficacia jurídica de los convenios de la OIT en el plano nacional. 2004. 
Disponible en 
http://white.oit.org.pe/spanish/260ameri/oitreg/activid/proyectos/actrav/actividadesregionales/2012/do
cumentos/obj01_act18_2012_vonpotobsky__eficjurcon_2004.pdf 
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directivas específicas sobre temas determinados, normas que 
reconocen los derechos subjetivos conforme a las condiciones 
impuestas por los Estados, y también normas autoejecutivas por ser 
precisas y no condicionadas, garantizando derechos o imponiendo 
obligaciones.” 
 
En virtud de lo anterior, y analizando ésta clasificación en el marco constitucional argentino, se 
encuentra que los convenios de la OIT ratificados por el país, poseen eficacia propia, por cuanto 
establecen derechos y obligaciones a los Estados y su contenido pueden ser aplicados 
directamente, a pesar de la naturaleza programática o autoejecutiva de su contenido. 
 
De contera es que los convenios ratificados por la OIT en la Argentina deben ser aplicados en 
razón de la naturaleza de los mismos y su jerarquía es constitucional, en los casos de que sus 
contenidos tengan relación directa con lo dispuesto en los pactos internacionales relacionados 
en el parágrafo segundo del numeral 22 del artículo 75 constitucional argentino. En los casos 
restantes, su jerarquía es supralegal e infraconstitucionales. 
 
Tal es la línea jurisprudencial consolidada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación219. 
 
Argentina cuenta con el siguiente listado de ratificación de convenios: 
 
Convenio Fecha Estatus 
C087 - Convenio sobre la libertad sindical y la protección del 
derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) 
18 enero 1960 
En 
vigor 
C098 - Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 
colectiva, 1949 (núm. 98) 
24 septiembre 
1956 
En 
vigor 
C151 - Convenio sobre las relaciones de trabajo en la 
administración pública, 1978 (núm. 151) 
21 enero 1987 
En 
vigor 
 
De allí que los convenios 87 y 98 son de carácter constitucional. En cuanto al convenio 151, es de 
naturaleza supralegal e infraconstitucional. 
 
1.1.3.4. Función pública en Argentina 
 
Dada la forma de organización de la nación argentina, los funcionarios públicos pueden 
clasificarse desde distintos puntos de vista. En tal sentido, acudiremos a lo dispuesto en la Ley 
25.164 de 1999 o Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional, que rige a los 
trabajadores que integran el servicio civil de la nación, y que  está constituido por las personas 
que habiendo sido designadas  conforme lo previsto en la Ley 25.164, prestan servicios en 
dependencias del Poder Ejecutivo, inclusive entes jurídicamente descentralizados. 
 
La Ley 25.164 o Ley marco de regulación de empleo público nacional, llegó a sustituir el anterior 
"régimen jurídico básico de la función pública" consagrado en la Ley 22.140, que en su momento 
fuera reglamentada por el Decreto 1797/80. 
 
                                                          
219 Al respecto puede consultarse el análisis realizado por Bertolé y Colombato en su texto “La incorporación 
de los Convenios de la OIT en el derecho argentino. Pautas para su aplicación en juicio”, que anteriormente 
se ha citado. 
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La doctrina argentina220 se encarga de clasificar a los funcionarios públicos del orden nacional221 
(personal civil) a los que les aplica la Ley de Empleo Público Nacional en: 
 
 Funcionarios de Carrera: Caracterizados por su permanencia. 
 Funcionarios de Empleo: Caracterizados por la falta de permanencia en el servicio 
desempeñado. Sus cargos, en varias ocasiones, no se encuentran incluidos en el 
presupuesto respectivo. Éstos pueden ser: 
o Eventuales: Aquellos que desarrollan labores de confianza, asesoramiento 
especial, y por lo tanto, no están reservados de carrera. 
o Interinos: Quienes por razones de necesidad y urgencia ocupan cargos de planta 
en las entidades. La duración de su designación, depende de la llegada de un 
funcionario de carrera. 
 
Mismos que a su vez, también pueden ser: 
 
 Autoridades: Aquellos con potestad de mandar, decidir y hacer cumplir órdenes. 
 Agentes: Obran como ejecutores de las ordenes que reciben. 
 
1.1.3.5. Marco legal del derecho de libertad sindical de los 
servidores públicos argentinos. 
 
Si partimos de la consagración constitucional, los derechos de asociación sindical, negociación 
colectiva y huelga, son reconocidos tanto para el sector privado como para el sector público. 
 
Se tiene el artículo 4 de la Ley 23.551, que garantiza a los trabajadores los siguientes derechos 
sindicales: 
 
 Constituir libremente y sin necesidad de autorización previa, asociaciones sindicales.  
 Afiliarse a las ya constituidas, no afiliarse o desafiliarse.  
 Reunirse y desarrollar actividades sindicales. 
 Peticionar ante las autoridades y los empleadores.  
 Participar en la vida interna de las asociaciones sindicales, elegir libremente a sus 
representantes, ser elegidos y postular candidatos.  
 Más adelante se reconocen los derechos de libertad sindical en relación con asociaciones 
de segundo o tercer grado. 
 En relación con la autonomía sindical, se permite: i) la escogencia de un nombre para el 
sindicato, que no puede ser de aquellos ya adoptados, ni aquellos que puedan  inducir a 
error o confusión; ii) adoptar el tipo de organización; iii), aprobar sus estatutos y 
constituir asociaciones de grado superior, afiliarse a la ya constituidas o desafiliarse, entre 
otras. 
 
                                                          
220 Puede remitirse al texto de GISELA, Fedre. Universidad Abierta Interamericana de Argentina disponible 
en http://imgbiblio.vaneduc.edu.ar/fulltext/files/TC044698.pdf 
221 Relativa al Poder Ejecutivo Nacional, excluido el personal militar y de fuerzas de seguridad (Policía 
Federal, Gendarmería, Personal militar de la FFAA, Prefectura Naval, Servicio Penitenciario Federal). 
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La normativa del sector privado, en varios casos es la misma aplicable que para los organismos 
del estado nacional, como son los casos de ANSES (Administración General de Seguridad222), PAMI 
(Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados), AFIP (Administración 
Federal) -que comprende la Aduana y la DGI- y la Dirección Nacional de Vialidad aplican la Ley N° 
14.250 a sus convenciones sectoriales. 
 
Pero, en el caso de los empleados públicos argentinos a quienes les aplica la Ley de Empleo 
Público Nacional, éstos tienen derecho a una libertad sindical menguada, conforme lo establece 
el artículo 16, literal “e” de la misma Ley de Empleo Público Nacional. Ello dado que se reconoce 
el derecho de libertad de afiliación sindical y negociación colectiva, pero excluye a la huelga. 
 
1.1.3.5.1. Derecho de negociación colectiva de los empleados 
públicos argentinos223 
 
La Ley 14.250 de Convenciones Colectivas de Trabajo, originalmente de aplicación en el sector 
privado, son de aplicación para varios organismos del estado nacional argentino. En tal sentido lo 
disponen el Decreto 1135 de 2004 y la Ley 23.546. En estas entidades se presenta una mixtura 
de regímenes, puesto que a la par de las normas de derecho administrativo que regulan la 
función, también les aplican las disposiciones de la Ley de Contrato de Trabajo del sector privado, 
ello en uso de la norma más favorable, consagrada en los artículos 2 y 9 de la Ley de Contrato de 
Trabajo. 
 
Una de las facilidades concedidas por la legislación nacional argentina a los representantes de las 
organizaciones reconocidas de empleados públicos es la obligación de los empleadores de 
proporcionar un lugar de reunión, reunirse periódicamente con los representantes de los 
trabajadores y concederles tiempo libre (crédito de horas mensuales) para el ejercicio de sus 
funciones. 
 
Se presenta una especie de similitud respecto de Colombia, por cuanto existe la figura de los 
“servicios públicos esenciales”. Ello porque alguna de las partes del conflicto colectivo puede 
optar por “medidas legítimas de acción directa que involucren actividades que puedan ser 
consideradas servicios esenciales, deberá garantizar la prestación de servicios mínimos para evitar 
su interrupción” 
 
                                                          
222 Encargada de la Seguridad Social Argentina, basada el sistema previsional. En el año de 1990, la Ley 
23.769 crea el Instituto Nacional de Previsión Social, cuya finalidad básica consistía en unificar la 
administración del Sistema Nacional de Previsión Social. Este organismo es disuelto por el Decreto 2284/91, 
y sustituido por la Administración Nacional de la Seguridad Social -ANSES-, de acuerdo al Decreto 2741/91. 
La ANSES está facultada para administrar los fondos correspondientes a los regímenes nacionales de 
jubilaciones y pensiones, en relación de dependencia y autónomos, de subsidios y asignaciones familiares. 
Desde la implementación de la Contribución Única de la Seguridad Social, en febrero de 1992, ANSES 
también administra los ingresos del Fondo Nacional de Empleo. Dicho Fondo financia los Programas de 
Empleo, administrados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, y las prestaciones del 
Seguro de Desempleo otorgadas por ANSES. Información disponible en 
http://www.anses.gob.ar/general/institucional/historia-anses-220 
223 Cfr. Principios y recomendaciones para las negociaciones colectivas entre el estado y sus trabajadores. 
Consejo Federal de la Función Pública - Comisión de Empleo Público y Carrera. Aprobado por la 2ª Asamblea 
Ordinaria 2008 del Consejo Federal de la Función Pública, Las Termas de Río Hondo, Provincia de Santiago 
del Estero, 28 de agosto de 2008. 
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Se consideran esenciales los servicios sanitarios y hospitalarios, la producción y distribución de 
agua potable, energía eléctrica y gas y el control del tráfico aéreo. 
 
Una actividad no comprendida dentro de las anteriores,  
 
“podrá ser calificada excepcionalmente como servicio esencial, por 
una comisión independiente integrada según establezca la 
reglamentación, previa apertura del procedimiento de conciliación 
previsto en la legislación, en los siguientes supuestos:  
 
a) Cuando por la duración y extensión territorial de la interrupción de 
la actividad, la ejecución de la medida pudiere poner en peligro la vida, 
la seguridad o la salud de toda o parte de la población. 
b) Cuando se tratare de un servicio público de importancia 
trascendental, conforme los criterios de los organismos de control de 
la Organización Internacional del Trabajo. 
 
El poder ejecutivo nacional con la intervención del ministerio de 
trabajo, empleo y seguridad social y previa consulta a las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores, dictará la 
reglamentación del presente artículo dentro del plazo de NOVENTA 
(90) días, conforme los principios de la Organización Internacional del 
Trabajo.224" 
 
De forma más detallada se describe la situación jurídica que cubre a las negociaciones colectivas 
de los trabajadores del estado argentino en la ley 24.185 de 1992. 
 
No pueden desarrollar estas negociaciones colectivas: 
 
“a) El Presidente y Vicepresidente de la Nación, y el Procurador General 
de la Nación; 
b) El Fiscal General de Investigaciones Administrativas y los Fiscales 
Adjuntos; 
c) Los Ministros, Secretarios y Subsecretarios del Poder Ejecutivo de la 
Nación, el Procurador del Tesoro de la Nación, funcionarios superiores 
y asesores de gabinete; 
d)  Las personas que, por disposición legal o reglamentaria emanadas 
de los poderes del gobierno, ejerzan funciones asimilables 
o de jerarquía  equivalente  a los cargos mencionados; e) El personal 
militar y de seguridad de las Fuerzas Armadas de la Nación, 
Gendarmería Nacional, Prefectura Naval, Policía Federal, Servicio 
Penitenciario  Federal u Organismos asimilables; 
                                                          
224 Art. 24 Ley N° 25.877 del 18 de marzo de 2004 
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 f) El personal diplomático comprendido en la Ley de Servicio Exterior,  
que reviste en jerarquías superiores que requieran acuerdo del Senado; 
 g) El Clero Oficial; 
 h) Las autoridades y funcionarios directivos o superiores de entes 
estatales u organismos descentralizados nacionales; 
 i) El personal que requiera  un régimen particular por las especiales 
características de sus actividades  cuando así lo resolviere el Poder 
Ejecutivo Nacional mediante resolución fundada; 
j) Los sectores de la Administración Pública Nacional que a la fecha de 
la sanción de esta ley se encuentren incorporados al régimen de las 
convenciones colectivas de trabajo…”225 
 
A continuación se recuerdan algunos apartes de la Ley N° 25.877 del 18 de marzo de 2004: 
 
“ARTÍCULO 6 - La negociación colectiva podrá realizarse dentro de un 
ámbito general o sectorial. Las partes articularán la negociación en los 
distintos niveles. Para cada negociación, general o sectorial, se 
integrará una comisión negociadora, en la que serán parte: los 
representantes del Estado empleador y de los empleados públicos que 
será coordinada por la autoridad administrativa del trabajo. En el caso 
de negociaciones en el ámbito sectorial, intervendrán conjuntamente  
las asociaciones con personería  gremial  que correspondan a dichos 
ámbitos y aquellas que en el orden nacional incluyan a este sector en 
su ámbito de actuación. 
(…) 
ARTÍCULO 8 - La negociación colectiva regulada por la presente ley 
será comprensiva de todas las cuestiones laborales que integran la 
relación de empleo, tanto las de contenido salarial como las demás 
condiciones de trabajo, a excepción de las siguientes: 
 a) La estructura orgánica de la Administración Pública Nacional; 
 b) Las facultades de dirección del Estado; 
 c) El principio de idoneidad como base del ingreso y de la promoción 
en la carrera administrativa. 
 Las tratativas salariales o aquéllas referidas a las condiciones 
económicas de la prestación laboral, deberán sujetarse a lo normado 
por la ley de presupuesto y a las pautas que determinaron su 
confección. 
 
ARTICULO 11. - El acuerdo que se suscriba constará en un acta que 
deberá contener: 
                                                          
225 Art. 3º 
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 a) Lugar y fecha de su celebración; 
 b) Individualización de las partes y sus representantes; 
 c) El ámbito personal de la aplicación, con mención clara del 
agrupamiento, sector o categoría del personal comprendido; 
 d) La jurisdicción y el ámbito territorial de aplicación; 
 e) El período de vigencia; 
 f) Toda mención conducente a determinar con claridad los alcances 
del acuerdo. 
 
ARTICULO 12. - Vencido el término de vigencia de una convención 
colectiva, se mantendrán subsistentes las condiciones de trabajo 
resultantes de la misma, al igual que las normas relativas a 
contribuciones y demás obligaciones asumidas  por  el Estado 
empleador. Todo ello hasta que entre en vigencia un nuevo acuerdo, 
siempre que en el anterior no se haya convenido lo contrario. 
 
ARTICULO 14. - En el ámbito de la Administración Pública Nacional 
sujeto al régimen de la presente ley, el acuerdo deberá ser remitido  
para su instrumentación por el Poder Ejecutivo mediante el acto 
administrativo correspondiente. El acto administrativo de 
instrumentación deberá ser dictado dentro del plazo de treinta (30) 
días hábiles de la suscripción del acuerdo. 
 
ARTICULO 15. - Instrumentado el acuerdo por la autoridad que 
corresponda, o vencido el plazo sin que medie acto expreso, el texto 
completo de aquél será remitido dentro de los cinco (5) días al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para su registro y publicación 
dentro de los diez (10)  días de recibido. El acuerdo regirá formalmente 
a partir del día siguiente al de su publicación, y se aplicará a todos los 
empleados, organismos y entes comprendidos. 
 
ARTICULO 16. - En caso de desacuerdo en el desarrollo de las 
negociaciones, o que se suscitare un conflicto ocasionado por 
cuestiones que puedan ser materia de ellas, cualesquiera de las partes 
deberá comunicarlo al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para 
formalizar los trámites de la instancia obligatoria de conciliación. El 
Ministerio podrá también intervenir de oficio si lo considerara 
oportuno, en atención a la naturaleza del conflicto, siendo de 
aplicación lo dispuesto por la Ley 14.786. 
 
ARTICULO 17. - Las asociaciones sindicales, los representantes del 
Estado empleador y la autoridad administrativa del trabajo podrán 
proponer un listado de personas que actuarán como mediadores, 
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quienes serán de reconocida versación en materia de relaciones 
laborales en el sector estatal, y con práctica en la negociación 
colectiva. Las partes de común acuerdo, seleccionarán del listado 
propuesto, quién o quiénes actuarán en la mediación, no pudiendo 
designar otra persona que las que integren dicho listado, salvo 
acuerdo expreso y unánime. En caso de falta de acuerdo sobre la 
designación del mediador, y siempre que las partes quieran continuar 
con este procedimiento, la autoridad administrativa  del  trabajo 
designará al mediador. 
 
ARTICULO 19. - Los regímenes convencionales que se establezcan 
como consecuencia  de esta ley se regirán por criterios de 
interpretación e integración de normas generales que rijan la materia, 
no resultando de automática aplicación las disposiciones de la Ley 
20.744 (Texto Ordenado Decreto 390/76)” 
 
1.1.3.6. República Bolivariana de Venezuela 
 
La norma jurídica venezolana que regula todas las situaciones referentes al desarrollo de los 
contratos de trabajo, vale decir, la Ley orgánica del trabajo, señala por regla general en su artículo 
8º que: 
 
“Artículo 8º. Los funcionarios o empleados públicos Nacionales, 
Estadales o Municipales se regirán por las normas sobre Carrera 
Administrativa Nacionales, Estadales o Municipales, según sea el caso, 
en todo lo relativo a su ingreso, ascenso, traslado, suspensión, retiro, 
sistemas de remuneración, estabilidad y régimen jurisdiccional; y 
gozarán de los beneficios acordados por esta Ley en todo lo no previsto 
en aquellos ordenamientos.”  
 
Los funcionarios o empleados públicos que desempeñen cargos de 
carrera, tendrán derecho a la negociación colectiva, a la solución 
pacífica de los conflictos y a la huelga, de conformidad con lo previsto 
en el Título VII de esta Ley, en cuanto sea compatible con la índole de 
los servicios que prestan y con las exigencias de las Administración 
Pública. Los obreros al servicio de los entes públicos estarán 
amparados por las disposiciones de esta Ley.226” 
 
De esta forma, jurídicamente, se da una especie de equidad entre las condiciones de derecho 
laboral colectivo de los trabajadores tanto del sector público como del privado en Venezuela. 
 
Haciendo la remisión que dicta el art. 8º, se encuentra con el art. 400 que reza “Tanto los 
trabajadores como los patronos tienen el derecho de asociarse libremente en sindicatos y éstos, 
a su vez, el de constituir federaciones y confederaciones.” Refiriéndose al aspecto positivo del 
                                                          
226 Ley orgánica del Trabajo; negrilla fuera del texto 
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derecho de asociación. Pero también el art. 401 configura el aspecto negativo diciendo que 
“Nadie podrá ser obligado ni constreñido directa o indirectamente a formar parte o no de un 
sindicato.” 
Pero obviamente, y por la naturaleza de sus labores, habrá unos trabajadores que no cuentan 
con el derecho de asociación sindical. Ellos son “los miembros de los cuerpos armados, pero las 
autoridades respectivas, dentro de sus atribuciones, establecerán, por vía reglamentaria, los 
beneficios de que deberá gozar el personal que allí presta servicios, los cuales no serán inferiores 
a los de los trabajadores regidos por esta Ley, ley orgánica del trabajo, en cuanto sea compatible 
con la índole de sus labores.  
 
Se entenderá por cuerpos armados los que integran las Fuerzas Armadas Nacionales, los servicios 
policiales y los demás que están vinculados a la defensa y la seguridad de la nación y al 
mantenimiento del orden público.227” 
De tal forma que los conflictos laborales surgidos entre patrono(s) y sindicatos referentes a  
“modificar las condiciones de trabajo, para reclamar el cumplimiento de las convenciones 
colectivas, o para oponerse a que se adopten determinadas medidas que afecten a los 
trabajadores de la respectiva empresa, explotación o establecimiento228” deben tramitarse por el 
procedimiento señalado por la LOT para toda “empresa, establecimiento, explotación o faena en 
que presten servicio más de diez (10) trabajadores229” sin interrumpir las labores por parte de 
ninguna de las partes del conflicto colectivo hasta tanto sea agotada la fase de negociación 
colectiva establecida por la LOT. Ello si los sindicatos y los empleadores no han estipulado 
anteriormente algún trámite previo para la solución de controversias.  
 
“Al tener conocimiento de que está planteada o por plantearse una 
diferencia de naturaleza colectiva, el Inspector del Trabajo procurará 
abrir una etapa de negociaciones entre el patrono o patronos y el 
sindicato o sindicatos respectivos y podrá participar en ellas 
personalmente o por medio de un representante, para interesarse en 
armonizar sus puntos de vista e intereses.230” 
“El procedimiento conflictivo comenzará con la presentación de un 
pliego de peticiones” 
 
Entonces, los trabajadores del estado venezolanos gozan del derecho de asociación, de la 
negociación colectiva y de la huelga, en los mismos términos que un trabajador dependiente en 
el sector privado.  
 
Resulta importante destacar que en los servicios públicos u organismos dependientes del estado 
que se vean afectados por un conflicto colectivo, “el Inspector del Trabajo lo comunicará de 
inmediato al Procurador General de la República a los fines conducentes.231” 
 
En la actualidad en Venezuela el sector sindical de mayor fuerza relativa es el de los trabajadores 
del sector público.232 
                                                          
227 Art. 71 L.O.T. 
228 Art. 469 LOT 
229 Art. 470 LOT 
230 Art. 475 LOT 
231 Art. 474 LOT 
232 http://www.monografias.com/trabajos51/derecho-colectivo-trabajo/derecho-colectivo-trabajo2.shtml 
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La negociación colectiva y la conciliación establecidas en la ley son obligatorias y no puede 
interrumpirse la prestación del servicio sin haberse agotado las mismas. No obstante ello, el 
agotamiento de estas instancias, no menoscaba el derecho del sindicato de iniciar formalmente 
un conflicto mediante la introducción de un pliego de peticiones, el cual puede tener carácter 
conflictivo o conciliatorio, a juicio del solicitante233.  
 
Con posterioridad al inicio del conflicto la autoridad administrativa verificará el cumplimiento de 
los requisitos del pliego conflictivo, sin perjuicio de notificarlo al patrono y en ejercicio de su 
atribución de facilitar una solución armónica al mismo, diligenciará lo conducente para constituir 
una Junta de Conciliación, a fin de concertar una solución satisfactoria para las partes. Durante la 
conciliación el patrono no puede oponer defensas relativas a la ausencia de requisitos del pliego 
de peticiones, que hayan sido decididas con antelación por la autoridad administrativa. Alcanzada 
la conciliación o declarada imposible de lograr concluirá esta etapa del procedimiento, y la 
recomendación de la Junta de Conciliación puede dar lugar a un arreglo con carácter definitivo o 
sugerir que el conflicto sea sometido a arbitraje. 
 
Dos características importantes de esta etapa son que los trabajadores una vez iniciado el 
conflicto, por breve lapso, no pueden suspender sus labores y también existe la posibilidad de 
que se acumulen varios conflictos en uno sólo a fin de designar una sola Junta de Conciliación, en 
todos aquellos casos en los cuales se planteen conflictos colectivos de trabajo en diversas 
empresas que forman parte de una misma rama de actividad.  
 
Si la conciliación no tiene éxito se puede ocurrir a una Junta de Arbitraje, cuyas decisiones son 
obligatorias para las partes durante un determinado período, se basan principalmente en la 
equidad, atendiendo a lo más conveniente al interés de las partes en conflicto y no tiene ningún 
recurso administrativo, pero sí judicial, en casos excepcionales. 
 
Tal como se señaló anteriormente, el derecho a huelga es un derecho constitucional de todos los 
trabajadores de Venezuela, del sector público y del sector privado, con las limitaciones 
establecidas en la ley. Para el ejercicio del derecho a huelga en Venezuela, sólo es necesaria la 
presentación de un pliego de peticiones conflictivo al cabo de lo cual hay que dejar transcurrir un 
breve plazo para poder realizar la suspensión colectiva de labores y cualquier otra medida que 
altere el normal desenvolvimiento del proceso productivo, sin importar que los trabajadores 
permanezcan en las cercanías del lugar de trabajo, después de que la huelga ha sido declarada.  
 
La huelga debe estar fundamentada en un reclamo sobre las condiciones en que se presta el 
trabajo, para que se celebre una convención colectiva o para que se dé cumplimiento a ella y el 
sindicato o la coalición deben representar a la mayoría de los trabajadores, haber agotado los 
procedimientos previos legales y contractuales y notificar a las autoridades a fin de evitar 
alteraciones del orden público.  
 
En caso de duda acerca de cuál es el sindicato más representativo a propósito de una eventual 
huelga o conflicto colectivo, la autoridad administrativa organizará un referéndum sindical en la 
forma establecida en la ley.  
 
Hay que destacar que su ejercicio no perjudica el tiempo de servicio del trabajador. También 
deben mantener los trabajadores del sector público y del sector privado, los servicios 
                                                          
233 Ibídem 
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indispensables relativos a la salud de la población o a las instituciones, o a la conservación, 
mantenimiento de maquinarias y seguridad de la empresa, establecidos en el convenio colectivo 
y a falta de éstos en la ley. Si las partes no han acordado en el convenio colectivo, cuáles son los 
servicios indispensables, pueden acordarlo ante la autoridad administrativa y en caso de 
desacuerdo pedirle a ésta que los fije y contra esa decisión las partes tienen recursos 
administrativos y judiciales. El incumplimiento de esta obligación hace la huelga ilegal y se 
considera además una falta grave que puede acarrear la sustitución de los trabajadores 
responsables. Similar regulación se encuentra en varios países latinoamericanos. En lo que 
respecta a la huelga en vehículos éstos tienen disposiciones especiales que la regulan. 
 
Al igual que en otros ordenamientos jurídicos, en Venezuela se regula la huelga de solidaridad 
con la finalidad de ayudar a otros trabajadores del mismo oficio en su lucha por las mejoras en 
las condiciones de prestación del servicio, y para su ejercicio basta que se presente una 
declaración de solidaridad ante la autoridad administrativa del lugar, es accesoria de la huelga 
principal en sus efectos jurídicos y debe someterse a conciliación, pero no al arbitraje.  
 
No obstante la amplitud y tradición que tiene en Venezuela el derecho a huelga, resulta evidente 
que el mismo no es ilimitado, por el contrario está sometido a una serie de regulaciones entre las 
cuales también destaca, la potestad que tiene la autoridad administrativa de ordenar la 
reanudación de la faena cuando considere que la huelga, por sus particulares circunstancias, 
cause graves daños a la vida o la seguridad de la población. Esta orden administrativa no pone fin 
al conflicto colectivo sino que ordena que la disputa sea sometida a un arbitraje234. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
                                                          
234 Disponible en http://www.monografias.com/trabajos51/derecho-colectivo-trabajo/derecho-
colectivo-trabajo2.shtml. Autor: Einstein Alejandro Morales Galito. 
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 CONCLUSIONES 
SUSTANTIVAS 
 
Al aterrizar todo el contexto jurídico anteriormente señalado en el caso colombiano235, se 
evidencia una gran dificultad para que el derecho de asociación sindical, de negociación colectiva 
y de huelga sean desarrollados de manera exitosa y acorde a la normatividad internacional en lo 
tocante a los servidores públicos y en especial aquellos que tienen categoría laboral con el estado. 
 
Como primer obstáculo general se presenta el modelo actual del neoliberalismo globalizado, que 
se presenta como el reinado absoluto de la libertad del mercado como determinante del valor de 
la mano de obra, y los elementos de influencia en tal tasa de cambio, son escuálidos. Ahora que, 
a pesar de lo anterior, también debe reconocerse que los actuales estados, como el colombiano, 
han consagrado en sus cartas fundamentales el modelo del Estado Social de Derecho, que han 
constitucionalizado la protección del obrero a través del ya mencionado diálogo social, cuya 
expresión más cercana y efectiva, es la negociación colectiva. 
 
El segundo obstáculo, cuya evidencia es insuperable y cruel, es la intolerancia en el ejercicio del 
derecho de sindicación en todas sus formas. Pues, como lo muestra VIDAL CASTAÑO236, a pesar 
de los esfuerzos hechos en los últimos años, la impunidad de los delitos en contra de sindicatos y 
sindicalistas, “sigue siendo muy alta y supera el 96%. A partir del 2003, se ha presentado una 
disminución importante en el número de asesinatos de sindicalistas; sin embargo, otros tipos de 
violación a los derechos humanos de los sindicalistas, como amenazas, y desplazamiento se 
mantienen en los mismos niveles.237” 
 
El tercer obstáculo evidenciado, es la falta de normatividad homogénea y concordante con lo 
consagrado en la Carta Política de 1991 y sus cláusulas de apertura. La legislación nacional ha 
hecho oídos sordos de los innumerables llamamientos hechos por los organismos 
internacionales, especialmente la OIT; al punto que las decisiones jurisdiccionales se han 
                                                          
235 Cfr. Ostau de Lafont de León, Francisco Rafael. Poveda Peña, Rocío. La negociación colectiva: análisis y 
su papel en la protección social en Colombia. Novum Jus, vol. 3, n.º 2, julio-diciembre 2009, pp. 237 a 270. 
236 VIDAL CASTAÑO, José. Panorama del sindicalismo en Colombia. Friedrich Ebert Stiftung en Colombia, 
“FESCOL”. Abril de 2012. 
237 VIDAL CASTAÑO, José. Panorama del sindicalismo en Colombia. Friedrich Ebert Stiftung en Colombia, 
“FESCOL”. Abril de 2012. 
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constituido en las impulsoras del proceso de armonización y aplicación de la normativa 
internacional del caso. 
 
El cuarto obstáculo lo constituye la falta de transformación real de los compromisos 
internacionales y las decisiones jurisdiccionales, en políticas de estado continuas, que entiendan 
la importancia y trascendencia del derecho de libertad sindical para los trabajadores con vínculo 
laboral con el estado. 
 
El quinto obstáculo se evidencia en el limitado conjunto de herramientas de acción con las que 
cuenta el sindicato para el ejercicio de sus labores, y en oposición, la gama de restricciones legales 
presentes en el ordenamiento jurídico. No puede entenderse, por ejemplo, la limitación de los 
sindicatos para tener cierto lucro. En muchos países del mundo, la fuerza y convencimiento de 
un sindicalismo efectivo, competitivo, lo constituye el aporte de capital para llevar a cabo sus 
funciones. Es indudable que contando con capital y estrategias de inversión, y no con meras 
prebendas pasajeras, el sindicalismo se verá fortalecido, y presentará una faceta más atractiva 
para los trabajadores modernos. No se propone que el sindicalismo se convierta en otro elemento 
de juego del capital, se evidencia que la limitación al ánimo de lucro para los sindicatos es una 
clara barrera de evolución al mismo. 
 
El sexto obstáculo se presenta en lo relativo al imaginario colectivo negativo frente al sindicalismo 
y a su accionar. La desmitificación del sindicalismo como generador de conflictos, para convertirlo 
en solucionador de controversias, en escudo colectivo para la obtención de mejores condiciones 
de trabajo 
 
El séptimo obstáculo es el fenómeno que ha golpeado de manera más notable al derecho del 
trabajo. La desregularización de las relaciones laborales, el desaparecimiento sistemático del 
trabajo dependiente como principal forma de contratación de mano de obra, ha afectado la 
construcción de un sindicalismo germinado y estructurado en torno al amenazado trabajo 
dependiente 
 
El octavo obstáculo identificado es la absoluta inoperancia de la Comisión Constitucional de 
Concertación de Políticas Salariales. Esto es un punto débil para Colombia, dado que no se cuenta 
con un proceso colectivo y participativo, que a gran escala permita hacer efectivo un diálogo 
social efectivo; y por el contrario, se ha convertido en una mesa de reunión previa para la 
legitimación de una decisión estatal unilateral que se ha adoptado desde un comienzo. 
 
El noveno obstáculo observado, lo constituye la diferenciación de tratamiento jurídico respecto 
de las relaciones sindicales en el sector privado y el sector público. Si bien es cierto, las relaciones 
laborales donde está presente el estado como parte, requieren de un tratamiento especial, 
tampoco puede pensarse que a través de normas excluyentes y con alto grado de excepcionalidad 
en su efectivo ejercicio, al punto de que son mayores las prohibiciones y/o limitaciones, que las 
garantías. A título de ejemplo, el vigente artículo 416 del CST, acompasado con el reciente 
Decreto 1092 de 2012 relativo al proceso de negociación colectiva de los empleados públicos, 
contiene un listado de asuntos excepcionados de negociación y limitaciones específicas tales 
como: i) El art. 4 del Decreto 1092 de 2012, señala que “En los términos del artículo 39 de la 
Constitución Política, la Ley 584 del 2000 y el Decreto 2813 de 2000, los empleados públicos a 
quienes se les aplica el presente decreto durante el término de la negociación, gozan de las 
garantías de fuero sindical y permiso sindical, de conformidad con las disposiciones legales 
vigentes sobre la materia”, norma que no explicita el fuero conocido o denominado 
“circunstancial”, que está presente en procesos de negociación colectiva tanto de empleados 
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públicos como de trabajadores oficiales y que cobija incluso a trabajadores no sindicalizados pero 
beneficiarios de convenciones colectivas del trabajo; ii) el artículo 3, numeral 7 del mismo Decreto 
1092 de 2012 dicta:  
 
“Ámbito de la negociación. Están excluidos de la negociación de las 
condiciones laborales, los asuntos que excedan el campo laboral, tales 
como: la estructura organizacional, las plantas de personal, las 
competencias de dirección, administración y fiscalización del Estado, 
los procedimientos administrativos, la carrera administrativa y el 
régimen disciplinario. En materia salarial podrá haber concertación. 
Sin perjuicio de lo anterior, en el nivel territorial, se respetarán los 
límites que fije el Gobierno Nacional. 
En materia prestacional las entidades no tienen facultad de 
concertación” 
 
De su texto se advierte claramente que frente al ámbito de aplicación, es mayor la restricción que 
la garantía, haciendo nugatorio su ejercicio pues las materias sobre las que se podría negociar 
son ínfimas y de menor relevancia; colocando una corta piza a los negociadores, quienes por su 
condición de servidores públicos en el tema de responsabilidad se encuentran delimitados por lo 
establecido en el artículo 6 de la Constitución Política de 1991. 
 
El décimo obstáculo se evidencia en cuanto al ejercicio del derecho de huelga, y habiendo 
agotado el estudio del derecho internacional del trabajo al respecto y de recoger solo algunas 
disposiciones de países de la región, se evidencia como uno de los grandes obstáculos para 
Colombia lo constituye la limitación al ejercicio del derecho de huelga en los servicios esenciales. 
En tal sentido es que de manera regresiva y excesivamente delimitada, la legislación se dedica a 
inobservar los acuerdos internacionales al considerar de manera genérica y poco realista como 
esencial un cúmulo de actividades no vitales para la sociedad. Colombia, en el marco comparativo 
latinoamericano abordado en el presente trabajo, se encuentra sumamente rezagada en el 
establecimiento de un mínimo de niveles de prestación de los servicios esenciales que permita 
salvaguardar los derechos e integridad en todo o en parte de la población. Tan es así que la Corte 
Constitucional, en múltiples decisiones238 ha exhortado al legislador para que regule la huelga en 
los servicios públicos esenciales en un tiempo razonable, por la importancia del tema y el 
mandato del artículo 56 de la Constitución. 
Ésta inflexibilidad y retraso legal, está condenando al empleado público a un ejercicio de su 
libertad sindical sumamente restrictivo y lo está dejando sin su más efectivo medio de presión 
legítimo, como lo es el derecho de huelga. En últimas, lo que la Constitución Política en su artículo 
56 consagró como una excepción, hoy se torna la regla general. 
 
El undécimo obstáculo puede ser el alcance inocuo de la sentencia C-110 de 1994, que al estudiar 
la constitucionalidad del artículo 416 del CST dispuso su exequibilidad condicionada bajo el 
entendido de que los trabajadores oficiales si gozarían del derecho de huelga, salvo los que 
presten servicios en entidades y/o empresas que presten servicios públicos esenciales. 
Afirmación que cobra fuerza si se tiene en cuenta que el artículo 430, literal “A” del CST vigente, 
establece dentro de las prohibiciones 
                                                          
238 Reiterada en sentencias C-450 de 1995, C-075 de 1997, C-691 de 2008, T-171 de 2011 y C-122 de 2012, 
entre otras. 
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 “a) Las que se presten en cualquiera de las ramas del poder público”, como se explicó en el aparte 
dedicado a los trabajadores oficiales y el ejercicio de su derecho de libertad sindical. Puede 
decirse entonces que el adelantamiento real del derecho de huelga de los trabajadores oficiales 
se encuentra escrito, pero no efectivizado. Es decir, si bien es cierto en la sentencia C-110 de 
1994 se reconoce a los trabajadores oficiales el derecho a ejercer la huelga como medio legítimo 
de presión, también lo es que éstas personas prestan sus servicios en entidades consideradas 
como de servicios públicos (como se refirió en el obstáculo anterior, “esenciales” por omisión) en 
los cuales se encuentra prohibido el ejercicio de tal cesación de labores, de cara a lo dispuesto en 
el plurimencionado artículo 430 del CST; asunto respecto del cual y como se ha mencionado, 
estaremos a la espera de una reglamentación actualizada y acompasada a los mandatos 
constitucionales de 1991. 
 
Como duodécimo obstáculo se estructura la Ley 1210 de 2008 o Ley de Huelgas, en la cual si bien 
es cierto se intenta acatar algunas observaciones efectuadas por la OIT por ejemplo en lo que 
tiene que ver con la autoridad competente para declarar la ilegalidad de un cese de actividades, 
instaurando tal facultad en los Tribunales Superiores del Distrito Judicial, Sala Laboral en primera 
instancia; y en segunda instancia en la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 
relevando al Ministerio del Trabajo; también lo es que muchas otras observaciones no fueron 
acogidas. Así lo manifiesta la Escuela Nacional Sindical: 
 
“(…) la Ley 1210 de 2008, por la cual se modifican disposiciones que 
regulan el ejercicio de la huelga en el país. Esta Ley 1210 recoge tan 
solo dos de las diez recomendaciones que la OIT le ha hecho a 
Colombia en materia de regulación de la huelga, uno, la competencia 
que tenía el Ministerio de la Protección Social para calificar la 
ilegalidad de la huelga, la traslada a la jurisdicción laboral y dos, la 
creación de un tribunal de arbitramento voluntario, que antes era 
obligatorio, cuando la huelga pasaba de 60 días239” 
 
1.2. RETOS 
 
Es indudable e indiscutible que el derecho de libertad sindical debe armonizarse con la actual 
economía mundial. Ello por cuanto no puede esconderse ni obviarse el hecho de que el mundo 
atraviesa por una crisis económica y financiera. En tan contexto, la pregunta que en torno a ésta 
trabajo se formula, se dirige a analizar de qué manera una adecuada regulación y ejecución del 
derecho de libertad sindical de los empleados oficiales en Colombia ha de presentar una solución 
a tal situación; o al menos, de qué manera puede la libertad sindical en el sector público puede 
adecuarse a las nuevas realidades mundiales240. 
                                                          
239 ESCUELA NACIONAL SINDICAL. Situación de los derechos de los trabajadores en Colombia Violencia, 
impunidad y violación a los derechos laborales y sindicales. Documento presentado ante la Comisión de 
Educación y Trabajo del Congreso de los Estados Unidos, el 12 de febrero de 2009. Disponible en 
http://www.ens.org.co/aa/img_upload/45bdec76fa6b8848acf029430d10bb5a/declaracion_lucianosanin
_congresoeeuu_feb1209.pdf 
240 Sobre éste punto resulta muy interesante la lectura del Resumen Ejecutivo realizado por la OIT sobre “El 
papel de la negociación colectiva en la economía mundial: Negociar por la justicia social” [The Role of 
Collective Bargaining in the Global Economy]. Bajo la dirección de Susan Hayter. Disponible en 
http://www.ilo.org/global/publications/ilo-bookstore/order-online/books/WCMS_159208/lang--
es/index.htm 
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De allí que como resultado de éste trabajo, a continuación de formula un conjunto de retos, 
entendidos éstos como los grandes asuntos a los cuales le debe apuntar el Estado Colombiano 
para atender a la necesidad de brindar a los empleados oficiales un ejercicio digno y real del 
derecho de libertad sindical, que se constituye en elemento constructor de diálogo social y justicia 
social como medio de solución o mitigación de la crisis mundial. 
 
1. Fortalecimiento de una negociación colectiva real para los 
empleados públicos. El Decreto 1092 de 2012 presenta un marco 
jurídico para cumplir de manera somera con los compromisos 
comerciales del Estado, pero no atiende a un ejercicio juicioso y 
profundo que llegue a presentar un proceso de negociación 
colectiva real, sino que sigue siendo un proceso mixto, donde el 
proceso de formulación de una propuesta se denomina pliego de 
solicitudes, se convierte en una decisión unilateral. Si bien es cierto 
las relaciones del trabajo en la administración pública son de un 
carácter especial, no deben implicar un total sometimiento a la 
decisión estatal. El diálogo debe primar por sobre el hecho estatal. 
 
2. Fortalecimiento en el Sistema de Formación del sindicalismo. Un 
proceso educativo de capacitación constante y adecuada del 
sindicalismo estatal. 
 
3. Construcción de una clasificación básica general de las categorías de 
servidores públicos en el mundo. Un asunto que ha limitado de 
manera evidente el ejercicio del derecho de libertad sindical para los 
servidores públicos alrededor del mundo, lo constituye la gran 
diversidad de denominaciones y clasificación de los servidores 
públicos en cada nación. No se propone el establecer una categoría 
mundial de clasificación de servidores públicos, ello resulta 
imposible. Lo que si resultaría importante, es contar con una 
clasificación genérica, a través de la cual se cuente con un conjunto 
de criterios claros que permitan la aplicación real del ejercicio del 
derecho de libertad sindical. Tales criterios ya se encuentran 
construidos a través de las decisiones adoptadas por los entes de 
control de la OIT, pero indudablemente la falta de carácter 
obligatorio en su aplicación para la generalidad de estados 
miembros de la Organización Internacional del Trabajo se constituye 
en una gran limitante para su efectivización a nivel global. 
 
4. Establecimiento claro de los servicios públicos esenciales respecto 
de los cuales se limita el derecho de huelga. 
 
5. Establecimiento de procesos de negociación colectiva amplios, 
coordinados, participativos y centralizados. A través de un 
funcionamiento real de la Comisión Constitucional de Concertación 
Laboral, aplicable a las relaciones del sector público en general (para 
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determinados aspectos) se permitirá alcanzar “un efecto positivo en 
la igualdad de los ingresos sin ningún efecto negativo en el empleo241” 
 
6. El acceso del derecho de negociación colectiva para los empleados 
públicos colombianos en condiciones mucho más efectivas de las 
actuales, “pueden favorecer el compromiso para mejorar la 
organización en el trabajo, las competencias profesionales y la 
productividad, como contrapartida a la seguridad en el empleo y a la 
participación en los beneficios”.  
 
7. Creación de un marco jurídico novedoso. Existen diversos eslabones 
jurídicos que distancian el derecho laboral internacional y el derecho 
laboral colombiano. Sumado a ello, los regímenes público y privado 
también se encuentran profundamente zanjados en lo que se refiere 
al derecho de libertad sindical de los empleados públicos, 
trabajadores oficiales y empleados del sector privado. Tras todo el 
análisis realizado resulta coherente cuestionarse en relación con la 
justificación, operatividad, eficiencia y eficacia de tales medidas 
jurídicas diferenciales para el trabajo en el sector privado y público. 
Si bien es cierto hay ciertas labores estatales que requieren de un 
tratamiento jurídico diferencial, y hacen inoperante el derecho de 
libertad sindical en varios de sus componentes. Si lo anterior es 
válido, también lo es que la materia de trabajo en los sectores 
privado y público puede ser el mismo, pero las condiciones en su 
ejercicio y las relaciones laborales son muy distintas. Pero en éste 
estudio se presenta un gran interrogante ¿la diferencia normativa 
laboral colectiva en el sector privado y público es necesaria?, ¿el 
contexto actual amerita y sustenta tal diferencia? Al respecto, y con 
base en el estudio realizado, resulta ineludible concluir que en 
efecto las diferencias entre el trabajador del sector privado y aquel 
al servicio del estado existen, pero que los puntos diferenciales del 
pasado, ya no pueden continuar regulando el presente. Claramente, 
el ejercicio del derecho de libertad sindical para el sector laboral 
colombiano, privado y público, se encuentra retrasado de cara a las 
realidades jurídicas y fácticas del país actual. Pero si salta a la vista la 
notable deficiencia y desigualdad operante para los empleados 
oficiales. De allí que en materia del ejercicio del derecho de 
negociación colectiva para los empleados públicos, su restricción se 
encuentra sumamente generalizada, pues solamente a raíz del 
concepto del ejercicio de función pública, se limita a los empleados 
públicos la posibilidad de regular sus relaciones laborales. En cambio 
de la restricción generalizada del derecho de negociación colectiva 
respecto de los empleados oficiales a los que aplica, debería 
pensarse en restricciones específicas, justificadas y razonables en las 
materias respecto de las cuales se extraería la negociación colectiva. 
Se debería ampliar el margen de cobertura, pero sin sacrificio de las 
materias negociables, mismas que deben ser precisa y 
                                                          
241 Ibíd. Resumen Ejecutivo realizado por la OIT sobre “El papel de la negociación colectiva en la economía 
mundial: Negociar por la justicia social” [The Role of Collective Bargaining in the Global Economy]. P. 2. 
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justificadamente determinadas. Por ejemplo, el estadio de una 
negociación colectiva en cuanto a salarios provocaría una limitación 
para el Congreso de calcular el tamaño y la distribución del 
presupuesto estatal. Ello es cierto, pero ésta desigualdad justificada 
debe ser compensada con otro tipo de beneficios para los 
trabajadores del sector público. 
 
8. Ejercicio del Derecho de Huelga. A través de un sustento jurídico que 
permita a los empleados oficiales el ejercicio de un ejercicio sindical 
serio, profundo, real y conectado con la facultad de ejercer el 
derecho de huelga acorde a la normativa internacional aplicable, se 
caerán las barreras de desigualdad vigentes, y se entronizará el 
sentimiento de pertenencia y respeto por lo público, que generará 
cohesión y fuerza a la más teóricamente popular de las 
organizaciones, el Estado. Como se presentó en la línea 
jurisprudencial respectiva, el Comité de Libertad Sindical de la OIT 
ha sido enfático en señalar que es obligación del estado colombiano 
clarificar qué servicios son calificados como públicos esenciales, y 
respecto de los cuales se debe moderar la limitación del derecho de 
huelga, para que el ejercicio del derecho colectivo y legítimo de 
huelga sea ejercido de manera efectiva, pero conservando el 
personal estrictamente necesario para garantizar, precisamente el 
mínimo de personal requerido para no afectar a la comunidad en su 
vida o bienes. 
 
Para cerrar el presente trabajo, se acude a una frase del Director General de la OIT, Guy Ryder, 
“Lo que se necesita es una visión integral para el desarrollo económico y social sostenible" que 
“sobrepase las estructuras políticas para llegar a la esfera social y económica242” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
242 Así lo señaló en su discurso de apertura en la Conferencia Árabe del Trabajo en Argelia. Texto disponible 
en http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/who-we-are/ilo-director-general/statements-and-
speeches/WCMS_210861/lang--es/index.htm 
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